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CAPITULO 1 
PROYECTO DE INVESTIGACIÓN 
1.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
¿Cuál ha sido la efectividad socio-ambiental de la aplicación de la normatividad penal 
existente respecto de los delitos configurados en los atentados contra la industria petrolera 
ocasionados por los grupos al margen de la ley dentro del Estado Social y Democrático de 
Derecho? 
1.2. HIPÓTESIS 
Es necesario determinar el efecto de la aplicación dada a la normatividad penal existente sobre 
los delitos de rebelión, terrorismo, hurto de combustible y receptación de sus derivados, 
como resultado del actuar de los grupos al margen de la ley contra la industria petrolera y qué 
consecuencias socio-jurídicas y ambientales se generan para el Estado Social y Democrático 
de Derecho. 
1.3. OBJETIVO GENERAL 
Estudiar el tratamiento que se ha dado dentro del Estado Social y Democrático de Derecho a 
los tipos penales en los que se enmarcan las conductas delictivas que atentan contra la 
industria de los hidrocarburos, el medio ambiente y el daño a las comunidades en las 
zonas aledañas a la infraestructura, para determinar si la aplicación de la normatividad 
existente ha derivado en la disminución de estas conductas delictivas. 
1.4. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 Analizar la normatividad y jurisprudencia penal existente en materia de hidrocarburos. 
 Analizar la normatividad ambiental existente en nuestro país en el contexto de la 
industria petrolera. 
 Determinar y especificar el alcance de las penas aplicadas a estos delitos y sus efectos 
de prevención ante el crimen organizado de los grupos al margen de la ley. 
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 Comprobar si la aplicación de las penas contempladas para estos delitos ha sido 
efectiva para combatir las acciones delictivas contra la industria petrolera y la 
afectación de las víctimas y el medio ambiente. 
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1.5. JUSTIFICACIÓN 
A lo largo de la historia en Colombia son pocos los estudios socio-jurídicos que han hecho los 
letrados del derecho sobre un tema tan delicado y espinoso como lo son los delitos contra la 
industria de los hidrocarburos, el cual es materia prima de la presente investigación. Durante la 
última década este tópico ha impactado los diferentes estamentos de la sociedad, por lo que en 
el desarrollo de esta investigación se abordará desde varias áreas tales como la constitucional, 
legal, ambiental, social, económica y política. 
Los actos de sabotaje y terrorismo son delitos que atentan contra el orden público y la 
seguridad de la sociedad. Para el caso colombiano, la legislación ordinaria contra tipos penales 
permite sancionarlos sin que se requiera prueba de una intención terrorista expresa y la 
limitación de estas instituciones penales consiste en que los delitos a los cuales se aplican solo 
pueden ser objeto de enjuiciamiento después de que se haya perpetrado o intentado perpetrar 
un atentado con consecuencias trágicas y desestabilizadoras. Además, también existe una serie 
de delitos conexos al delito de terrorismo como el de rebelión, hurto de combustible, 
receptación de hidrocarburos, homicidio y lesiones personales contra las víctimas. 
Este tipo de conductas constituyen en todos los ordenamientos jurídicos un quebranto 
al sistema y por ende, la voladura de oleoductos y gasoductos puede constituirse claramente en 
un acto de sabotaje y terrorismo e incluso en una violación a los derechos humanos y al 
derecho internacional humanitario.  
Cabe mencionar que los grupos al margen de la ley en el año 2001 llegaron a 170 
atentados tras la voladura de los oleoductos a pesar de que había 16000 miembros de las 
fuerzas militares vigilando la infraestructura de los hidrocarburos. Dichos atentados generaron 
la paralización casi permanente de la producción petrolera por la grave afectación en materia 
de transporte. Según las estadísticas que maneja el Ministerio de Defensa Nacional, en el año 
2003 fueron 184 voladuras, en el año 2010 se habló de 31 voladuras, en el año 2011 fueron 84 
voladuras y en el año 2012 fueron 76 voladuras, cifras que por si solas muestran el daño que 
se viene generando y la flexibilidad en la aplicación de la normatividad existente. 
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Para dimensionar la magnitud del daño y la inaplicabilidad de la legislación que en 
materia penal existe, puede destacarse particularmente la voladura de los oleoductos que 
transportan crudo desde el complejo petrolero de Caño Limón Coveñas, el cual tiene una 
extensión de 770 kilómetros, en donde las autoridades han llegado a contabilizar casi una 
voladura cada cuatro días en dicho tramo. 
En la presente investigación se abordaran los esquemas y los planteamientos de la 
industria del petróleo para luego estudiar la normatividad existente, la jurisprudencia emanada 
por la violación de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, el análisis  
de la constitucionalidad afectada por cada uno de los delitos cometidos por los grupos al 
margen de la ley, afectando a la comunidad, el ecosistema y dejando desprotegido el Estado 
Social de Derecho en el campo delictivo que regula la Ley 599 de 2000, específicamente los 
efectos de los delitos de rebelión, terrorismo, homicidio, lesiones personales, hurto y 
receptación en las voladuras de oleoductos en la industria del petróleo. Además, se pretende 
evaluar la regulación en materia penal del Estado Social de Derecho frente a la protección del 
medio ambiente y la violación a los derechos humanos de las víctimas, asentadas en estas 
zonas del país. 
Es necesario hacer énfasis en el Estado Social de Derecho, entendiéndose por Estado 
de derecho (Heller, 1998) el sistema de principios y reglas procesales según las cuales se crea 
y perfecciona el ordenamiento jurídico, se limita y controla el poder estatal y se protegen y 
realizan los derechos del individuo. En el moderno Estado de derecho representa la magna 
tentativa de asegurar una continuidad normativa, histórica y sistemática por medio de un 
sistema ampliamente ramificado de controles políticos, administrativos y judiciales por la 
concesión de recursos de dos o más instancias y por la precisa determinación de 
responsabilidades tanto jurídicas como sociales y ambientales. Pero el orden jurídico cerrado 
es un objetivo inalcanzable, lo único que cabe es irse acercando gradualmente. (Corte 
Constitucional Sentencia 011 de 1992) 
En la propuesta de investigación, luego del análisis de la violación a los derechos 
humanos y al derecho internacional humanitario, así como cada uno de los delitos cometidos 
por grupos al margen de la ley amparados en la mal llamada ideología revolucionaria y los 
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mecanismos de protección de las diferentes comunidades, se continuará haciendo un análisis 
del estado social y democrático de derecho en la violencia extremada por los delitos de 
terrorismo, rebelión, hurto y receptación de combustible incluidos en la Ley 599 de 2000. 
Además, se analizará el caso del proceso penal de la masacre de Machuca Sentencia No. 
23825 del 25 de mayo de 2005 y las voladuras a los respectivos oleoductos como medio de 
presión de los grupos armados al margen de la ley y las afectaciones a las diferentes 
comunidades, al medio ambiente y a la industria petrolera del Estado, aunado a un 
pormenorizado análisis de la doctrina y jurisprudencia correspondiente. 
Para el desarrollo de este texto se utilizarán los métodos cualitativos y cuantitativos de 
investigación, estudio del delito y estadísticas de los atentados, cuadros comparativos y 
estadísticas delincuenciales que posee la Fiscalía General de la Nación. Se determinará si 
concurren los elementos materiales del delito, si el procesado es penalmente responsable por 
ellos y de esta forma se hace merecedor a una sanción penal y, finalmente que ha hecho el 
Estado por minimizar el impacto delictivo de estas conductas, así como el tratamiento que le 
han dado los medios de comunicación a los atentados contra la industria petrolera. 
También se analizará el principio de precaución ambiental en la sentencia C-595 de 
2010 de la Corte Constitucional junto con algunos aspectos de la protección jurídica del 
ambiente en Colombia y se hará una aproximación al principio de precaución ambiental y se 
desarrollara la perspectiva de la Ley 1333 de 2009 finalizando con el análisis de la sentencia 
C-595 de 2002. La crisis que se vive en el Estado social de derecho por los actos terroristas en 
el proceso de la contaminación ambiental a corto, mediano y largo plazo, en la vulneración de 
los derechos fundamentales de las víctimas.  
La presente propuesta investigativa consiste en hacer un análisis jurídico normativo y 
jurisprudencial para encontrar el modus operandi y la esencia del delito, de acuerdo con los 
sondeos en las respectivas encuestas. Adicionalmente, se buscara crear parámetros legales 
para que estos delitos disminuyan su impacto en la sociedad y se tome conciencia del daño 
emergente que se está ocasionando a la protección de la vida de los seres humanos y de los 
bienes protegidos por el derecho internacional humanitario. 
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Para el enfoque desde el punto de vista penal que se dará a la investigación dentro de la 
propuesta que se presenta, se tendrá en cuenta “La Teoría General del Delito” de Francesco 
Carnelutti, donde en la teoría de la función de la pena señala sin vacilación que el delito es un 
mal. También lo es la pena, algunas veces de la misma especie que el delito. Lo cierto es que 
se castiga al autor el hecho dañoso para producir miedo a todos y así no se cometan hechos 
semejantes. La pena actúa sobre el crimen constituyendo un contra estimulo respecto del 
crimen mismo. Dice Carnelutti: el verdadero triunfo de la pena se tiene cuando no hay 
necesidad de aplicarla. Si cometido el delito, se inflige la pena, no es sino para consolidar la 
amenaza son la experiencia de su seriedad. 
Señala Carnelutti: “La lucha contra el crimen mediante la pena consiste, pues, en 
establecer una relación de causalidad entre una y otra. Los momentos de esta operación son los 
siguientes: Determinación del delito; Determinación de la pena; Determinación de la 
causalidad entre ambos términos”. 
En la teoría de la pena señala no se trata tanto de proteger al ciudadano contra la 
arbitrariedad del órgano envestido del poder de castigar, del cual, a priori, no hay razón alguna 
para desconfiar, cuando se confía en el órgano al que se atribuye el poder establecer las penas, 
sino más bien de representar en la mente del ciudadano las consecuencias a que se expondrá 
cometiendo el delito. La pena indeterminada puede ser un remedio idóneo para la curación del 
delincuente. Continúa señalando: El problema de la determinación de la pena esta basado 
sobre dos términos de la amenaza y de la aplicación. La amenaza debe ser grave; la aplicación 
debe ser justa. 
La pena judicial responde a las exigencias de la aplicación; la pena legal, a las 
exigencias de la amenaza; la mezcla entre ambos tipos tiende a satisfacer en el mayor grado 
posible una y otra necesidad. De otra parte se perfila, en correspondencia con la teoría jurídica 
del delito, la teoría jurídica de la pena, entendida como la elaboración lógica de aquella parte 
de las normas penales que se refieren a la determinación del mismo. No nos parece erróneo 
observar que la teoría de la pena guarde con la del delito la misma relación que hay entre la 
farmacología y patología. Por lo tanto, compete a la teoría de la pena no solo el estudio de los 
varios tipos o formas de esta, sino también la adecuación de la misma al delito. 
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El delito es un hecho castigado con la pena mediante el proceso. No hay delito sin pena 
y proceso, ni pena, sin delito y proceso; ni procesos (penal o punitivo), sino para determinar el 
delito y actuar la pena. Delito es un hecho que la ley determina como causa del castigo del que 
la ha cometido, o mejor, un hecho que presenta los caracteres indicados por la ley como causa 
del castigo de su autor. 
En su libro Teoría del Delito y de la Pena Edgardo Alberto Dona señala “Que el estado 
de derecho, es necesario admitir que el Estado debe estar dentro del orden normativo, esto es, 
con arreglo a normas previas, generales, claras, precisas, no contradictorias con aquellos 
supuestos apriorísticos sobre los que se construye el Estado, normas que forman el núcleo y la 
justificación de la totalidad del orden jurídico, y que son los puestos para el despliegue vital 
individualista burgués: Con lo que se está admitiendo que el Estado tiene un fin jurídico, cuyo 
contenido está más allá de su voluntad.  
El Estado está obligado a actuar sujeto a principios jurídicos fundamentales y por 
tanto, su obligación reside en el reconocimiento y el respeto a los derechos inalienables de la 
persona, especialmente en su libertad. El Estado no puede, de ninguna manera en su 
legislación, alterar ni destruir los derechos fundamentales de la persona, so pena que esa 
legislación sea declarada inconstitucional, es decir, contraria a la noma que se crea y limita al 
propio Estado.  
En el libro de la “Teoría Del Delito” de Jesús Orlando Gómez López señala: La 
esencia del ser Humano, en la Base antropológica del Derecho penal en una sociedad cada vez 
más deshumanizada como la actual y en un medio social en el que parece tener mayor 
relevancia lo formal y esquemático, lo valorativo-normativo por encima de lo humano y 
social, que se pretenda establecer una necesaria fundamentación antropológica del Derecho 
penal y del delito, que limite y de contenido material a las categorías del derecho punitivo, 
pues más fácil resulta considerar que siendo el derecho criminal y el delito creaciones del 
legislador se justifica en su estudio y análisis, partir exclusivamente de la ley, de principios 
normativos, sin atender a las realidades humanas, sociales y culturales en que el hombre vive, 
obra, crea y transforma su propia existencia, las cuales constituyen objetividades 
configuradoras de los contenidos del derecho. 
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Para la presente investigación se han tenido en cuenta los elementos normativos como 
base jurídica, cimentada y argumentada sobre la Constitución Política de 1991 y la legislación 
penal vigente, aunado a la jurisprudencia de las altas cortes, la doctrina nacional e 
internacional y la información proporcionada por la Empresa Colombiana de Petróleos – 
ECOPETROL-, con la finalidad de analizar y conceptuar la aplicación de las penas para estos 
delitos a la luz del Estado Social y Democrático de Derecho. 
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1.6. ESTADO DEL ARTE 
Desde la antigüedad el petróleo aparecía de forma natural en ciertas regiones terrestres como 
son los países de Oriente Medio. Hace 6.000 años en Babilonia se usaba para pegar ladrillos y 
piedras, en medicina y en el calafateo de embarcaciones; en Egipto, para engrasar pieles; las 
tribus precolombinas de México pintaron esculturas con él; y los chinos ya lo utilizaban como 
combustible. (Kennet, 1992, p. 9) 
La aparición de los motores de combustión interna abrió nuevas e importantes 
perspectivas en la utilización del petróleo, sobre todo en uno de los productos derivados, la 
gasolina, que hasta entonces había sido desechada por completo al no encontrarle ninguna 
aplicación práctica. 
En 1890, el congreso estadounidense presentó la primera ley para prevenir que los 
monopolios limiten el comercio. La Ley Sherman (Sherman Anti-Trust Act) fue el  
fundamento  derecho  anti-monopolio.  Se  aplica  a  toda  transacción  y  todo negocio 
interestatal. La ley regula al comercio local cuando ésta actividad afecta al intercambio 
interestatal. 
En el año 1915, otra ley creó La Comisión Federal de Comercio (FTC, por sus siglas  
en  inglés),  para  funcionar  independiente  gobierno.  La  misión  de  esta agencia es proteger 
al consumidor mientras supervisa y promueve la competencia comercial   libre   y   justa.   La   
FTC   tiene   cinco   miembros,   denominados "comisionados", quienes son elegidos por el 
presidente y confirmados por el Senado. (Cuervo, 2001, p. 62) 
El Gaitanismo con su líder a la cabeza se apersonó de esta lucha nacionalista y fue 
en Barrancabermeja donde se crearon organismos de poder popular local encabezados por el 
sindicato petrolero, como respuesta organizada a la muerte del caudillo el 9 de abril de 
1948. La persecución de los líderes de esta revuelta posterior al 9 de abril de  1948, por 
el gobierno  de  Ospina  Pérez, sembraría inconformidades que se manifestarían años más 
tarde, con el surgimiento de la guerrilla liberal liderada por Rafael Rangel en Santander en los 
años cincuenta (Montaña Cuéllar, 1977, p. 96) y crearían un clima propicio para el nacimiento 
a mediados de la década de 1960 en esa región de la guerrilla del Ejército de Liberación 
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Nacional, ELN, que se ha caracterizado por sus posiciones radicales frente al tema petrolero, 
con influencia en el sector sindical de los trabajadores petroleros (Vargas, 1992, p. 32; PNUD, 
2003). 
Pero a su vez la actividad petrolera al abrir tierras “baldías” propició procesos de 
colonización, generando amplias expectativas entre población para tener acceso a recursos  
como  las  maderas  y  nuevas  tierras.  Con  los  años,  estos  lugares comunes se reflejan en 
el imaginario colectivo entre campesinos,  indígenas y colonos, que asocian la actividad 
petrolera de manera contradictoria según sus intereses: como una ocupación militar o como 
redentora de la pobreza. 
A principios de la década de 1990, por ejemplo, durante la planificación para la 
construcción del Oleoducto Colombia, se llegó a considerar que esta actividad era antes que 
cualquier otra circunstancia, una operación militar ya que implicaba la penetración por zonas 
dominadas por la guerrilla. De hecho esta situación se puso de  manifiesto  con  mayor  
amplitud  en  el  caso  del  Oleoducto  Caño  Limón Coveñas, que entre 1986, año de inicio 
de operación, y el año 2003, sufrió 1.000 Atentados por parte de la guerrilla del ELN y las 
FARC, debido a su ubicación en un corredor estratégico binacional colombo – venezolano 
y de conexión de los Llanos Orientales con la Costa Atlántica. (Avellaneda, 1998, p. 74) En 
otros horizontes más al norte, en el Zulia, la apertura para la producción agrícola de las 
ricas tierras del Valle del Zulia en Norte de Santander y la dinamización de la economía en la 
frontera nororiental con Venezuela, fue posible gracias  a  los  capitales  que  aportaron  las  
actividades  petroleras.  Arauca  y Casanare, si bien eran reconocidas como áreas con 
potencialidad petrolera desde la década de 1930, sólo hasta los grandes descubrimientos 
de las décadas de 1980 –1990 de los yacimientos de Caño Limón en Arauca y Cusiana y 
Cupiagua en Casanare, se constituyeron en zonas petroleras, que con los yacimientos de 
Apiay en el Meta, conforman hoy la zona petrolera del Piedemonte llanero. 
El descubrimiento de Caño Limón a principios de la década de 1980, incorporó la 
región del Casanare al comercio con Cúcuta y con Venezuela. Caseríos como Arauquita 
crecieron aceleradamente cuando las petroleras en 1984-86 establecieron allí sus 
campamentos para iniciar operaciones en el campo petrolero y construir el oleoducto en el 
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tramo Caño Limón –  Río Zulia, por la empresa alemana Mannesman. (Avellaneda, ob cit, 
p. 91). 
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CAPITULO 2 
MARCO TEORICO 
2.1. Impacto Ambiental de la Industria Petrolera 
Se entiende por impacto ambiental el efecto que produce una determinada acción humana 
sobre el medio ambiente en sus distintos aspectos. El concepto puede extenderse, con 
poca utilidad, a los efectos de un fenómeno natural catastrófico. Técnicamente, es la  
alteración  de  la  línea  de  base,  debido  a  la  acción  antrópica  o  a  eventos naturales. (IAI, 
2004, p. 46) 
Las acciones humanas, motivadas por la consecución de diversos fines, provocan 
efectos colaterales sobre el medio natural o social. Mientras los efectos perseguidos suelen ser 
positivos, al menos para quienes promueven la actuación, los efectos secundarios pueden ser 
positivos y, más a menudo, negativos. La Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) es el 
análisis de las consecuencias predecibles de la acción; y la Declaración de Impacto Ambiental 
(DIA) es la comunicación previa, que las leyes ambientales exigen bajo ciertos supuestos, de 
las consecuencias ambientales predichas por la evaluación. 
El término impacto ambiental se utiliza en dos campos diferenciados, aunque 
relacionados entre sí: el ámbito científico-técnico y el jurídico-administrativo. El primero ha 
dado lugar al desarrollo de metodologías para la identificación y la valoración de los impactos 
ambientales, incluidas en el proceso que se conoce como Evaluación de Impacto Ambiental 
(EIA); el segundo ha producido toda una serie de normas y leyes que obligan a la declaración 
de Impacto ambiental y ofrecen la oportunidad, no siempre aprovechada, de que un 
determinado proyecto pueda ser modificado o rechazado debido a sus consecuencias 
ambientales. Este rechazo o modificación se produce a lo largo del procedimiento 
administrativo de la evaluación de impacto. Gracias a las evaluaciones de impacto, se estudian 
y predicen algunas de las consecuencias ambientales, esto es, los impactos que ocasiona una 
determinada acción, permitiendo evitarlas, atenuarlas o compensarlas. (Serrano, ob cit, p. 114) 
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2.1.1. Clasificación de los Impactos 
Los impactos ambientales pueden ser clasificados por su efecto en el tiempo, en 4 grupos 
principales (Serrano, ob cit, p. 117): 
- Irreversible: Es aquel impacto cuya trascendencia en el medio, es de tal magnitud que 
es imposible revertirlo a su línea de base original. Ejemplo: Minerales a tajo abierto. 
- Temporal: Es aquel impacto cuya magnitud no genera mayores consecuencias y 
permite al medio recuperarse en el corto plazo hacia su línea de base original. 
- Reversible: El medio puede recuperarse a través del tiempo, ya sea a corto, mediano o  
largo  plazo,  no  necesariamente  restaurándose  a  la  línea  de  base original. 
- Persistente: Las acciones o sucesos practicados al medio ambiente son de influencia a 
largo plazo, y extensibles a través del tiempo. Ejemplo: Derrame o emanaciones de 
ciertos químicos peligrosos sobre algún biotopo. 
2.2. Estado Social y Democrático de Derecho  
2.2.1. Concepto Constitucional 
El Artículo 1° de la Constitución Política define a Colombia como un “Estado social de 
derecho, organizado en forma de república unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 
entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la 
dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 
prevalencia del interés general”. 
La Corte Constitucional en sentencia T-406 de 1992 especificó que al definir Estado 
colombiano como un Estado social de derecho no se agregó un calificativo trivial, pues lo 
primero que debe ser advertido es que el término “Social”, ahora agregado a la clásica fórmula 
del Estado de Derecho, no debe ser entendido como una simple muletilla retórica que 
proporciona un elegante toque de filantropía a la idea tradicional del derecho y del Estado. El 
componente social de la fórmula proviene de toda una corriente jurídica y política que surgió a 
comienzos del siglo XX.  
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Así las cosas, como paso previo al estudio del Estado social y democrático de derecho 
es necesario establecer cuál ha sido la evolución del Estado a través de la historia. 
2.2.2. ¿Qué es el Estado de Derecho?  
El Estado de derecho fue la forma que adoptó la organización política como reacción al 
modelo absolutista. Este nuevo modelo político se proponía realizar los valores de la ideología 
del individualismo liberal que había triunfado en las revoluciones inglesa, norteamericana y 
francesa de los siglos XVII y XVIII. En otras palabras, el Estado de derecho (también llamado 
estado liberal de derecho o Estado burgués de derecho) buscaba garantizar los que entonces se 
denominaban derechos naturales de los individuos: la vida, la libertad, la igualdad formal y la 
propiedad. (Defensoría del pueblo, 2005) 
Para lograr esa garantía era necesario acabar el absolutismo y crear una organización 
donde el ejercicio del poder tuviera límites. Estos límites fueron fijados por normas jurídicas 
que, simultáneamente, buscaban proteger aquellos derechos. El Estado de derecho concretó, 
entonces, la antítesis del Estado absolutista, pues impuso límites de acción al gobernante a 
través de la ley, esto es, de las normas producidas por los representantes de la voluntad 
popular. Posteriormente, con el surgimiento del “Estado constitucional” se entendió que, 
incluso, el legislador estaba jurídicamente limitado por una ley superior: la constitución. 
El resurgir del derecho natural, las doctrinas contractualistas, los nacionalismos, la 
reforma protestante y las revoluciones del siglo XVIII fueron factores que originaron los 
movimientos constitucionalistas. Estos movimientos trataban de constituir gobiernos limitados 
y orientados al cumplimiento de unos específicos mandatos relacionados con la defensa de los 
que, desde entonces, se han denominado derechos humanos y libertades públicas. Postulado 
central del constitucionalismo es que debía existir una norma superior a las demás que le 
impusiera el gobernante obligaciones indeclinables y límites infranqueables. Así, los estados 
absolutistas se convirtieron en Estados de derecho, bajo la forma de monarquía constitucional 
o de república. (Defensoría del pueblo, ob cit) 
Los principios fundantes de esta nueva forma de Estado son los siguientes: 
a. Principio de legalidad 
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El Estado de derecho se caracteriza por el imperio de la ley, entendida como la 
expresión de la voluntad general. El monarca o el gobernante de turno debe someterse a la ley 
como cualquier otro ciudadano y responde ante el pueblo por el ejercicio que haga del poder. 
El principio del imperio de la ley permitió despersonalizar el poder. En efecto, al 
imponerse la tesis de la soberanía popular, esto es, que el poder es inmanente, anónimo y 
perteneciente a todos, el gobernante debió aceptar que su poder derivaba de la voluntad del 
pueblo y que debía gobernar atendiendo los mandatos del legislador, esto es, del representante 
del pueblo. De ello se dedujo que el poder del gobernante era limitado y que el ejercicio 
acarreaba responsabilidad ante el pueblo. En la práctica, esta teoría invirtió todo el sistema 
político: el poder no viene de arriba sino de su base, no tiene fundamentación religiosa, sino 
secular. En una palabra, el rey ya no es soberano: la soberanía cambió de titular. Como 
desarrollo del principio de legalidad, se impone el principio de que la actuación de toda 
autoridad pública debe someterse a norma previa y expresa que la autorice. De no ajustarse a 
la ley, el control judicial sobre tal acto debe ser inevitable. (Defensoría del pueblo, ob cit) 
Esa regulación del ejercicio del poder se sustenta en la concepción de la ley como 
emanación de la voluntad del pueblo. El poder queda sujeto a controles con el propósito de 
evitar las arbitrariedades y en caso de que estas lleguen a darse castigar a los responsables y 
reparar a los afectados. 
b. División de poderes 
En el absolutismo, el gobernante tenía un poder absoluto pues formulaba el derecho, lo 
aplicaba y decidía toda controversia. Era legislador, ejecutor de la ley y juez. Por poseer un 
poder absoluto, no estaba sujeto a la ley que creaba. Con las revoluciones y el movimiento 
constitucionalista se llegó a la conclusión de que el gobernante no debía concentrar todos los 
poderes y que, en consecuencia, las funciones legislativa y judicial debían ser asumidas por 
otros órganos y autoridades para garantizar el respeto por los derechos del hombre y las 
libertades públicas. 
La doctrina de la división y separación de poderes que Montesquieu construyo a partir 
de su estudio sobre el régimen británico al mediar el siglo XVII, parte de la idea básica de que 
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el hombre está inclinado a abusar del poder que ejerce. Por lo tanto, la única manera de evitar 
la arbitrariedad es que exista una pluralidad de poderes y que cada uno tenga competencias 
propias y separadas, de modo que se hagan interdependientes y solamente puedan obrar 
contando con los otros. Es la mecánica de los frenos y contrapesos que, al dividir el ejercicio 
del poder, lo desconcentran en provecho de la libertad y los derechos individuales. (Hamilton) 
La idea anterior puede reafirmarse citando el artículo 16 de la declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano, redactado precisamente en la Francia revolucionaria 
de 1789: “La sociedad en donde no estén garantizados los derechos ni esté establecida la 
separación de los poderes, carece de constitución”. 
c. Realización efectiva y garantía jurídico-formal de los derechos y libertades 
fundamentales 
El Estado adquiere un carácter instrumental: se reduce a un medio cuyo objetivo y 
justificación es el reconocimiento y la garantía de los derechos del individuo. En conclusión el 
Estado de derecho es una forma de organización política en la cual el poder es recibido del 
pueblo y ejercido mediante competencias separadas, definidas y limitadas por las 
prescripciones de la ley, esto es, por las normas que promulgan los representantes del pueblo. 
Adicionalmente, el ejercicio del poder público solamente se justifica si está 
encaminado a la defensa y protección de los derechos de la persona. 
Tales derechos, en un primer momento, se limitaban a la vida, la integridad, la libertad, 
la igualdad y la propiedad. Justamente, la necesidad de ampliar el catálogo de derechos que el 
estado debe reconocer y proteger dio lugar al Estado social de derecho. 
2.2.3. ¿Cuándo surgió el Estado Social de Derecho?  
La teoría del Estado social de derecho fue formulada por Hermann Heller a comienzos del 
siglo XX en su obra Estado de derecho o dictadura. Heller sostiene la tesis de que la 
transformación de Estado de derecho en Estado social de derecho era la única forma de evitar 
la caída en un régimen dictatorial.  
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La formulación de la idea del Estado social, más concretamente de la idea de Estado 
social de derecho, se le debe a Heller, quien a su militancia socialdemócrata unía la de ser uno 
de los más destacados tratadistas de teoría política del Estado entre los años veinte y treinta. 
Heller se enfrenta con el problema concreto de la crisis de la democracia y del Estado de 
derecho, el que, en su criterio, es preciso salvar no sólo de la dictadura fascista sino también 
de la degeneración a que le ha conducido el positivismo jurídico y los intereses de los sectores 
dominantes. Estos lo habían convertido en una idea sin contenido o incapaz de enfrentar la 
irracionalidad del sistema capitalista generadora de un nuevo feudalismo económico 
encubierto por el Estado formal de derecho y la irracionalidad fascista. La solución no está en 
renunciar al Estado de derecho sino en darle un contenido económico y social, realizar dentro 
de su marco un nuevo orden laboral y de distribución: sólo el Estado social de derecho puede 
ser una alternativa válida frente a la anarquía económica y frente a la dictadura fascista y, por 
tanto, sólo él puede ser la vía política para salvar los valores de la civilización (García, 1982, 
p. 16). El concepto ya había sido expuesto por Lorenz Von Stein en 1848, en el contexto del 
debate que surgió por la incapacidad del estado para dar respuesta a la problemática social. 
La consagración constitucional del Estado social de derecho se produjo en 1949 
cuando se proclamó la ley fundamental de Bonn (Constitución Alemana), cuyo artículo 20 
prescribe: “La República Federal de Alemania es un Estado federal democrático y social”. 
Esta disposición se complementaba con la del artículo 28.1, que estatuye: “El orden 
constitucional de los Estados regionales deberá responder a los principios del Estado de 
derecho republicano, democrático y social, en el sentido de la presente Ley Fundamental”. La 
constitución Española de 1978 también adoptó la cláusula del Estado social al prescribir en el 
artículo 1°: “España se constituye en un Estado social y democrático del derecho”. 
La cuestión social se introdujo en los textos constitucionales de Latinoamérica a partir 
de la Constitución Mexicana de 1917 (Querétaro). Aunque la constitución colombiana 
incorporó esa cuestión en 1936, la cláusula del Estado social sólo se incorporaría en el texto de 
1991. 
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2.2.4. ¿Por qué se creó el Estado Social de Derecho? 
El Estado de derecho otorgó primacía al territorio y al poder. También consagró la protección 
de algunos derechos que, en la práctica que solo pertenecían a un pequeño grupo de personas.  
Era el caso del derecho a la propiedad, a la igualdad o a la vida. Esta opción constitucional 
generó una serie de iniquidades sociales y económicas dentro de los estados. Tal situación 
tuvo que cambiar debido a la crisis social y económica que comenzó a manifestarse a 
mediados del siglo XIX, cuya máxima expresión fue el colapso del modelo constitucional en 
la mayoría de los Estados europeos durante las primera décadas del siglo XX. Después de la 
Segunda Guerra Mundial comenzó a restablecerse la normalidad constitucional en Europa y 
los gobiernos tuvieron que concentrarse en actividades dirigidas a la protección real y efectiva 
de los derechos básicos de toda la población. Alemania, superando las consecuencias del 
Nazismo, dio el primer paso y elaboró una nueva constitución que hizo del ser humano su eje 
central. (Defensoría del pueblo, ob cit) 
Las constituciones comenzaron a incluir varios catálogos de derechos fundamentales 
para proteger efectivamente la dignidad humana. Con igual fin reconocieron una serie de 
mecanismos judiciales o crearon nuevas instituciones públicas (v.gr. las Cortes 
Constitucionales y las Defensorías del Pueblo). El compromiso de mantener el sistema 
democrático se elevó al nivel constitucional para asegurar la libertad y la igualdad y  evitar 
que regímenes autoritarios asumieran de nuevo el poder. Estas fueron algunas de las 
consecuencias que derivaron de la formación del Estado social de derecho. 
Según pronunciamiento de la Corte Constitucional en su sentencia C-1064 del 2001 
“La fórmula política del Estado de Derecho surge en la posguerra europea como una forma de 
organización estatal que pretende corregir las limitaciones de la concepción clásica del Estado 
de Derecho, expresión política de una sociedad compuesta por individuos concebidos 
abstractamente como libres e iguales. (…) [L] A recesión económica de la primera posguerra 
y la expansión de las ideas socialistas, acompañadas de reacciones de corte igualitario dentro 
de las doctrinas liberales y conservadoras, así, como la creciente industrialización y 
tecnificación de las sociedades, vinieron a dejar en claro hasta qué punto el ser humano no es 
realmente libre e igual debido a limitaciones naturales y sociales, dentro de las cuales 
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sobresalen las económicas. Es por ello que se acepta, que, en muchos casos, la libertad y la 
igualdad requieren para su realización unas medidas, acciones, prestaciones, servicios, que la 
persona, por sí misma, no puede asegurar. El Estado de derecho evolucionó así, de un estado 
liberal democrático a uno social, también democrático, animado por el propósito de que los 
presupuestos materiales de la libertad y la igualdad para todos estén efectivamente 
asegurados”. 
Al agregar la cláusula social a la fórmula de Estado de derecho, la organización 
política se convirtió en garante de la realización material de los principios de dignidad humana 
e igualdad de oportunidades. Así el Estado debe procurar el establecimiento de un orden 
económico que asegure estándares mínimos de vida digna: salud, educación, vivienda, 
alimentación, salario, etc. En esta forma de Estado no desaparecen las características 
esenciales del Estado de derecho. La separación de poderes, el principio de legalidad y la 
responsabilidad de la administración son características que conserva el Estado social pero 
complementadas con nuevos elementos:  
a. Deber de procurar el mínimo existencial. El Estado tiene la obligación de ofrecer a 
las personas todas aquellas prestaciones y servicios necesarios para asegurar las condiciones 
fundamentales de la existencia humana en condiciones dignas. 
b. Deber de asegurar igualdad de oportunidades. El fin que persigue el Estado social de 
derecho es brindar condiciones reales de igualdad, en especial para los sectores más 
vulnerables de la población. 
c. Deber de procurar un orden económico y social que permita realizar los fines del 
Estado. 
2.2.5. Funciones del Estado social y democrático de derecho 
Entre las funciones que debe cumplir el Estado social y democrático de derecho se encuentran: 
a. Realizar las acciones positivas necesarias para asegurar la igualdad real de las personas. El 
Estado ya no es un simple garante de la libertad e igualdad formal de la persona. Ahora, la 
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constitución vincula jurídicamente a las autoridades a principios que buscan asegurar la 
efectividad de los derechos de todos. 
b. Proveer un mínimo vital. 
c. Promover la participación de los individuos en la vida política, económica y cultural. 
d. Adoptar medidas en favor de personas y grupos marginados o discriminados. 
e. Otorgar especial protección a las personas que se encuentren en circunstancias de debilidad 
manifiesta por su condición económica, física o mental, como la mujer embarazada, la mujer 
cabeza de familia, los niños, las personas de la tercera edad, los discapacitados, los 
pensionados y los enfermos. 
f. Mejorar la calidad de vida de las personas de menores ingresos y apoyar a los desempleados. 
g. Intervenir en la economía con el propósito de corregir situaciones de grave desigualdad e 
inequidad social. 
h. Priorizar el gasto social sobre cualquiera otra asignación, para atender las necesidades de 
educación, salud, saneamiento ambiental, etc. Los sujetos de especial protección por 
circunstancias de debilidad manifiesta tienen prioridad en la repartición de esos recursos. 
Sobre este particular se ha pronunciado la Corte Constitucional en sentencia T-1083 de 2000. 
2.2.6. Diferencia entre Estado de Derecho y Estado Social de Derecho 
Según Heller, la diferencia entre Estado de derecho y Estado social de derecho radica en la 
concepción distinta que sobre la igualdad tiene cada uno de ellos. En el Estado de derecho se 
atiende sólo el aspecto formal del principio de igualdad. Lo importante es que todas las 
personas tengan formalmente los mismos derechos con independencia de que puedan 
disfrutarlos de manera efectiva y ejercerlos por igual. En el Estado social de derecho, por el 
contrario, es decisiva la igualdad en sentido material: el Estado tiene la obligación de corregir 
las desigualdades garantizando que los sectores más vulnerables de la población tengan 
efectivamente la protección judicial necesaria para situarlos en condiciones equivalentes a las 
de quienes están socialmente más favorecidos.  
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La Corte Constitucional en sentencia C-1064 de 2001 ha sostenido al respecto que [A] 
diferencia del Estado de derecho que atiende exclusivamente a un concepto formal de igualdad 
y libertad, en el Estado social de derecho la igualdad material es determinante como principio 
fundamental que guía las tareas del Estado con el fin de corregir las desigualdades existentes, 
promover la inclusión y la participación y garantizar a las personas o grupos en situación de 
desventaja el goce efectivo de sus derechos fundamentales. De esta forma el Estado social de 
derecho busca realizar la justicia social y la dignidad humana mediante la sujeción de las 
autoridades públicas a los principios, derechos y deberes sociales de orden constitucional. 
2.2.7. El Estado Social y Democrático de Derecho en Colombia 
Colombia es, según el artículo 1° de la Constitución, un Estado social de derecho que deriva 
su legitimidad de la democracia. Esto significa que: 
a. Colombia está regida por normas jurídicas y que toda la actividad estatal se realiza 
en el marco de la constitución y las leyes. 
b. La acción del Estado debe dirigirse a garantizar a los asociados condiciones dignas 
de vida, contrarrestando las desigualdades sociales existentes y ofreciendo a todos las 
oportunidades necesarias para desarrollar sus aptitudes y para superar los apremios materiales. 
c. El pueblo ejerce la titularidad del poder público eligiendo a sus representantes 
mediante elecciones, controlando la labor que ellos realizan e interviniendo directamente en la 
toma de decisiones siempre que no se desconozcan los derechos de las minorías ni los 
derechos fundamentales de los individuos. 
Los fundamentos del Estado social y democrático de derecho en Colombia son, entre 
otros, los siguientes: el principio del respeto por la dignidad humana, el principio del trabajo, 
el principio de la solidaridad y el principio de la prevalencia del interés general. Estos cuatro 
principios constitucionales son normas jurídicas obligatorias para los gobernantes y 
gobernados. Son, de igual manera, criterios inspiradores para la producción e interpretación de 
las demás normas que integran el ordenamiento jurídico. Frente a este tema la Corte 
Constitucional en sentencia T-406 de 1992 sostuvo que “los principios constitucionales, 
diferencia de los valores que establecen fines, consagran prescripciones jurídicas generales 
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que suponen una delimitación política y axiológica reconocida y, en consecuencia, restringen 
el espacio de interpretación, lo cual hace de ellos normas de aplicación inmediata, tanto para el 
legislador como por el juez constitucional. Son principios constitucionales, entre otros, los 
consagrados en el artículo primero y tercero: el Estado social de derecho, la forma de 
organización política y territorial, la democracia participativa y pluralista, el respeto de la 
dignidad humana, el trabajo, la solidaridad, la prevalencia del interés general (art. 1°), la 
soberanía popular y la supremacía de la constitución (art. 2), (…) [S]u valor normativo debe 
ser entendido de tal manera que signifiquen una definición en el presente, una base axiológico-
jurídica sin la cual cambiaría la naturaleza misma de la Constitución y por lo tanto toda la 
parte organizativa perdería su significado y su razón de ser”.  
2.2.8. Relación entre el Estado Social y Democrático de Derecho y los Derechos Humanos 
En la historia y evolución de las organizaciones políticas no ha existido un mejor garante de 
los derechos humanos que el Estado social y democrático de derecho. Los principios en que se 
funda los fines y valores que lo inspiran, los mecanismos de protección que contempla y la 
organización de sus instituciones hacen de aquella forma estatal la más idónea para proteger 
los bienes jurídicos fundamentales de la persona. 
El Estado absolutista no reconocía los derechos humanos. El poder concentrado en 
cabeza de un gobernante y la imposibilidad de juzgar o controlar sus actuaciones se traducían 
en violaciones reiteradas a los derechos fundamentales. En el Estado de derecho, erigido sobre 
los valores de la libertad, la igualdad y la seguridad, se reconocieron los derechos y libertades 
fundamentales del individuo. No obstante, el Estado de derecho no contempló mecanismos ni 
instituciones que permitieran garantizar adecuada y suficientemente los derechos sociales, 
económicos y culturales de las personas, pues su sustento filosófico individualista descuidaba 
las coincidencias sociales reales en que debían hacerse efectivos los derechos. El Estado social 
y democrático de derecho representa la respuesta política y jurídica a las imperfecciones del 
Estado de derecho, particularmente en materia de eficacia y vigencia de los derechos 
humanos. En palabras de la Corte Constitucional en sentencia T- 310 de 1995 “la vigencia de 
los derechos constitucionales fundamentales es el cimiento mismo del Estado social de 
derecho”. 
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Son diversas las conexiones existentes entre los derechos humanos y el Estado social y 
democrático de derecho. La Corte Constitucional ha señalado en sentencias T-406 de 1992 y 
C-566 de 1995 dos aspectos relevantes. Para empezar, todo derecho fundamental está apoyado 
en las bases del Estado social de derecho y, en segundo lugar, el énfasis que el Estado social y 
democrático de derecho otorga a su relación con la sociedad ha llevado en la práctica a 
aumentar su presencia en la vida social y económica, para corregir las inquietudes y 
desarrollar progresivamente los derechos económicos, sociales y culturales. Lo anterior 
significa que el Estado goza de legitimidad para regular las relaciones sociales con el fin de 
lograr que todas las personas puedan tener condiciones de vida dignas. 
Adicionalmente, en sentencia T-309 de 1995 la Corte puntualizó que en ese modelo 
político existen fuertes garantías-como la acción de tutela, la acción de cumplimiento o la 
acción popular-para asegurar que el Estado y los particulares respeten los derechos humanos. 
En el Estado social y democrático de derecho igualmente existen mecanismos efectivos para 
que las personas puedan participar en la conformación, control y ejercicio del poder no sólo 
político sino también económico y social. El Estado social y democrático de derecho tiene una 
responsabilidad mucho más ligada a la obtención de resultados favorables a la satisfacción del 
mínimo existencial de las personas que a encasillamiento formal de sus actuaciones a los 
moldes normativos. Ello redunda en una mayor efectividad de los derechos humanos. 
(Defensoría del pueblo, ob cit) 
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CAPITULO 3 
EL DERECHO PENAL FRENTE A LOS DELITOS CONTRA LA INDUSTRIA DE 
HIDROCARBUROS 
3.1. Antecedentes Nacionales  
Con el Acto Legislativo 1 de 1968 se incluyó en la Constitución Política el tema de protección 
del ambiente, aunque de manera discreta y enfatizada hacia el aprovechamiento de los 
recursos naturales y al reconocimiento de la propiedad de los mismos por parte del Estado. 
Tan es así, que la mención del medio ambiente se daba en el establecimiento de los límites 
fronterizos de Colombia y en el pleno empleo de los recursos humanos naturales por parte del 
Estado. 
En Colombia el reconocimiento de la importancia y la protección del medio ambiente son 
anteriores a varios documentos de carácter internacional que han significado un cambio en la 
mentalidad mundial respecto del aprovechamiento y la explotación de la biodiversidad. El 
primer Parque Nacional Natural (La cueva de los Guácharos) fue creado el 9 de noviembre de 
1960, fecha para la cual la preocupación mundial por el medio ambiente no reflejaba lo que 
sería a partir de 1972 con la declaración de Estocolmo (Martínez, 2013). Existen en el país 56 
Áreas Protegidas distribuidas por todo el territorio. 
El Decreto 2811 del 18 de diciembre de 1974, Código Nacional de Recursos Renovables y de 
Protección al Medio Ambiente, reconoció la protección del entorno natural e incorporó los 
principios de la declaración de Estocolmo de 1972, tales como el concepto del ambiente como 
patrimonio común, lo que significa que el Estado y los particulares deben participar en su 
preservación y manejo, y recordó el derecho de todas las personas a gozar de un ambiente 
sano permaneciendo vigente hasta la actualidad. 
Con la reforma de la Constitución y la expedición del decreto, se abrió a puerta a diversas 
disposiciones legales cuyo objetivo es proteger el medio ambiente, el derecho que el hombre 
tiene al goce y disfrute de un ambiente sano, y a la supervivencia de las generaciones futuras a 
partir de unos recursos naturales escasos. Cabe destacar en esta materia el Código Sanitario, 
que contiene disposiciones de alto contenido proteccionista para la salud humana. 
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En la actualidad, la Constitución Política es denominada la Constitución ecológica, ya que 
denota el aumento en la atención a nivel mundial sobre el mantenimiento de unos recursos 
naturales que comienzan a considerarse escasos e importantes para el desarrollo económico de 
los pueblos y el desarrollo social fortaleciendo las relaciones internacionales basadas en una 
economía que respete los principios naturales (Martínez, ob cit). Cuenta con las siguientes 
disposiciones de directa incidencia medio ambiental, señaladas expresamente por la Sentencia 
T-411 del 17 de junio de 1992, M.P. Alejandro Martínez Caballero: 
“en este orden de ideas, de una lectura sistemática, axiológica y finalista surge el concepto de 
Constitución Ecológica, conformado por las siguientes 34 disposiciones: 
Preámbulo (vida), 2 (fines esenciales del Estado: proteger la vida), 8 (obligación de proteger 
las riquezas culturales y naturales de la Nación), 11 (inviolabilidad del derecho a la vida), 44 
(derechos fundamentales de los niños), 49 (atención de la salud y del saneamiento ambiental), 
58 (función ecológica de la propiedad), 66 (créditos agropecuarios por calamidad ambiental), 
67 (la educación para la protección del medio ambiente), 78 (regulación de la producción y 
comercialización de bienes y servicios), 79 (derecho a un ambiente sano y participación en las 
decisiones ambientales), 80 (planificación del manejo y aprovechamiento de los recursos 
naturales), 81 (prohibición de armas químicas, biológicas y nucleares), 82 (deber de proteger 
los recursos culturales y naturales del país), 215 (emergencia por perturbación o amenaza del 
orden ecológico), 226 (internacionalización de las relaciones ecológicas), 268-7 (fiscalización 
de los recursos naturales y del ambiente), 277 (defensa del ambiente como función del 
procurador), 282-5 (el defensor del pueblo y las acciones populares como mecanismo de 
protección del ambiente), 289 (programas de cooperación e integración en zonas fronterizas 
para la preservación del ambiente), 300-2 (asambleas departamentales y medio ambiente), 301 
(gestión administrativa y fiscal de los departamentos atendiendo a recursos naturales y a 
circunstancias ecológicas), 310 (control de densidad en San Andrés y Providencia con el fin de 
preservar el ambiente y los recursos naturales), 313-9 (Concejos Municipales y patrimonio 
ecológico), 317 y 294 (contribución de valorización para conservación del ambiente y los 
recursos naturales), 330-5 (Concejos de los territorios indígenas y preservación de los recursos 
naturales), 331 (Corporación del Rio Grande de la Magdalena y preservación del ambiente), 
332 (dominio del Estado sobre el subsuelo y los recursos naturales no renovables), 333 
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(limitaciones a la libertad económica por razones del medio ambiente), 334.(intervención 
estatal para la preservación de los recursos naturales y de un ambiente sano), 339 (política 
ambiental en el plan nacional de desarrollo), 340 (representación de los sectores ecológicos en 
el Consejo Nacional de Planeación), 366 (solución de necesidades del saneamiento ambiental 
y de agua potable como finalidad de1 Estado)”. 
Sin embargo, no solo estas disposiciones señaladas expresamente por la Corte Constitucional 
se encuentran relacionadas de manera directa con el medio ambiente y su protección. También 
los artículos 88 y 89 de la Carta resultan importantes al consagrar las acciones populares y de 
grupo, así como permitir la creación de nuevos medios de protección de derechos colectivos o 
de tercera generación (medio ambiente), permitiendo el resarcimiento de perjuicios por daños 
que afecten la vida, salud y bienes de la comunidad. Igualmente el artículo 86 de la 
Constitución (acción de Tutela), se convierte al lado de las acciones populares y de grupo en 
otra forma de protección del derecho a un medio ambiente sano, aunque solo cuando se 
encuentre en conexidad con derechos fundamentales (Martínez, ob cit). 
Mediante la Ley 99 de 1993 se creó el Ministerio del Medio Ambiente, pionero y modelo de 
legislaciones foráneas, suprimido en el año 2002 y reorganizado en 2011, se reordenó el sector 
público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables estableciendo las funciones de las Corporaciones Autónomas Regionales —
CAR—, se organizó el Sistema Nacional Ambiental (SINA), y en general se estructuró todo 
un Sistema Naciona1 Ambiental en el que participa de manera activa la comunidad, los 
diferentes niveles de la administración, las instituciones educativas y se establece un 
inmejorable equipo de apoyo, conformado por las diferentes Entidades Científicas  Nacionales 
como el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales –IDEAM-, Instituto de 
Investigaciones Marinas y Costeras “José Benito Vives de Andreis” “INVEMAR” Instituto de 
Investigación de Recursos Biológicos “ Alexander Von Humboldt”. Adicionalmente,  se 
establece toda la normatividad relacionada con licencias ambientales. 
También se contemplan varias herramientas para garantizar la efectiva participación de la 
ciudadanía en la protección del medio ambiente y los recursos naturales, tales como las 
acciones populares y de grupo que desarrolla la Ley 472 de 1998. Así mismo, la acción de 
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cumplimiento desarrollada en la Ley 393 de 1997. Con posterioridad se expide la Ley 491 de 
1999 por la cual se establece el seguro ecológico, se modifica el código penal y se dictan otras 
disposiciones. Esta innovadora ley persigue la implementación de los seguros ecológicos 
como mecanismo de carácter netamente comercial con el fin de cubrir los prejuicios 
económicos cuantificables a determinadas personas como  consecuencia de daños al ambiente 
y a los recursos naturales. Esta alternativa ampliamente debatida en nuestras altas Cortes, aún 
no se ha implementado en Colombia (Martínez, ob cit). 
De otra parte, la Ley 491 de 1999 abrió paso a la tipificación de los delitos ambientales bajo el 
título de protección al medio ambiente y los recursos naturales. Reconoce la importancia del 
medio ambiente para la supervivencia del hombre en el planeta e impone un límite a los 
comportamientos humanos que tienen incidencia directa en la conservación de los recursos 
naturales afectando el disfrute de los derechos del hombre por el hombre mismo. A partir de 
su artículo 14 introdujo reformas al Código Penal de 1980 en sus artículos 189 (Incendio), 190 
(daño en obras de defensa común), 191 (Provocación de inundación o derrumbe), y 197 
(Tenencia, fabricación y tráfico de substancias u objetos peligrosos). Igualmente, introdujo un 
nuevo título en el Código penal denominado “Delitos contra los Recursos naturales y el 
ambiente” que contempla las siguientes disposiciones: Art. 242. Ilícito aprovechamiento de 
recursos biológicos; Art. 243. Invasión de áreas de especial importancia ecológica; Art. 244. 
Explotación o exploración ilícita minera o petrolera; Art. 245. Manejo ilícito de 
microorganismos nocivos; Art. 245 Bis. Omisión de información; Art. 247. Contaminación 
ambiental; Art. 247A. Modalidad culposa; Art. 247B. Personas jurídicas; Art. 247C. Penas 
accesorias; Art. 247D. Confluencia de sanciones administrativas; Art. 247E. Circunstancia 
atenuante; Art. 247F. Circunstancias agravantes; y Art. 247G. Investigación de los delitos 
contra los recursos naturales y el ambiente (Martínez, ob cit). 
3.2. La Acción Penal y Civil derivada del Delito 
Según el tratadista Ramírez (2007) los delitos ecológicos presentan un daño de aplicabilidad 
relativamente precario, no por comportamientos positivos o de respeto a los intereses jurídicos 
protegidos, sino por:  
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1. Falta de interesado-doliente-debido a la anonimidad del sujeto pasivo –Estado o sociedad-. 
No existe, en términos generales, un particular con vocación de castigo para el delincuente 
ambiental. Se pierde la protección en el ámbito de los “intereses difusos” o colectivos, que 
requiere un alto grado de conciencia pública para hacer valer los derechos comunitarios o 
colectivos.  
2. Defectuosa tipicidad: solo se contempla la modalidad voluntaria que en muchos eventos es 
difícil de probar, faltando el “corrector de impunidad” del tipo culposo, pues esta modalidad 
como se presentan habitualmente los ataques a estos bienes jurídicos. Existen, por lo demás, 
otras notorias falencias, acentuadas por discutibles interpretaciones (“malabarismos 
intelectuales”)  de algunos doctrinantes, y que pueden conducir a la inefectividad de esta 
normativa. 
3.  La dilación del proceso penal y la falta de un mecanismo ágil para detener el daño y lograr 
el restablecimiento o reparación del perjuicio ambiental. Esta inocultable realidad ha llevado a 
que un importante sector de la doctrina especializada propenda por un tratamiento penal 
administrativo al favorecer más rápidas y concretas soluciones, por lo que la función 
protagónica en la protección ambiental la tenga esta jurisdicción reservándose la penal como 
último recurso para casos extremos, excepcionales y graves. (Ramírez, ob cit, pp.144 y 145)  
3.3. Constitución Política de 1991: La Hacienda Pública y los Planes de Desarrollo  
El Estado tiene como finalidades sociales el bienestar general y el mejoramiento de la calidad 
de vida de la población. Y será objetivo fundamental de su acción la solución de las 
necesidades de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable 
otorgándosele prioridad en los planes y presupuestos al gasto público social (art. 366). 
(Ramírez, 2007, p.161) 
Nuestro país está dotado de exagerada riqueza natural pero sus programas están 
diseñados sobre la práctica de la depredación. La nueva Constitución sienta las bases de un 
modelo de desarrollo menos irracional; abre espacios para que todos los sectores vivos y 
actuantes de la sociedad, incluidos por supuesto los más deprimidos, participen en las 
decisiones políticas que enrumban su destino. Y la apertura económica que se difunde y aplica 
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no puede constituirse en pretexto para inundar al país de tecnologías obsoletas y altamente 
contaminantes. (Ramírez, ob cit, p.161) 
3.4. Derecho al ambiente como Derecho Humano Fundamental 
Este principio comprende cuatro expresiones que son: 
a) Que el derecho a la vida y a la salud no sean lesionados o puestos en peligro como 
resultado de la contaminación o el deterioro ambiental.  
b) Derecho a un razonable nivel de calidad ambiental. Las actividades contaminadoras 
más peligrosas son aquellas en las que no se identifica pronto sus impactos desastrosos sobre 
el ambiente o la salud humana. En este evento se configuran los fenómenos de latencia y 
acumulación. El primero es el periodo transcurrido entre la exposición a un agente 
contaminante y la aparición de los efectos dañinos que en ocasiones pueden ser 
carcinogénicos. El segundo entendido como la exposición a descargas aisladas, pero que 
sumadas representan una amenaza contra el ambiente y la salud. 
c) Derecho a disfrutar del patrimonio ambiental.  
d) Derecho a proteger la propiedad privada de eventuales daños causados por la 
contaminación o perturbaciones ambientales provocadas por terceros. (Ramírez, ob cit, p.173). 
3.5. Política Criminal y Dogmática Penal 
En el mundo contemporáneo domina el sistema capitalista, rediseñado bajo el modelo 
neoliberal que implica la mundialización y globalización de las economías. En la Colombia 
actual los medios de producción son la propiedad privada y el libre juego de las leyes del 
mercado. (Ramírez, ob cit, pp.190 y191). 
A partir de la Constitución de 1991 se empezó a hablar en Colombia de desarrollo 
sostenible, al intentar armonizar el derecho al desarrollo-indispensable para la satisfacción de 
las necesidades humanas con las restricciones derivadas de la protección al medio ambiente. 
El desarrollo sostenible debe elevar la calidad de vida de las personas y el bienestar social sin 
sobrepasar la capacidad de los ecosistemas, base biológica y material de la actividad 
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productiva. Por tal razón la protección del ambiente un lugar trascendental en el ordenamiento 
jurídico. (Ramírez, ob cit, p.194). 
3.5.1. Política Criminal del Medio Ambiente 
Los postulados de política criminal ambiental, de un derecho penal mínimo en su extensión 
pero máximo en su eficacia son:  
a) Desarrollar un sistema sancionatorio integral en materia ambiental, en aspectos 
civiles, administrativos y penales. 
b) Desarrollar sistemas de responsabilidad civil objetiva en materia de daños al medio 
ambiente, tal como lo ordena el artículo 88 inciso final de la Constitución Politica. 
c) Establecer un Código de Sanciones Administrativas ambientales con su 
procedimiento respectivo, que actualice la existente regulación obsoleta, tal como lo ordena el 
artículo 112 de la Ley 99 de 1993. 
d) Con base en la determinación del bien jurídico por proteger, distinguir claramente 
las sanciones penales y administrativas en este campo, de manera que se evite elevar a 
categoría de delitos meras infracciones administrativas. 
e) Reconocimiento de la autonomía de los bienes ambientales básicos: aire, suelo, 
biodiversidad, así como la necesidad de protección de las interrelaciones sistemáticas entre los 
mismos (ecosistemas, áreas de especial importancia ecológica, etc.) 
f) Definir unos tipos penales basados en la lesión o puesta en peligro del bien jurídico 
protegido, de manera que se garantice el principio de la lesividad. 
g) Definir niveles sancionatorios severos, acordes con la gravedad de la afección al 
bien jurídico. 
h) Establecer unas consecuencias del delito amplias y diversificadas, que permitan al 
juez establecer el equilibrio ecológico afectado por el delito e imponer sanciones alternativas a 
las tradicionales de penas privativas de la libertad y multas. 
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i)  Revisar a fondo lo referente a la responsabilidad penal de las personas jurídicas. 
j) Desarrollar un programa que fortalezca la capacidad de imponer sanciones penales, 
para mejorar la detección, investigación y sanción de los delitos ambientales. (Silva, 2005, pp. 
197 y 198) 
En conclusión la protección penal del medio ambiente debe constituir uno de los 
principios organizativos fundamentales de nuestra civilización. (Silva, ob cit, p.198) 
3.5.2. La Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas en Colombia 
Las dificultades para admitir la responsabilidad penal de las empresas despuntan por toda la 
teoría del delito, donde se observa lo siguiente: 
a) No son capaces de acción. Lo que conduce a la imposibilidad de hacer una 
adecuación típica de sus actos por ausencia del tipo subjetivo, pues el conocimiento y la 
voluntad se refieren a la psique humana y no es posible imputar una acción dolosa o culposa a 
las organizaciones. 
b) El ámbito de la antijuricidad, fundamentalmente cuando se vaya a hablar de causas 
de justificación. 
c) La culpabilidad circula alrededor de la conducta individual. La imputabilidad, solo 
se puede predicar de la persona humana, debido a que se refiere a la capacidad de 
comprensión o su capacidad de motivación normal por la norma. Para consolidar la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas es necesario eliminar la culpabilidad, y un 
derecho penal sin culpabilidad, no sería un derecho penal y se convertiría en un derecho de 
responsabilidad civil. 
d) Se vuelven insalvables los problemas a nivel de autoría y participación.  
e) Las consecuencias jurídicas del delito, la pena y la capacidad preventiva se vuelve 
un mito ante las directrices cambiantes, además de la imposibilidad de hablar de 
resocialización, dado que tiene un fin personal intransferible. (Ramírez, 2007, pp. 204 y 205). 
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3.5.3. La Simple Responsabilidad Administrativa de la Empresa 
Las dificultades de la aplicación del código penal a la empresa hace que se tome la vía 
administrativa como la más idónea para imponer sanciones a las acciones antijurídicas que 
puedan ser predicadas de los entes colectivos. El derecho administrativo sancionador ha 
admitido la responsabilidad directa de las personas jurídicas pues se les reconoce capacidad de 
infracción. (Ramírez, ob cit, p. 207). 
En Colombia las personas jurídicas responden de acuerdo al derecho administrativo 
sancionador, el cual se regula por las normas consagradas en el Código Contencioso 
Administrativo, que consagra un procedimiento administrativo que tiene una fase de 
preparación, otra de decisión y una final de impugnación. La ley ha puesto en cabeza de los 
ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, corporaciones autónomas 
regionales, secretarias de tránsito y otros entes estatales e institutos, las denominadas 
contravenciones administrativas, que se inician a partir de la violación a disposiciones de 
control, vigilancia y atención oportuna que permiten la imposición de sanciones de diferente 
orden. (Ramírez, ob cit, p. 209) 
3.6. El Bien Jurídico en los Delitos contra el Medio Ambiente 
El derecho al medio ambiente y en general, los derechos de la llamada tercera generación, han 
sido concebidos como un conjunto de condiciones básicas que rodean al hombre, que 
circundan su vida como miembro de la comunidad y que permiten su supervivencia biológica, 
además  desempeño normal y desarrollo integral. (Ramírez, ob cit, p. 300). 
3.6.1. Funciones de la Administración en Materia Medio Ambiental 
La Administración Pública, asume la ejecución de las políticas ambientales a través de 
mecanismos diversos. Las funciones de la Administración Pública se pueden sintetizar en: 
1. Función normativa: La Administración Pública orienta el comportamiento social en 
actividades objeto del Derecho Administrativo, que puedan generar peligros a los bienes 
jurídicos merecedores y necesitados de protección penal, a través de la formulación de reglas 
de obligatorio cumplimiento. 
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2. Función de control: La gestión del medio ambiente es por naturaleza una gestión vinculada 
a los intereses colectivos y ejercitada por los órganos de la Administración Pública.  
3. Función de vigilancia: Como función complementaria a la actividad administrativa de 
concesión de autorización o licencia hay que agregar la función de la administración de 
vigilancia en la evolución del riesgo autorizado y frente a la aparición de riesgos no 
autorizados a través de inspecciones periódicas obligatorias. 
4. Función sancionatoria: Es la función que más reconoce el ciudadano, ya que con ella se 
afectan directa e inmediata sus derechos. (Ramírez, ob cit, pp. 316 y 317).  
3.7. Tipificación Inadecuada de las Conductas 
La tipicidad está definida como la descripción de manera inequívoca, expresa y clara de las 
características básicas estructurales del tipo penal. En virtud de esta norma rectora 
denominada también de taxatividad, la Corte Constitucional en sentencia C-320 de 1998 
señaló que “las conductas punibles y las penas deben ser no solo previa sino taxativa e 
inequívocamente definidas por la ley, de suerte, que la labor del juez penal se limite a verificar 
si una conducta concreta se adecua a la descripción abstracta realizada por la 1ey”. 
En cuanto los tipos penales contra el medio ambiente, la descripción hecha por el legislador se 
torna imprecisa, vaga, peligrosamente amplia, heterogénea, y dispersa. Se trata en su totalidad 
de tipos penales en blanco, con un sinnúmero de ingredientes normativos extrapenales 
(recursos naturales renovables, medio ambiente, contaminación, recursos fáunicos, forestales, 
florísticos, hidrobiológicos, especie amenazada, especie en vía de extinción, recursos 
genéticos, inoculación, propagación de especies, molécula, poblaciones, manipulación 
genética, erosión genética, yacimiento minero, hidrocarburos, agentes biológicos, reserva 
forestal, resguardos o reservas indígenas, terrenos de propiedad colectiva de las comunidades 
negras, parque regional, ecosistema de interés estratégico, área protegida, parque nacional 
natural, material pétreo, y material de arrastre de los cauces y orillas de los ríos, entre otros). 
Cada uno de estos define, completa o dan sentido al tipo penal e incide directamente sobre el 
principio de legalidad (Martínez, ob cit).  
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3.7.1. El Nomen Iuris del Título y del Capitulo 
Ramírez (2007) afirma: “El CP de 2000 regula en el Titulo XI los delitos contra los recursos 
naturales y el medio ambiente, disponiendo un Capitulo Único para los “Delitos contra los 
recursos naturales y medio ambiente”. Se consagran doce tipos penales bajo los nombres 
“ilícito aprovechamiento de los recursos naturales renovables” (art. 328), “violación de 
fronteras para la explotación de recursos naturales” (art. 329), “manejo ilícito de 
microorganismos nocivos” (art. 330), “daños en los recursos naturales” (art. 331), 
“contaminación ambiental” (art. 332), “contaminación ambiental culposa por explotación de 
yacimiento minero o hidrocarburo” (art. 333), “experimentación ilegal en especies animales o 
vegetales” (art. 334), “pesca ilegal” (art. 335), “caza ilegal” (art. 336), “invasión de áreas de 
especial importancia ecológica” (art. 337), “explotación ilícita de yacimiento minero y otros 
materiales” (art. 338). El capítulo termina con una norma (art. 339) que extiende la tipicidad 
de los hechos descritos en los arts. 331 y 332 a las conductas culposas”. (pp. 345 y 346). 
3.7.2. Contaminación Ambiental Culposa por Explotación de Yacimiento Minero o 
Hidrocarburo. Art. 333 
La conducta sancionatoria es la de contaminar, concebida como la alteración del ambiente con 
sustancias capaces de alterar la salud humana y los recursos naturales. La contaminación 
puede suceder como consecuencia de comportamientos alternativos, con los cuales se 
contaminan aguas, suelo subsuelo y atmosfera, son: 
a) Explorar. Entendido como reconocer, registrar. Toda actividad dirigida a averiguar 
mediante método o técnica adecuada, la composición del suelo o subsuelo para obtener los 
materiales indicados en el tipo. 
b) Explotar. Es obtener utilidad, aprovechamiento de los recursos naturales. 
c) Extraer. Es adquirir o poner una cosa fuera de donde estaba contenida, es colocar el 
recurso natural donde se pueden obtener beneficios. (Ramírez, ob cit, pp. 445 y 446) 
3.8. Inactividad e Insuficiencia de la Legislación Nacional 
El marco normativo ambiental en Colombia se encuentra compuesto por la Constitución 
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Política, el Código Nacional de los Recursos Naturales, la Ley 99 de 1993, el Decreto 2820 de 
2010 y el Plan Nacional de Desarrollo. Sin embargo, aunque se encuentra amplitud de 
normatividad sobre la materia con inclusión de las reglas internacionales reconocidas 
mediante tratados, no existe articulación ni complementariedad, pese a la obligación de 
sujetarse a los principios normativos del art. 63 de la Ley 99 de 1993 (armonía regional, 
gradación normativa y rigor subsidiario). Así las cosas, se genera confusión, duplicidad y 
contradicción en las normas ambientales, teniendo como consecuencia su inaplicación, por 
falta de compromiso o por desconocimiento de las autoridades (Martínez, ob cit). 
 Cabe anotar además que, las circunstancias modificadoras de la sanción en materia 
penal, tales como las causales de exclusión o disminución de responsabilidad y los sujetos 
activos calificados implícitos en las normas, derivan en una directa afectación en la aplicación 
de los tipos penales existentes sobre la materia. 
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CAPITULO 4 
CONTEXTO LEGAL 
4.1. Marco Normativo 
En general, a través de la historia parlamentaria colombiana se ha desarrollado ampliamente la 
normatividad referente a los hidrocarburos. Según el Decreto 1056 de abril 20 de 1953, 
pueden destacarse como derroteros de dicha actividad legislativa y que trataron la propiedad 
de los yacimientos de hidrocarburos en el derecho colombiano, el Decreto dictado por el 
Libertador el 24 de octubre de 1829, la Constitución de la Confederación Granadina de 1858, 
la Constitución de Rio negro del 8 de mayo de 1863, la Ley 106 de 1873 por la cual se 
expidió el Código Fiscal, la Constitución de 1886, la Ley 38 del 21 de marzo de 1887, la Ley 
30 de 1903, la Ley 110 de 1912 por la cual se modificó el Código Fiscal, la Ley 75 de 1913, 
el Decreto 1255 de 1919, la Ley 120 de 1919, la Ley 37 de 1931 conocida como la 
ley del petróleo, el Decreto 1270 de 1931, la Ley 160 de 1936, el Decreto 1056 de 1953 
denominado Código de Petróleos, la Ley 10 de 1961 y su Decreto 1348 de 1961, la Ley 20 
de 1969, el Decreto 2655 de 1988 y el Decreto 1994 de 1989 por el que se expide el Código 
de Minas. 
La Constitución Política de Colombia en su artículo 332 consagra que el Estado es 
propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables, sin perjuicio de los 
derechos adquiridos y perfeccionados con arreglo a las leyes preexistentes. Además, el  
Derecho de Gentes ha reconocido que los recursos naturales renovables y no renovables, 
entre los cuales se incluyen los recursos energéticos son de la nación. 
Esta afirmación aceptada a cabalidad por la costumbre del Derecho Internacional y 
por la mayoría de los países, fue sostenida por la Convención Internacional de los Derechos 
Humanos de 1957, en la Resolución 1803 del 14 de diciembre de 1962, que consagro el 
principio de la soberanía permanente sobre los recursos naturales. Este principio ha sido  
reiterado por la ONU en sus Resoluciones número 3171 del 17 de diciembre de 1973 y 3287 
de 12 diciembre de 1974.  
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Por otra parte, la Ley 165 de diciembre 27 de 1948 autorizó al gobierno para promover 
la organización de una Empresa Colombiana de Petróleos con participación de la nación y del 
capital privado nacional y extranjero. Es así como mediante el Decreto 0030 de enero 9 de 
1951 se creó la Empresa Colombiana de Petróleos (ECOPETROL) como organismo 
autónomo con personería jurídica, que se regiría por las disposiciones pertinentes establecidas 
en la Ley 165 de 1948 y por estatutos constitutivos que reglamentaran su funcionamiento.  
Así las cosas, se hizo necesario reglamentar la actividad petrolera por lo que se 
expidieron normas como el Decreto 1056 de 1953 conocido como "Código de Petróleos" de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 120 de la Constitución Nacional y en la Ley 18 de 
1952. El código reglamentó sobre la propiedad, utilidad y forma de explotación de las mezclas 
naturales de hidrocarburos que se encuentran en la tierra, cualquiera que sea su estado físico y 
que componen el petróleo crudo, lo acompañan o se derivan de él.  
Posteriormente, se expide el Decreto 1895 de septiembre 15 de 1973, que dictó 
normas sobre exploración y explotación de petróleo y gas, con el fin de evitar el desperdicio 
físico y económico de las reservas de petróleo y gas de propiedad nacional o privada y de 
asegurar su máxima recuperación final y tomar medidas para la prevención de la  
contaminación ambiental. En él se obligó a todo explorador y explotador de aportes, 
concesiones y áreas de propiedad privada a presentar anualmente informes de geología y 
geofísica y de ingeniería e informes contractuales para concesiones en exploración y 
explotación. 
Otras normativas como la Ley 99 de diciembre 22 de 1993 por la cual se creó el 
Ministerio del Medio Ambiente, se reordenó el sector público encargado de la gestión y 
conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables y se organizó el Sistema 
Nacional Ambiental (SINA); el Decreto 276 de febrero 8 de 1995 por el cual se conformó la 
Comisión Revisora de la Legislación Ambiental; la Ley 257 de enero 15 de 1996 por medio 
de la cual se aprobó el convenio internacional de constitución de un fondo internacional de 
indemnización de daños causados por la contaminación de hidrocarburos suscrito en Bruselas 
el 18 de diciembre de 1971 y su protocolo modificatorio del 19 de noviembre de 1976; la 
Resolución 909 de septiembre de 1996 reglamentó  los niveles permisibles de emisión de 
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contaminación producidos por fuentes móviles terrestres a gasolina o diésel. 
Además, en el boletín 021 del 23 de agosto de 1999 del Congreso de la República se 
enfatizó en temas como la seguridad y se hizo obligatorio el uso de dispositivos de seguridad 
en tanques y recipientes de combustibles líquidos y gaseosos. También se habló de la 
contaminación producida por hidrocarburos y se aprobó el protocolo que enmienda el  
convenio internacional  sobre  responsabilidad  civil nacida de daños debidos a contaminación 
por hidrocarburos, 1969 y el protocolo que enmienda el convenio internacional sobre la 
constitución de un fondo de indemnización de daños debidos a contaminación por 
hidrocarburos, 1971, hechos en Londres en 1992. 
En el boletín 022 del 15 de septiembre del mismo año, se informó que mediante la 
Resolución 8-1013 del Ministerio de Minas y Energía se estructuró el procedimiento de 
reportes de información derivados del "convenio internacional de constitución de un fondo 
internacional de indemnización de daños causados por la contaminación de hidrocarburos", 
suscrito en Bruselas (Bélgica) el 18 de diciembre de 1971 y protocolizado el 19 de noviembre 
de 1976. En consecuencia, fue creado el subsistema de información de reportes de 
hidrocarburos, objeto de contribución, recibidos del territorio colombiano vía marítima, el 
cual hace parte integral del sistema de información minero energética.  
Consecutivamente, en el boletín 024 de diciembre 22 de 1999 el Ministerio del Medio 
Ambiente mediante Resolución 727 declaró responsable a Ecopetrol por la contaminación de 
las aguas, la fauna acuática y los suelos, afectando un área mínima de 50 hectáreas entre los 
corregimientos de Ayacucho y La Manta municipio de La Gloria (Cesar), como consecuencia 
del derrame de crudo proveniente de la apertura de una válvula del oleoducto Tibú, ubicado 
en el interior de la estación Ayacucho. La sanción a la empresa estatal fue por $10,1 millones.  
En este campo también han de tenerse en cuenta los lineamientos contemplados en las 
leyes 1474 de 2011, 1453 de 2011, 1445 de 2011, 1426 de 2010, 1393 de 2010, 1357 de 
2009, 1356 de 2009, 1336 de 2009, 1329 de 2009, 1311 de 2009, 1309 de 2009, 1288 de 
2009, 1273 de 2009; así como en los Decretos 130 de 2010 y 126 de 2010. 
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Dentro de la legislación ambiental de nuestro país se pueden destacar las siguientes 
normativas: 
 Ley 2 de 1959. Zonas forestales protectoras y bosques de interés general. 
 Ley 23 de 1973. Código de recursos naturales. 
 Decreto ley 2811 de 1974. Código nacional de recursos naturales renovables y de 
protección al medio ambiente. 
 Decreto 1608 de 1978. Reglamenta el código nacional de los recursos naturales 
renovables y de protección del medio ambiente y Ley 23 de 1973 en materia de fauna 
silvestre. 
 Decreto 1681 de 1978. Reglamenta el decreto ley 2811 de 1974, que trata de los 
recursos hidrobiológicos y protección al medio ambiente. 
 Ley 9 de 1979. Medidas sanitarias. 
 Decreto 2857 de 1981. Reglamenta el Código Nacional de Recursos Naturales. 
 Decreto 2811 de 1974, sobre recursos hidrográficos. 
 Decreto 0002. Reglamenta parcialmente el título I de la Ley 09 de 1979 y el 
Decreto 2800 de 1974, en cuanto a emisiones atmosféricas. 
 Ley 45 de 1985. Aprueba el convenio para la protección del medio marino y la 
zona costera pacifico sudeste, el acuerdo sobre la cooperación  regional para 
combatir la contaminación del pacifico sudeste por hidrocarburos y por otras 
sustancias nocivas en caso de emergencia. 
 Ley 30 de 1990. Aprueba el convenio de Viena, para la protección de la capa de 
ozono. Viena 22 de marzo de 1985. 
 Ley 61 de 1990. Institucionaliza el día nacional del medio ambiente. 
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La Constitución Política de Colombia establece también en su artículo 22 que “la paz 
es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento” en concordancia con el artículo 1º y 
artículo 67º. Además, el artículo 93 de la misma carta consagra que “los tratados y Convenios 
Internacionales ratificados por el Congreso que reconocen los Derechos Humanos y que 
prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen  en el orden interno. 
Constitución Política”. 
Por otra parte, en materia netamente penal el derecho está compuesto de la suma de 
todos los preceptos que regulan los presupuestos y las consecuencias de una conducta 
conminada con una pena o una medida de seguridad y corrección. Muestra de esto es la 
inclusión de esas conductas ya tipificadas en la Ley 599 de 2000, modificada y adicionada por 
la Ley 890 de 2004, en su capítulo sexto titulado “Del apoderamiento de los hidrocarburos, sus 
derivados, biocombustibles o mezclas que los contengan y otras disposiciones”. 
4.1.1. Ley 599 de 2000 Código Penal 
El bien jurídico es un concepto abstracto, incrustado como función de la norma penal que se 
dirige a un objeto de protección, lo cual indica que cuando el legislador, por ejemplo, describe 
el delito de contaminación ambiental tiene presente que lo que está protegiendo con esa norma 
es el valor “medio ambiente”. Bustos Ramírez (1997) señala que “el bien jurídico es una 
formula normativa sintética concreta de una relación social determinada y dialéctica.” El bien 
jurídico es el interés que el estado busca proteger mediante los diversos tipos penales y que 
resulta vulnerado por la conducta del agente cuando ella se acomoda a la descripción hecha 
por el legislador. 
4.1.1.1. El Bien Jurídico en los Delitos contra los Recursos Naturales y el Medio 
Ambiente 
El fenómeno de protección al medio ambiente a nivel mundial es relativamente joven teniendo 
en cuenta que fue en 1972 cuando se adelantó las conferencias de las Naciones Unidas en 
Estocolmo, donde se plantearon diversas inquietudes relacionadas con el problema ambiental, 
al tiempo que se produjo una serie de recomendaciones a los gobiernos de ciento trece (113) 
países que la suscribieron, a partir de las cuales los Estados firmantes la fueron incluyendo en 
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sus Legislaciones internas. 
La comisión de 1978, amplio el grupo de conductas incluyéndose la ocupación de 
parques y zonas de reserva forestal, exploración y explotación indebida de esmeraldas, 
exploración y explotación de sustancias radiactivas, inversión de concesión maderera o zona 
de minería, incumplimiento de las obligaciones de reforestar y cuidar de las cuencas 
hidrográficas y nacimientos de agua. 
El concepto de medio ambiente, a pesar de la abstracción intrínseca que posee debe 
entenderse acogiendo todo aquello que rodea al hombre, lo que puede influir y lo que puede 
ser influido por él. Bustos Ramírez (1997, ob cit) dice que “El medio ambiente está compuesto 
por un conjunto de elementos que en la complejidad de sus relaciones, constituye el marco, el 
medio y las condiciones de vida del hombre; así los problemas medio ambientales afectan a 
cuestiones tan diversas como los recursos naturales, los instrumentos de producción, los bienes 
y servicios, los residuos, la organización territorial de la sociedad.”     
4.1.1.2. Delitos contra Personas y Bienes Protegidos por el Derecho Internacional 
Humanitario 
4.1.1.2.1. Artículo 144 - Actos de Terrorismo 
Tabla 1 Actos de Terrorismo  
El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, realice u ordene llevar a cabo ataques 
indiscriminados o excesivos o haga objeto a la población civil de ataques, represalias, actos o amenazas de 
violencia cuya finalidad principal sea aterrorizarla, incurrirá por esa sola conducta en prisión de quince (15) a 
veinticinco (25) años, multa de dos mil (2.000) a cuarenta mil (40.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de quince (15) a veinte (20) años. 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo 
Subjetivo 
Antijuricidad Culpabilidad Punibilidad 
- Resultado 
- Lesión 
- Conducta 
instantánea 
Sujeto activo: 
Indeterminado 
singular.  
Sujeto pasivo: 
Modalidad 
dogmática: 
Normativa y 
materialmente 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Lesión a la 
protección 
Causas de 
Inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad de 
comportamiento 
Ley 890 de 
2004: 
Prisión de 
240 meses a 
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- Pluri-
ofensivo 
Persona protegida 
por el D.I.H. 
Conducta: Verbo 
determinador 
compuesto 
alternativo: realizar, 
ordenar, atacar, 
reprimir, amenazar. 
Elementos 
descriptivos: De 
tiempo: la acción se 
debe ejecutar con 
ocasión y en 
desarrollo de 
conflicto armado. 
Objeto jurídico: 
Protección personal 
del D.I.H. 
Objeto material 
personal y 
fenoménico: 
Población civil 
protegida por el 
D.I.H. Ataques 
indiscriminados y 
excesivos.  
Concurso: Se 
excluye: Arts. 343, 
344. 
Tentativa: Sí 
admite. Tipo 
plurisubsistente. 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: La 
finalidad de 
todas las 
acciones 
alternativas 
debe ser 
producir terror 
en la 
población 
civil. 
Atipicidad 
subjetiva: 
Error de tipo 
sobre los 
elementos 
descriptivos o 
el objeto 
material 
personal del 
D.I.H.  
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo, 
cumplimiento 
de un deber, 
orden legítima, 
ejercicio de un 
derecho, 
actividad lícita, 
cargo público, 
estado de 
necesidad 
diferente: 
Insuperable 
coacción ajena  
Por incapacidad 
de culpabilidad: 
Excepcionalmente 
trastorno mental.  
Por falta de 
conocimiento de 
la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición 
450 meses 
Elementos 
Normativos 
-Persona 
protegida por 
el D.I.H. 
-Población 
civil 
Fuentes Constitucionales: Art. 93. C.N. 
Fuentes internacionales: 4 convenios de Ginebra de 1949, Ley 5
a
 de 
1980; II Protocolos Adicionales de 1977, Ley 11 de 1972; 
Convención para la prevención y represión del terrorismo, de 
Ginebra de 1937; Convenio de Nueva York de 1971 para prevenir y 
sancionar los actos de terrorismo. 
Concordancias legales: CP.: Arts. 2, 104, 135, 170, 183, 185, 197, 
245, 341, 343, 345, 348, 349, 359, 371, 373, 341, 345, 460, 462. 
C.P.P.: Arts. 35, 111, 324.  
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Coparticipación: 
Facultativa. Admite 
coautoría, 
determinación y 
complicidad 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 129) 
4.1.1.2.2. Artículo 157 - A taque contra obras o instalaciones que contienen fuerzas 
peligrosas 
Tabla 2 Ataque contra obras e instalaciones que contienen fuerzas peligrosas 
El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, sin justificación alguna basada en imperiosas 
necesidades militares, ataque presas, diques, centrales de energía eléctrica, nucleares, u otras obras o 
instalaciones que contengan fuerzas peligrosas, debidamente señalados con los signos convencionales, 
incurrirá en prisión de diez (10) a quince (15) años, multa de mil (1.000) a tres mil (3.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de diez (10) a 
quince (15) años. 
Si del ataque se deriva la liberación de fuerzas con pérdidas o daños en bienes o elementos importantes para la 
subsistencia de la población civil, la pena será de quince (15) a veinte (20) años de prisión, multa de dos mil 
(2.000) a cuatro mil (4.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas de quince (15) a veinte (20) años. 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo Subjetivo Antijuricidad Culpabilidad Punibilidad 
- Resultado 
- Lesión 
- Conducta 
instantánea 
- Pluri-
ofensivo. 
Sujeto activo: 
Indeterminado 
singular. Sujeto 
pasivo: El Estado. 
Conducta: 
Verbo 
determinador 
simple: Atacar. 
Elementos 
descriptivos: La 
acción se debe 
Modalidad 
dogmática: 
Normativamente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: Fin 
específico 
indeterminado.  
Atipicidad 
subjetiva: Error 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Lesión a la 
protección real 
del D.I.H. 
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo, 
Causas de 
Inculpabilidad 
Por 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: 
Insuperable 
coacción ajena. 
Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Ley 890 de 
2004: 
Prisión. Inc. 
1°: De 160 
meses a 270 
meses. 
Inc. 2°: De 
240 meses a 
360 meses 
Elementos 
Normativos 
- Signos 
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convencionales 
de protección 
- Conflicto 
armado 
- Necesidad 
militar 
- Sin 
justificación 
por imperiosa 
necesidad: 
Reiteración del 
elemento 
antijurídico 
ejecutar con 
ocasión y en 
desarrollo de 
conflicto armado, 
sin justificación 
basada en 
imperiosa 
necesidad militar. 
Inc. 2
o
 De 
contenido efectual: 
Punibilidad 
agravada si se 
produce liberación 
de fuerzas con 
pérdidas o daños 
en bienes de 
subsistencia para la 
población civil. 
Objeto jurídico: 
Protección real del 
DIH 
Objeto material 
real: Presas, 
diques, centrales de 
energía eléctrica, 
nucleares, 
instalaciones con 
fuerzas peligrosas. 
Concurso: 
Se excluyen: Arts. 
351, 362, 364. 
Tentativa: Sí 
admite. Tipo 
Plurisubsistente. 
sobre los 
elementos 
normativos o el 
objeto material 
cumplimiento 
de un deber, 
orden legítima, 
ejercicio de un 
derecho, 
actividad lícita, 
cargo público. 
Admisibles: 
Estado de 
necesidad 
militar 
Causas de 
inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento 
de la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición 
Fuentes constitucionales: Art. 72, 93. C.N. 
Fuentes Internacionales: Protocolo Adicional II, art. 15; Protocolo 
Adicional I, art. 56. 
Concordancias legales: CP.: Arts. 2, 96, 97, 362, 460, 462. C.P.P.: 
Arts. 35, 111, 324 
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Coparticipación: 
Facultativa. 
Admite coautoría, 
determinación y 
complicidad 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 142) 
4.1.1.2.3. Artículo 164 - Destrucción del Medio Ambiente 
Tabla 3 Destrucción del medio ambiente 
El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, emplee métodos o medios concebidos para causar 
daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente natural, incurrirá en prisión de diez (10) a quince (15) 
años, multa de cinco mil (5.000) a treinta mil (30.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e 
inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de diez (10) a quince (15) años. 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo 
Subjetivo 
Antijuricidad Culpabilidad Punibilidad 
- Mera 
conducta 
- Peligro 
- Conducta 
instantánea 
- Pluri-
ofensivo 
Sujeto activo: 
Indeterminado 
singular. Sujeto 
pasivo: El Estado.  
Conducta: Verbo 
determinador simple: 
Emplear. Utilizar. 
Elementos 
descriptivos: De 
tiempo, durante 
conflicto armado. De 
resultado, No se exige 
la producción efectiva 
de una grave 
afectación a los 
recursos objeto 
material de la 
Modalidad 
dogmática: 
Normativa y 
materialmente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: 
Implícito, 
causar grave 
afectación al 
medio 
ambiente 
natural. 
Atipicidad 
subjetiva: 
Error de tipo 
sobre el objeto 
material o los 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Lesión efectiva 
a la protección 
del D.I.H. al 
medio 
ambiente y los 
recursos 
naturales.  
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo, orden 
legítima, 
ejercicio de un 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: 
insuperable 
coacción ajena. 
Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Causas de 
inimputabilidad.  
Por falta de 
conocimiento 
de la 
Ley 890 de 
2004: 
Prisión de 
160 meses a 
270 meses. 
Elementos 
Normativos 
- Conflicto 
armado 
- Medio 
ambiente 
natural 
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infracción o a los 
recursos que estén 
asociados a ellos o la 
afectación de áreas 
especialmente 
protegidas. 
Objeto jurídico: 
Protección del D.I.H. 
al medio ambiente y 
los recursos naturales. 
Objeto material 
fenoménico: Métodos 
o medios con 
capacidad para dañar 
el medio ambiente. 
Concurso: Se 
excluye: Art. 331. 
Tentativa: No admite. 
Tipo insubsistente. 
Coparticipación: 
Admite coautoría y 
complicidad 
elementos 
descriptivos. 
derecho, 
actividad lícita, 
cargo público, 
cumplimiento 
de un deber, 
estado de 
necesidad. 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición 
Fuentes Constitucionales: Art. 8, 48, 49, 93. C.N. 
Fuentes Internacionales: Convención sobre prohibición de usar 
armas de modificación ambiental con fines militares u otros fines 
hostiles, de 1976; Protocolo Adicional I, arts. 35 y 55. 
Concordancia Legales: CP.: Arts. 2, 331, 332, 337, 460, 462. 
C.P.P.: Arts. 35, 111, 324. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 149) 
De acuerdo con el incremento general de penas prescrito en el artículo 14 de la Ley 890 de 
2004, a partir del 1° de enero de 2005, los limites mínimo y máximo de prisión para esta 
infracción estarán entre 160 y 270 meses. 
Análisis  
a. Clasificación  
- Tipo de mera conducta 
- Tipo de peligro 
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- Tipo de conducta instantánea 
- Tipo pluriofensivo 
b. Conducta 
- Verbo determinador simple: Emplear. 
- Utilización, uso, preparación o disposición de los objetos materiales para adelantar 
acciones de hostilidad o belicosidad. 
c. Objeto material 
- Los medios y métodos señalados en el presente tipo encuentran su especificación, 
dentro de la preceptiva internacional, en la convención sobre prohibición de usar armas 
de modificación ambiental con fines militares u otros fines hostiles de 1976. 
- Así también, el Protocolo I, en sus artículos 35 y 55, prohíbe textualmente la 
utilización de métodos o medios de hacer la guerra “que hayan sido concebidos para 
causar daños extensivos, duraderos y graves al medio ambiente natural”. 
4.1.1.2.4. Artículo 199 - Sabotaje 
La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal con Magistrado Ponente Dr. Gustavo 
Gómez Velázquez, en Acta No. 107 del 10 de noviembre de 1986, visible en la Gaceta  
Judicial Nº. 2424 tomo CLXXXV, pág. 482, especificó sobre el tema que la ley define como 
el que con el fin de suspender o paralizar el trabajo destruya, inutilice, haga desaparecer o de 
cualquier otro modo dañe herramientas, bases de datos, soportes lógicos, instalaciones, equipo 
o materias primas, incurrirá en prisión de uno (1) a seis (6) años y muta de cinco (5) a veinte 
(20) salario mínimos legales mensuales vigente, siempre que la conducta no constituya delito 
sancionado con pena mayor. 
De acuerdo con el incremento general de penas prescrito en el artículo 14 de la Ley 890 de 
2004, a partir del 1° de enero de 2005, los límites mínimos y máximos de prisión para este 
ilícito estarán entre 16 y108 meses. 
Análisis 
a. Clasificación 
- Tipo de resultado objetivo 
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- Tipo de lesión 
- Tipo de conducta instantánea  
- Tipo pluriofensivo 
- Tipo subsidiario. 
b. Sujeto activo indeterminado singular 
c. Sujeto pasivo 
Es el personal de la empresa o entidad afectada al cual se le vulnera el interés protegido 
derecho al trabajo primordialmente por la disposición. Por ser tipo pluriofensivo, también se 
protege el derecho de propiedad sobre el objeto material de la infracción, sin perjuicio de las 
diversas posibilidades de concurso.  
d. Conducta 
- Verbo determinador compuesto alternativo: Destruir, inutilizar, hacer desaparecer o 
dañar. 
- Se enuncia cuatro acciones alternativas que siempre implicaran violencia ejercida 
sobre el objeto material de la infracción, y cuyo alcance se fija acerca de los artículos 
304, 351 y 459 del C.P., entre otros. 
e. Objeto material real 
- Herramientas: instrumentos o medios necesarios para desempeñar materialmente 
determinada actividad laboral. 
- Instalación: Lugar destinado a desarrollar actividades económicas de producción, 
distribución, comercialización o prestación de servicios. 
- Equipos: Expresión amplia que comprende las herramientas, maquinarias y demás 
artefactos que tienen especifica destinación laboral. 
- Materia prima: Sustancia natural o de producción humana apta para recibir 
determinada forma o utilización o para ser objeto de ulteriores elaboraciones o 
transformaciones. 
- Se introducen como posibles objetos materiales de la infracción las bases de datos y los 
soportes lógicos. Conjuntos organizados de elementos con capacidad de procesar, 
almacenar y organizar de manera atómica, datos o información por medio de 
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ordenadores. Así, se protege el manejo y almacenamiento de la información, el cual, en 
todas sus fases, genera intereses jurídicos tutelares. 
f. Concurso 
El completo subjetivo incluido en la descripción y l naturaleza subsidiaria del tipo excluyen 
que haya concurso con los demás delitos de daño sobre bienes. La finalidad, el bien jurídico 
amenazado o lesionado, el objeto material y el quantum punitivo, determinarán la adecuación 
típica de la conducta la cual no puede ser incriminada dos veces. 
g. Tipo Subjetivo  
Complemento subjetivo. El agente se propone como objetivo suspender o paralizar las 
actividades laborales, sean individuales o colectivas, de una o varias empresas, públicas o 
privadas. Si no existe esta finalidad, la conducta puede incriminarse con base en los siguientes 
tipo: daño en bien ajeno (art. 265 del C.P.), daño en materia prima (art. 304 del C.P.), daño en 
obras de utilidad social (art. 351 del C.P.) de acuerdo con el respectivo bien jurídico 
amenazado o lesionado y al objeto material sobre el que recaiga la acción. 
h. Forma Agravada 
La obtención efectiva de la finalidad propuesta como segundo resultado de la acción, genera 
agravación punitiva. 
4.1.1.3. Apoderamiento de Hidrocarburos, sus Derivados, Biocombustibles o Mezclas  
que los contengan. 
La Ley 1028 de 2006 adiciono al Capítulo VI, incluyendo cinco nuevas descripciones típicas, 
todas en referencia directa a un objeto material específico, el de los “hidrocarburos, sus 
derivados, biocombustibles o mezclas que los contengan”. Así adquiere tipificación autónoma 
el apoderamiento y la alteración en los sistemas de identificación, receptación y el destino 
ilegal de combustibles; finalmente se consagra como circunstancia especifica de agravación la 
comisión de cualquiera de las conductas del capítulo por servidor público, persona que ejerza 
funciones públicas o integrantes de grupos al margen de la ley. 
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4.1.1.3.1. Artículo 319.1 - Contrabando de Hidrocarburos y sus Derivados 
El capítulo ha tenido importantes modificaciones en virtud de la Ley 788 de 2002, que 
modifico el tipo básico del contrabando, el favorecimiento de contrabando y el favorecimiento 
realizado por servidor público, art. 319, 320 y 322. Simultáneamente, la mencionada ley 
introdujo nuevo tipos penales para este género delictivo: contrabando de hidrocarburos y sus 
derivados, art. 319-1 favorecimiento de contrabando de hidrocarburos y sus derivados, art. 
320-1 y favorecimiento de servidor público de contrabando de hidrocarburos y sus derivados, 
art. 322-1. En un afán legislativo por criminalizar específicamente la modalidad que califica el 
objeto material del tipo básico. (Pabón, ob cit)      
Tabla 4 Contrabando de hidrocarburos y sus derivados 
Adicionado art. 70 Ley 788 de 2002. El que en cantidad superior a veinte (20) galones, Importe hidrocarburos o 
sus derivados al territorio colombiano, o los exporte desde él, por lugares no habilitados, o los oculte, disimule o 
sustraiga de la Intervención y control aduanero, incurrirá en prisión de tres (3) a cinco (5) años y multa de 
trescientos (300) a mil quinientos (1.500) salarlos mínimos legales mensuales vigentes, sin que en ningún caso 
sea inferior al 200% del valor aduanero de los bienes importados o de los bienes exportados. 
Si la conducta descrita en el Inciso anterior recae sobre hidrocarburos o sus derivados cuya cantidad supere los 
ochenta (80) galones, se impondrá una pena de cinco (5) a ocho (8) años de prisión y multa de mil quinientos 
(1.500) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sin que en ningún caso sea 
inferior al doscientos (200%) del valor aduanero de los bienes importados o de los bienes exportados. El monto 
de la multa no podrá superar el máximo de la pena de multa establecido en este Código. Parágrafo. La 
legalización de las mercancías no extingue la acción penal 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo Subjetivo Antijuricidad Culpabilidad Punibilidad 
- Mera 
conducta 
- Lesión 
- Conducta 
instantánea 
- Mono-
ofensivo 
Sujeto activo: 
Indeterminado 
singular.  
Sujeto pasivo: El 
Estado.  
Conducta: 
Verbo 
Modalidad 
dogmática: 
Normativamente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: Fin 
específico 
indeterminado.  
Juicio de 
contradicción 
material: Lesión 
al comercio 
interno de 
hidrocarburos. 
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad de 
comportam/to 
diferente: Fuerza 
mayor, caso 
fortuito, 
insuperable 
Ley 890 de 
2004: 
Inc. 1°. 
Prisión de 
48 a 90 
meses. 
Multa de 
400 a 2250 
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Elementos 
Normativos 
- Actos de 
comercio 
exterior. 
- 
Hidrocarburos 
Derivados de 
los 
hidrocarburos. 
-Territorio 
colombiano. 
- Lugares no 
habilitados 
aduaneramente 
- Intervención 
y control 
aduanero 
Valor 
aduanero. 
determinador 
compuesto 
alternativo: 
Importar, 
exportar, ocultar, 
disimular, 
sustraer. 
Elementos 
descriptivos: Del 
objeto: Para la 
forma básica la 
cantidad del 
objeto material 
debe ser superior 
a 20 galones. 
Inc. 2°. Del 
objeto: Agravante 
si la cantidad del 
objeto material 
supera los 80 
galones. 
Objeto jurídico: 
Orden 
económico-
social. 
Operaciones de 
comercio exterior 
y comercio 
interno de 
hidrocarburos. 
Objeto material 
real: 
Hidrocarburos o 
sus derivados -
Atipicidad 
subjetiva: Error 
de tipo sobre el 
objeto material 
y su cantidad. 
Consentimiento 
del sujeto pasivo, 
ejercicio de un 
derecho, actividad 
lícita, cargo 
público. 
Admisibles: 
Excepcionalmente 
cumplimiento de 
un deber, orden 
legítima. Estado 
de necesidad 
coacción ajena. 
Por incapacidad 
de culpabilidad: 
Excepcionalmente 
causas de 
inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento de 
la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición. 
S.M.L.M.V. 
Inc. 2°. 
Prisión de 
80 a 144 
meses. 
Multa de 
2000 a 75 
S.M.L.M.V 
Fuentes Constitucionales: Art. 2. C.N 
Fuentes Internacionales: Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, 16-12-66, adoptado Ley 74/68; Protocolo adicional 
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo de San 
Salvador", 17-11-88, Ley 319/96 
Juicio de constitucionalidad: Sent. C-1114, 25-11-03 –exequible 
Concordancias legales: CP.: Arts. 16, 310, 320, 320-1, 322-1. C.P.P.: 
Art. 36 
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petróleo, 
gasolinas, 
gasóleos, aceites 
pesados, 
combustibles 
ligeros, fuel, 
parafina, betunes-
.  
Concurso: 
Heterogéneo 
sucesivo: Arts. 
270, 277, 287. Se 
excluye: Art. 319. 
Tentativa: Sí 
admite. Tipo 
plurisubsistente. 
Coparticipación: 
Admite coautoría, 
determinación y 
complicidad 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 317) 
ANALISIS 
a. Clasificación 
 -Tipo de mera conducta 
 -Tipo de lesión 
 -Tipo de conducta instantánea 
 -Tipo mono-ofensivo 
b. Conducta 
 -Verbo determinador compuesto: Importador, exportar, ocular, disimular, sustraer. 
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Las acciones de importación y exportación se erigen  en elementos normativos del tipo; su 
contenido está determinado por la regulación administrativa extrapenal, en sentido genérico se 
entienden como aquellos actos de comercio internacional, por los cuales un país compra o 
vende a otro, bienes o servicios. 
Los actos de importación y exportación son operaciones de comercio exterior-ingreso 
al país- o egreso al país, actos sometidos al control estatal tanto físico como jurídico , teniendo 
en cuenta los efectos que dicho comercio tiene sobre la economía-balanza cambiaria-
comprendida como una relación de equilibrio entre lo importado y lo exportado por el país. 
c. Objeto Material 
La acción especial de contrabando aquí incriminada debe recaer sobre hidrocarburos o sus 
derivados. El petróleo es un líquido natural oleaginoso de naturaleza inflamable y 
combustible, estructurado como una mezcla de hidrocarburos con pequeñas cantidades de 
otros materiales. La sustancia es resultado de la transformación de materias orgánicas en 
hidrocarburos y por ende de extracción natural. 
Los derivados del petróleo son producto de su destilación, procedimiento que separa 
los productos ligeros (gasolina) de los pesados (gasóleos); el fraccionamiento que permite 
transformar los aceites pesados en productos combustibles más ligeros, la desulfuración que 
eleva el índice de octanos de las gasolinas pesados; la refinación que elimina sustancias 
residuales de estos productos y la obtención de gases combustibles, gasolinas, gasóleos, fuel, 
parafina, aceites y betunes. La importación económica y política del petróleo y sus derivados 
por sus necesidades y el agotamiento progresivo de las reservas pueden fundamentar la 
tipificación especial. 
4.1.1.3.2. Artículo 320-1 - Favorecimiento de contrabando de hidrocarburos o sus 
derivados. 
ANALISIS 
A. Clasificación 
-Tipo de mera conducta 
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-Tipo de peligro igual 
-Tipo de conducta instantánea 
-Tipo mono-ofensivo. 
B. CONDUCTA 
Para el caso, en estricto sentido no se trata de una acción de favorecimiento sino de 
receptación, por cuanto aquí no se colabora con el ocultamiento del delito, ni se procura 
manifiestamente su impunidad del delito base. 
Recepta quien esconde o ayuda a esconder el objeto material de la infracción base y 
quien se lucra de él .Implícitamente se observan dos finalidades: el auxilio para el delincuente 
(ocultar o encubrir) y el lucro para el receptor (adquirir o transmitir, transportar, almacenar, 
distribuir, enajenar).La transmisión puede ser de título gratuito u oneroso; la adquisición puede 
ser a título de venta, donación, arriendo, préstamo de uso, etc. 
Por su parte, el favorecimiento es conducta consistente en prestar cooperación, 
auxiliar, socorrer, interponer medios idóneos para lograr alguno de los siguientes resultados: 
en primer lugar, eludir la acción de la autoridad, esquivar, burlar, sustraer de la acción, 
represiva del estado y, además, entorpecer la investigación, con acciones tendientes a 
dificultar, obstaculizar o desviar la actividad estatal que procura aclarar los hechos. 
Tabla 5 Favorecimiento de contrabando de hidrocarburos o sus derivados. 
El que posea, tenga, transporte, almacene, distribuya o enajene hidrocarburos o sus derivados introducidos al 
territorio colombiano por lugares no habilitados, u ocultados, disimulados o sustraídos de la Intervención y 
control aduanero, en cuantía superior a veinte (20) galones, Incurrirá en pena de prisión de tres (3) a seis (6) años 
y multa de trescientos (300) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sin que en 
ningún caso sea Inferior al 200% del valor aduanero de los bienes importados o de los bienes exportados. 
El Juez al imponer la pena, privará al responsable del derecho de ejercer el comercio, por el término de la pena y 
un (1) año más. No se aplicará lo dispuesto en el presente artículo al consumidor final cuando los bienes que se 
encuentren en su poder, estén soportados con factura o documento equivalente, con el lleno de los requisitos 
legales contemplados en el artículo 771-2 del estatuto tributario. 
Nota: La unidad de multa fue variada por la Ley 1111 de 2006 a Unidades de Valor Tributario (U.V.T.) que 
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originalmente se expresaba en S.M.L.M.V. 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo Subjetivo Antijuridicidad Culpabilidad Punibilidad 
- Mera 
conducta 
- Peligro 
- Conducta 
instantánea 
- Mono-
ofensivo 
Elementos 
normativos 
- Territorio 
aduanero 
nacional 
- 
Intervención 
y control 
aduanero 
Sujeto activo: Indeterminad 
o singular. Sujeto pasivo: El 
Estado.  
Conducta: Verbo 
determinador compuesto 
alternativo: Poseer, tener, 
trasportar, almacenar, 
distribuir, enajenar, disimular, 
sustraer. Elementos 
descriptivos: Del Objeto: El 
objeto material debe haber sido 
introducido al territorio 
nacional por lugares no 
habilitados o debe haber sido 
ocultado, disimulado sustraído 
del control aduanero. Del 
objeto: El objeto material debe 
tener una cuantía superior a 
veinte galones. 
Objeto jurídico: Orden 
económico-social. Licitud de 
las operaciones de comercio 
exterior. 
Objeto material real: 
Hidrocarburos o sus derivados. 
Concurso: Se excluye: Art. 
206. Tentativa: No admite. 
Tipo insubsistente. 
Coparticipación: Admite 
coautoría, determinación y 
Modalidad 
dogmática: 
Normativamente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: Fin 
específico 
indeterminado. 
Atipicidad 
subjetiva: Error 
sobre el objeto 
material o los 
elementos 
normativos. 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Peligro efectivo 
para el comercio 
de 
hidrocarburos o 
sus derivados. 
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo. 
Admisibles: 
Cumplimiento 
de, un deber, 
orden legítima, 
ejercicio de un 
derecho, 
actividad lícita, 
cargo público, 
estado de 
necesidad. 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: 
Fuerza mayor, 
caso fortuito, ' 
insuperable 
coacción ajena. 
Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Causas de 
inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento 
de la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición. 
Ley 890 de 
2004: 
Inc. 1. 
Prisión de 
48 a 108 
meses. Inc. 
2°. Pena 
privativa de 
otros 
derechos: 
Privación 
del derecho 
de ejercer el 
comercio 
por un año 
más a la 
pena 
privativa a 
la libertad 
impuesta. 
Ley 1111 de 
2006: Inc.l
0
. 
Multa de 
6100 a 
31000 
U.V.T. 
Fuentes constitucionales: Art. 2. C.N. 
Fuentes internacionales: Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 16-12-66, adoptado Ley 
74/68; Protocolo adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, "Protocolo de San Salvador", 17-11-88, 
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complicidad. Ley 319/96. 
Juicio de constitucionalidad: Sent. C-1114, 25-11-03 -
exequible-. 
Concordancias legales: CP.: Arts. 16, 310, 319, 319-1. C.P.P.: 
Art. 36. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 319) 
4.1.1.3.3. Artículo 322-1. Favorecimiento por servidor público de contrabando de 
hidrocarburos y sus derivados. 
Tabla 6 Favorecimiento por servidor público de contrabando de hidrocarburos y sus derivados. 
Introducido art. 74 Ley 788 de 2002. El servidor público que colabore, participe, transporte, distribuya, enajene o 
de cualquier forma facilite la sustracción, ocultamiento o disimulo de hidrocarburos o sus derivados del control 
de las autoridades aduaneras, o la introducción de las mismas por lugares no habilitados, u omita los controles 
legales o reglamentarios propios de su cargo para lograr los mismos fines, cuando la cantidad de los 
hidrocarburos o sus derivados sea inferior a los veinte (20) galones, incurrirá en multa de cincuenta (50) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, sin que en ningún caso sea inferior al 200% del valor aduanero de los bienes 
involucrados, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de tres (3) a cinco (5) años. 
Si la conducta descrita en el inciso anterior recae sobre mercancías cuyo valor supere los veinte (20) galones de 
hidrocarburos o sus derivados, se impondrá una pena de prisión de cinco (5) a ocho (8) años, multa de cincuenta 
(50) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sin que en ningún caso sea inferior al 
doscientos por ciento (200%) del valor aduanero de los bienes involucrados, e inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años. El monto de la multa no podrá superar el máximo de 
multa establecida en este código 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo Subjetivo Antijuricidad Culpabilidad Punibilidad 
- Mera 
conducta 
- Peligro 
- Conducta 
instantánea 
- Pluri-ofensivo 
Sujeto activo: 
Calificado 
jurídicamente: 
Servidor público con 
competencia de 
control aduanero. 
Sujeto pasivo: El 
Estado. 
Conducta: Verbo 
Modalidad 
dogmática: 
Normativamente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: La 
acción se debe 
verificar con el 
objetivo de 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Peligro 
efectivo para el 
comercio de 
hidrocarburos o 
sus derivados. 
Causas de 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: 
Fuerza mayor, 
caso fortuito, 
Ley 890 de 
2004: 
Inc. 1 Pena 
pecuniaria: 
Multa como 
pena 
principal, 
sin estar 
acompañada 
Elementos 
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Normativos 
- 
Hidrocarburos 
o sus 
derivados. 
- Control 
aduanero. 
- Lugares 
habilitados 
aduaneramente. 
-  Valor 
aduanero. 
determinador 
compuesto 
alternativo: Colaborar, 
participar, distribuir, 
enajenar, facilitar, 
introducir, omitir.  
Elementos 
descriptivos: 
Indeterminación del 
medio para la 
facilitación de la 
sustracción, 
ocultamiento o 
disimulo del objeto 
material del control 
aduanero estatal. 
De lugar: La acción 
de introducción del 
objeto material se 
debe realizar por 
lugares no habilitados 
aduaneramente. Del 
objeto: Para la forma 
básica, la cantidad del 
objeto material debe 
ser inferior a 20 
galones.  
Objeto jurídico: 
Orden económico-
social. Licitud de las 
operaciones de 
comercio exterior de 
hidrocarburos. 
Objeto material real: 
Hidrocarburos o sus 
sustraer, ocultar 
o disimular el 
objeto material 
del control 
aduanero o su 
introducción por 
lugares no 
habilitados. 
Atipicidad 
subjetiva: Error 
sobre el objeto 
material o los 
elementos 
normativos 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo, 
cumplimiento 
de un deber, 
orden legítima, 
ejercicio de un 
derecho, 
actividad lícita, 
cargo público. 
Admisibles: 
Estado de 
necesidad 
insuperable 
coacción ajena. 
Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Causas de 
inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento 
de la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición 
de pena de 
prisión (art. 
39 N° 1) 
Pena 
privativa de 
otros 
derechos de 
48 a 90 
meses. Inc. 
2°. Prisión 
de 80 a 144 
meses. 
Multa de 
66.66 a 225 
SMLMV. 
Pena 
privativa de 
otros 
derechos de 
80 a 144 
meses 
Fuentes Constitucionales: Art. 2. C.N. 
Fuentes Internacionales: Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 16-12-66, adoptado Ley 74/68; 
Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
"Protocolo de San Salvador", 17-11-88, Ley 319/96. 
Juicio de constitucionalidad: Sent. C-1114, 25-11-03 –exequible 
Concordancia Legales: CP.: Arts. 16, 20, 321. C.P.P.: Arts. 36, 74 
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derivados. 
Fenoménico: 
Controles 
reglamentarios de las 
autoridades 
aduaneras. Inc. 2° 
Real: Punibilidad 
agravada si el valor 
del objeto supera los 
20 galones.  
Tentativa: No 
admite. Tipo 
insubsistente. 
Coparticipación: Por 
ser tipo de 
favorecimiento se 
deben excluir algunas 
hipótesis de 
complicidad. Sólo se 
admite la 
colaboración 
indirecta, prestada por 
interpuesta persona, 
en la cual el ejecutor 
real del 
favorecimiento 
adquiere carácter 
Instrumental y por 
tanto la calidad de 
copartícipe 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 322) 
COMENTARIOS 
El tipo  incrimina en forma  especial la colaboración y la participación en  delito de 
contrabando de hidrocarburos, por parte de servidor público o la facilitación del mismo 
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comportamiento delictivo ya descrito  en el artículo 319-1.A su vez, se criminaliza el omitir 
los deberes propios del cargo que procure las finalidades reseñadas por la norma, inclusive la 
permisión y la simple tolerancia dolosa. 
La calificación del sujeto activo exige el examen de su competencia funcional, en la 
cual deben estar inmersas las facultades de control y seguimiento, para que el autor pueda 
considerarse intraneus en el conjunto comportamental, y si este no tiene facultades adscritas 
dentro del marco de la acción típica, deberá ser tratado en la derivación objetiva, como a 
cualquier sujeto no calificado por ser extraños de la relación jurídico-funcional. 
Reiteramos que las acciones son las propias del delito de receptación, sin que 
observemos propósitos de obstruir la acción de la autoridad en procura de proporcionar la 
impunidad del actor, elementos que identifican, en la sistemática adoptada por nuestra 
legislación, al delito de favorecimiento. (Pabón, ob cit) 
4.1.1.3.4 Artículo 327-A - Apoderamiento de hidrocarburos, sus derivados, 
biocombustibles o mezclas que lo contengan. 
Tabla 7 Apoderamiento de hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o mezclas que los contengan. 
Adicionado art. 1° Ley 1028 de 2006. El que se apodere de hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o 
mezclas que los contengan debidamente reglamentados, cuando sean transportados a través de un oleoducto, 
gasoducto, poliducto o a través de cualquier otro medio, o cuando se encuentren almacenados en fuentes 
Inmediatas de abastecimiento o plantas de bombeo, incurrirá en prisión de ocho (8) a quince (15) años y multa 
de mil trescientos (1.300) a doce mil (12.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
En las mismas penas incurrirá el que mezcle ilícitamente hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o 
mezclas que los contengan. 
Cuando el apoderamiento se cometiere en volúmenes que no exceda de veinte (20) galones o 65 metros 
cúbicos (m
3
) de gas, la pena será de prisión de tres (3) a ocho (8) años y multa de doscientos (200) a 
setecientos (700) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo 
Subjetivo 
Antijuridicidad Culpabilidad Punibilidad 
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- Resultado 
- Lesión 
- Conducta 
instantánea 
- Pluri-ofensivo 
Elementos 
normativos 
- Hidrocarburos 
o sus derivados 
- 
Biocombustibles 
- Mezclas 
reglamentadas 
- Oleoducto, 
gasoducto, 
Poliducto, 
cualquier otro 
medio de 
transporte 
- Fuente 
inmediata de 
abastecimiento 
- Planta de 
bombeo 
Sujeto activo: 
Indeterminado singular. 
Art. 327E. Agravante 
específica para todos los 
tipos del capítulo, por 
calificación jurídica y 
material del sujeto activo: 
Servidor público (art. 20), 
persona que ejerza 
funciones públicas aunque 
no detente la calidad 
jurídico-penal de servidor 
público, integrantes de 
grupos armados al margen 
de la ley. 
Sujeto pasivo: El Estado. 
Conducta: Verbo 
determinador: Inc. 1°. 
Simple: Apoderarse. Inc. 
2
o
. Simple: Mezclar. 
Elementos descriptivos:  
Inc. 1°. De tiempo y modo: 
Cuando el objeto material 
sea transportado por 
alguno de los medios 
enunciados en la norma o 
se encuentre almacenado 
en fuente Inmediata de 
abastecimiento o planta de 
bombeo. 
Objeto jurídico: Orden 
económico-social. Orden y 
licitud del trasporte y 
distribución de 
Modalidad 
dogmática: 
Normativa y 
materialmente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: Fin 
específico 
indeterminado. 
Atipicidad 
subjetiva: 
Error de tipo 
sobre el objeto 
material, los 
elementos 
normativos o 
descriptivos. 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Lesión para los 
bienes jurídicos 
comprometidos.  
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo. 
Admisibles: 
Cumplimiento 
de un deber, 
orden legítima, 
ejercicio de un 
derecho, 
actividad lícita, 
cargo público, 
estado de 
necesidad. 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: 
Insuperable 
coacción ajena. 
Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Causales de 
inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento 
de la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición. 
Inc. 1°. 
Multa como 
acompañante 
de la prisión, 
delimitada 
en topes 
mínimo y 
máximo (art. 
39 CP.). 
Inc. 3
o
. 
Atenuante 
en topes 
específicos 
para las 
penas 
principales 
de prisión y 
multa. 
Fuentes constitucionales: Arts. 8, 80, 332, 334, 360. C.N. 
Fuentes internacionales: Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 16-12-66, adoptado Ley 
74/68; Protocolo adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y • Culturales, "Protocolo de San Salvador", 17-11-88, 
Ley 319/96. 
Concordancias legales: CP.: Arts. 332, 333. C.P.P.: Arts. 33, 
35. 
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hidrocarburos, sus 
derivados y 
biocombustibles. 
Objeto material: Real. 
Incs. 1° y 2
o
. 
Hidrocarburos, sus 
derivados, biocombustibles 
y mezclas debidamente 
reglamentadas. Inc. 3°. 
Atenuante por el volumen 
del objeto material: Que no 
exceda de 20 galones o 65 
m
3
. 
Concurso: Se excluye: 
Arts. 239 y ss., 397.  
Tentativa: Admite. Tipo 
plurisubsistente.  
Coparticipación: Admite 
coautoría, determinación y 
complicidad. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 328) 
ANALISIS 
a. Clasificación 
- Tipo de resultado objetivo: La acción de apoderamiento entraña concretas  
modificaciones de orden material, sin las cuales no podrá proclamarse su existencia; se 
trata de cambios en el mundo exterior que imperiosamente sufre el objeto material de 
la infracción. Este resultado revela el alcance natura listico de la acción tipificada y 
determina los momentos de perfeccionamiento y de consumación. La acción de 
mezclar ilícitamente el objeto material también presenta esta característica. 
- Tipo de lesión: Pues bien, el mencionado resultado material implica efectiva 
vulneración a los intereses jurídicos comprometidos, la cual se patentiza con los 
propios actos de apoderamiento o mezcla, sin que se esperen ulteriores resultados 
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como la pérdida o el deterioro del bien. 
- Tipo de conducta instantánea: La acción que perfecciona el acto punible integral se 
consuma en el momento y lugar en que se realiza el apoderamiento o la mezcla del 
objeto material. 
- Tipo pluri-ofensivo: La conducta tipificada afecta el bien jurídico del orden 
socioeconómico, pero adicionalmente con ella se pueden ver comprometidos intereses 
como el patrimonio estatal o privado, según el caso y, eventualmente, otra gama  de 
intereses colectivos tales como la seguridad pública, los recursos naturales y el medio 
ambiente. 
b. Conducta 
- Verbo determinador simple: Apoderarse, para la figura básica. 
- El inciso segundo incrimina, también bajo forma simple, la acción de mezclar alguno 
de los objetos materiales; acto de combinar sustancias que puede generar como 
resultado o tener como finalidad el adulterar, alterar o contaminar el producto inicial, 
sin que tales características sean  relevantes para efectos de la tipicidad objetiva. 
- Apoderarse, en sentido material, es acción de despojo que permite al agente entrar en 
dominio reseñado por la norma; implica su separación de la órbita de custodia y 
disposición del sujeto pasivo. 
En sentido restringido, la acción determinada por este verbo significa asumir el poder, 
dominar, lo que envuelve siempre la asunción de todas las posibilidades materiales de 
disposición por parte del agente. 
- Complementos descriptivos de la conducta: Son de esta naturaleza las circunstancias 
en las que se debe encontrar el objeto material al momento de consumarse la conducta; 
así en fase de tipicidad objetiva, es necesario que la acción de apoderamiento sobre los 
bienes descritos en la norma se verifique cuando estos sean transportados por medio de 
un oleoducto, gasoducto, poliducto o por cualquier otro conducto, o cuando se 
encuentren almacenados en fuentes inmediatas de abastecimiento o plantas de bombeo 
.Con lo anterior  cualquiera otra situación en la que se encuentre  el objeto material 
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queda por fuera del presupuesto típico . 
- Elementos normativos: 
El legislador, mediante las frase “debidamente reglamentados “prefirió aclarar expresamente 
que los conceptos y el alcance de los diferentes objetos materiales tipificados-hidrocarburos, 
derivados de hidrocarburos, biocombustible y la mezcla de todos ellos –quedaban exigidos en 
elementos normativos del tipo de naturaleza jurídica, con los que, desde la fase de tipicidad 
objetiva, será necesario el examen de la normatividad extrapenal que los reglamente. 
Para la acción de mezclar alguno de los objetos materiales también se especificó que 
ella debe verificarse ilícitamente, esto es, en forma antijurídica o no permitida o, por lo menos, 
no justificada por el ordenamiento, lo cual significa un  adelantamiento en el diseño típico, del 
necesario contenido antijurídico del comportamiento, el cual –en este caso – se hace necesario, 
para “teñir” (expresión del profesor REYES ECHANDIA, en conferencia) de ilicitud la acción 
incriminada. 
Como ya es sabido, esta técnica de tipificación, en ocasiones como la presente, se hace  
imperiosa, en el afán legislativo de no tipificar penalmente un comportamiento por sí mismo 
irrelevante. 
c. Objeto Material Real  
- Hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o mezclas que lo contengan. 
La trascendencia política de los hidrocarburos y sus derivados, su naturaleza de 
combustibles no renovables, el agotamiento progresivo de las reservas, así como la 
importancia económica que han adquirido los biocombustibles y el gas, fundamentan la 
tipificación especial de estos objetos  materiales , en un país con escaso potencial energético. 
-El petróleo es un líquido de naturaleza oleaginosa, inflamable y combustible, que se 
estructura como una mezcla de hidrocarburos con pequeñas cantidades de otros materiales. La 
sustancia es resultado de la transformación de material orgánico en hidrocarburos. 
-Los derivados del petróleo surgen de la realización de procesos de destilación, en virtud de 
los cuales se separan los derivado s ligeros-gasolinas de los productos pesados –gasóleos -, así 
se encuentra el proceso de fraccionamiento que permite transformar los aceites pesados en 
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productos combustibles más ligeros. La desulfuración que incrementa el índice de octanos de 
las gasolinas pesadas, la refinación que elimina sustancias residuales de estos productos y la 
obtención de gases combustibles, gasolinas, gasóleos, fuel, parafina, aceites y betunes. 
-Los biocombustibles son sustancias de origen vegetal – caña de azúcar, maíz que mediante 
procesos de destilación se convierten en fuentes de energía y que han adquirido  dos valores 
agregados fundamentales, como sustitutos de los hidrocarburos o como sustancias que lo 
complementan o adicionan haciéndolos más económicos o menos lesivos del medio 
ambientes. 
d. Concursos 
Se excluye el concurso con el tipo de hurto simple, calificado y agravado en virtud del 
principio de especialidad. 
Sin embargo, en referencia al hurto agravado es necesario realizar algunas 
aclaraciones. Tal como se consagra en el artículo 241 núm. 14 se consagra como circunstancia 
especifica de agravación del delito de hurto el hecho de que recaiga “sobre petróleo y sus 
derivados cuando se sustraigan de oleoducto, gasoducto, poliducto o fuentes inmediatas de 
abastecimiento “, con lo anterior hemos de afirmar que ,en relación con dicho objeto material 
y siempre que encuentre en las referidas circunstancias, la acción de apoderamiento, en primer 
lugar como circunstancia de agravación del hurto –simple o calificado y en segundo lugar, 
como tipo penal autónomo en el presente artículo 327A. 
En primer término, reiteramos que debe excluirse cualquier posibilidad de concurso 
material de delitos, por derivación directa del principio nec bis in dem, el cual se vería 
flagrantemente violentado de admitirse dicha posibilidad, ya que los dos tipos enfrentados 
sancionan la misma acción –y, obviamente en referencia a los elementos comunes- y, por ello 
la aplicación de uno de los dos debe prevalecer. 
Así se concluye que, en desarrollo del principio de especialidad, que la norma 
aplicable será el articulo 327 A , la cual imprime al comportamiento un alcance tutelar más 
amplio y especifico-protección del orden económico social –en referencia a la simple 
protección del patrimonio económico. Pero si la anterior determinación no satisface 
plenamente , se puede también acudir , en el camino hermenéutico , al principio según el cual 
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la ley posterior prima sobre la ley anterior y fácilmente se observa que el artículo 327A se ha 
sido promulgado con posterioridad en el artículo 241, numeral 14 y sistemáticamente. 
Tampoco se acepta cualquier interpretación que propenda por la distinción del bien 
jurídico afectado, pues ambos tipos penales llevan inmersa una protección plural de intereses: 
patrimonio económico y orden económico social. 
4.1.1.3.5. Artículo 327-B - Apoderamiento o alteración de sistemas de identificación.  
Tabla 8 Apoderamiento o alteración de sistemas de identificación. 
Adicionado art. 1
o
 Ley 1028 de 2006. El que se apodere o altere sistemas o mecanismos legalmente 
autorizados para la Identificación de la procedencia de los hidrocarburos, sus derivados, los biocombustibles o 
mezclas que los contengan, tales como equipos, sustancias, marcadores, detectores o reveladores, incurrirá en 
prisión de cinco (5) a doce (12) años y multa de setecientos (700) a seis mil (6.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo 
Subjetivo 
Antijuridicidad Culpabilidad Punibilidad 
- Resultado 
- Lesión 
- Conducta 
instantánea 
Pluri-ofensivo 
Elementos 
normativos 
- Hidrocarburos 
o sus derivados 
- 
Biocombustibles 
- Mezclas 
reglamentadas 
- Mecanismos 
legalmente 
autorizados de 
Sujeto activo: 
Indeterminado singular. Art. 
327E. Agravante específica 
para todos los tipos del 
capítulo, por calificación 
jurídica y material del sujeto 
activo: Servidor público (art. 
20), persona que ejerza 
funciones públicas aunque 
no detente la calidad 
jurídico-penal de servidor 
público, integrantes de 
grupos armados al margen 
de la ley.  
Sujeto pasivo: El Estado. 
Conducta: Verbo 
determinador compuesto 
alternativo: Apoderarse o 
Modalidad 
dogmática: 
Normativa y 
materialmente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: Fin 
específico 
indeterminado.  
Atipicidad 
subjetiva: 
Error de tipo 
sobre el objeto 
material o los 
elementos 
normativos 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Lesión para los 
bienes jurídicos 
comprometidos. 
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo, 
Admisibles: 
Cumplimiento 
de un deber, 
orden legítima, 
ejercicio de un 
derecho, 
actividad lícita, 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: 
Insuperable 
coacción ajena, 
miedo 
insuperable. Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Causas de 
¡inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento de 
la 
antijuridicidad: 
Penas 
principales 
consagradas 
bajo la 
modalidad 
expresa de 
topes 
máximos y 
mínimos. 
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identificación: 
Sustancias, 
marcadores, 
detectores, 
reveladores. 
alterar. Elementos 
descriptivos: No presenta. 
Descripción simple en 
cuanto no circunstanciada. 
Objeto jurídico: Orden 
económico-social. Orden y 
licitud del trasporte y 
distribución de 
hidrocarburos, sus derivados 
y biocombustibles. 
Objeto material: Real. 
Sistemas o mecanismos de 
identificación de la 
procedencia de 
hidrocarburos, sus 
derivados, biocombustibles 
o mezclas que los 
contengan. 
Concurso: Se excluye: Art. 
299. 
Tentativa: Admite. Tipo 
plurisubsistente. 
Coparticipación: Admite 
coautoría, determinación y 
complicidad. 
cargo público, 
estado de 
necesidad. 
Error de 
prohibición. 
Fuentes constitucionales: Arts. 8, 80, 332, 334, 360. C.N. 
Concordancias legales: CP.: Arts. 332, 333. C.P.P.: Arts. 33, 
35. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 329) 
ANALISIS 
a. Clasificación 
- Tipo de resultado objetivo: Tanto la acción de apoderamiento como la de alteración 
exigen un resultado material o de modificación exterior de los diferentes objetos 
materiales comprendidos en la norma. 
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- Tipo de peligro: Cualquiera de las acciones descritas deben generar riesgo para la 
adecuada producción, distribución, almacenamiento o de comercialización del objeto 
material, sin que las mismas, de suyo, impliquen la efectiva vulneración de los 
intereses jurídicos comprendidos; así mismo, no es necesario que el objeto prevalente 
de tutela-orden económico social – sufra efectivo menoscabo, por ello la presente 
tipificación significa el adelantiento de la “barra penal “ en virtud del cual el legislador 
se anticipa a la propia lesión del bien jurídico.  
De todas formas, en virtud del artículo del estatuto sustancial, el peligro generando por 
la acción contra la estabilidad del bien jurídico debe ser objetivo o concreto-acreditable 
y acreditado -, puesto que el ordenamiento colombiano no acepta el simple peligro 
abstracto o presunto, para derivar la antijuridicidad del comportamiento. 
- Tipo de conducta instantánea: En los supuestos en que se pueden considerar las 
acciones de apoderamiento y alteración, agotan y perfeccionan  el tipo sin que al efecto 
interese que se prolonguen en el tiempo o se suspendan de manera inmediata. 
- -Tipo pluri-ofensivo: Múltiples pueden ser los intereses jurídicos, que se arriesguen 
con el comportamiento, tal es el caso del patrimonio económico privado o público, el 
medio ambiente y, como es obvio, el orden económico social. 
b. Conducta 
- Verbo determinador compuesto alternativo: apoderarse o alterar. 
La acción de apoderamiento tiene similares alcances a los del artículo 327A con la única 
modificación  del objeto material sobre el cual debe recaer. 
Se altera el sistema de identificación cuando se modifica su apariencia mediante 
adiciones, supresiones o sustituciones o cuando se cambian sus propiedades o características, 
de tal forma que al ser utilizado no pueda determinar correctamente la procedencia del objeto 
material. 
- Elementos normativos: Los sistemas o mecanismos de identificación, que son el objeto 
material del delito, debe estar autorizados legalmente; comprendemos esta expresión 
en su contenido material, ya que la respectiva normatividad puede estar contenida en 
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reglamentos de naturaleza administrativa. 
4.1.1.3.6. Artículo 327-C - Receptación. 
Tabla 9 Receptación 
(Adicionado por el artículo 1º. De la ley 1028 de junio 12 de 2006). El que sin haber tomado parte en la 
ejecución de las conductas punibles descritas en los artículos 327A y 327B adquiera, transporte, almacene, 
conserve, tenga en su poder, venda, ofrezca, financie, suministre o comercialice a cualquier título hidrocarburos, 
sus derivados, biocombustibles o mezclas que los contengan debidamente reglamentadas o sistemas de 
identificación legalmente autorizados, cuando tales bienes provengan de la ejecución de alguno de estos delitos, 
incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de mil (1.000) a seis mil (6.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
En la misma pena incurrirá el que destine mueble o inmueble o autorice o tolere en ellos tal destinación o realice 
cualquier actividad que facilite la comisión de las conductas mencionadas en el inciso anterior. 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo Subjetivo Antijuridicidad Culpabilidad Punibilidad 
- Mera conducta 
- Peligro 
- Conducta 
instantánea 
- Pluri-ofensivo 
 
Elementos 
normativos 
 
- Hidrocarburos 
o sus derivados 
- 
Biocombustibles 
- Mezclas 
reglamentadas 
- Oleoducto, 
Sujeto activo: Común o 
indeterminado. Art. 327E. 
Agravante específica para 
todos los tipos del capítulo, 
por calificación jurídica y 
material del sujeto activo: 
Servidor público (art. 20), 
persona que ejerza 
funciones públicas aunque 
no detente la calidad 
jurídico-penal de servidor 
público, integrantes de 
grupos armados al margen 
de la ley.  
Sujeto pasivo: El Estado. 
Conducta: Verbo 
determinador compuesto 
alternativo: 
Inc. 1°. Adquirir, 
Modalidad 
dogmática: 
Normativamente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: 
Finalidad 
específica 
indeterminada 
en fase de 
adecuación 
subjetiva 
Atipicidad 
subjetiva: Error 
de tipo sobre el 
objeto material 
o sobre los 
elementos 
normativos. 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Lesión para los 
bienes jurídicos 
comprometidos. 
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo, ejercicio 
de un derecho, 
actividad lícita. 
Admisibles: 
Cumplimiento 
de un deber, 
ejercicio de un 
derecho, cargo 
público, estado 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: 
Insuperable 
coacción ajena. 
Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Causales de 
inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento 
de la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición. 
Penas 
principales 
consagradas 
bajo la 
modalidad 
expresa de 
topes 
máximos y 
mínimos. 
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gasoducto, 
Poliducto, 
cualquier otro 
medio de 
transporte 
- Fuente 
inmediata de 
abastecimiento 
- Planta de 
bombeo 
- Mecanismos 
legalmente 
autorizados de 
identificación: 
Sustancias, 
marcadores, 
detectores, 
reveladores 
transportar, almacenar, 
conservar, poseer, vender, 
ofrecer, financiar, 
suministrar, comercializar. 
Inc. 2
o
. Destinar, autorizar, 
tolerar, realizar actividades 
de facilitación. Elementos 
descriptivos: Sin 
especificación de 
circunstancias de tiempo, 
modo y lugar. 
Objeto jurídico: Orden 
económico-social. Orden y 
licitud del trasporte y 
distribución de 
hidrocarburos, sus 
derivados y 
biocombustibles. 
Eficaz y recta impartición 
de justicia.  
Objeto material real o 
fenoménico: Inc. 1°. Es el 
objeto material o producto 
de los delitos descritos en 
los artículos 327A y 327B. 
Lo efectivamente 
conseguido con su 
realización. Inc. 2°. Bienes 
muebles o inmuebles. 
Concurso: Homogéneo 
sucesivo: Art. 441. 
Tentativa: 
Excepcionalmente se 
admite. 
de necesidad. 
Fuentes constitucionales: Arts. 8, 80, 95, 332, 334, 360. C.N. 
Concordancias legales: CP.: Arts. 239, 240, 326, 332, 333. 
C.P.P.: Arts. 33, 35, 295 y ss. 
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Coparticipación: La 
conducta se debe realizar 
sin que medie acuerdo 
previo. No puede ser 
incriminada según las 
reglas de la coparticipación. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 330) 
4.1.1.3.7. Artículo 327-D. Destilación ilegal de combustibles. 
Tabla 10 Destilación ilegal de combustibles 
Adicionado art. 1° Ley 1028 de 2006. El que sin autorización legal venda, ofrezca, distribuya o comercialice a 
cualquier título combustibles líquidos amparados mediante el artículo 1° de la Ley 681 de 2001 o las normas que 
lo modifiquen, aclaren o adicionen, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de mil (1.000) a seis 
mil (6.000) salarlos mínimos legales mensuales vigentes. 
En la misma pena Incurrirá el que con incumplimiento de la normatividad existente, adquiera, transporte, 
almacene, conserve o tenga en su poder combustibles líquidos derivados del petróleo con destino a zonas de 
frontera. 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo Subjetivo Antijuridicidad Culpabilidad Punibilidad 
- Resultado 
- Lesión 
- Conducta 
instantánea 
- Mono-
ofensivo 
 
Elementos 
normativos 
- Ausencia de 
autorización 
legal para  
comercializar. 
Sujeto activo: Indeterminado 
singular. Art. 327E. Agravante 
específica para todos los tipos 
del capítulo, por calificación 
jurídica y material del sujeto 
activo: Servidor público (art. 
20), persona que ejerza 
funciones públicas aunque no 
detente la calidad jurídico-
penal de servidor público, 
integrantes de grupos armados 
al margen de la ley.  
Sujeto pasivo: El Estado. 
Conducta: Verbo 
determinador compuesto 
Modalidad 
dogmática: 
Normativamente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: Fin 
específico 
indeterminado. 
Atipicidad 
subjetiva: Error 
de tipo sobre el 
objeto material 
o los elementos 
descriptivos y 
normativos. 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Lesión para los 
bienes jurídicos 
comprometidos. 
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo, 
cumplimiento 
de un deber, 
orden legítima, 
ejercicio de un 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: 
Insuperable 
coacción ajena. 
Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Causales de 
inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento 
Penas 
principales 
consagradas 
bajo la 
modalidad 
expresa de 
topes 
máximos y 
mínimos. 
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- 
Combustibles 
líquidos 
amparados 
por el artículo 
1° Ley 681 de 
2001 o 
normas que lo 
modifiquen, 
aclaren o 
adicionen 
- 
Normatividad 
vigente para 
comercializar, 
transporte o 
tenencia de 
combustibles 
líquidos 
derivados del 
petróleo con 
destino a 
zonas de 
frontera 
alternativo: 
Inc. 1°. Vender, ofrecer, 
distribuir, comercializar. 
Inc. 2°. Adquirir, transportar, 
almacenar, conservar, tener. 
Elementos descriptivos: Inc. 
1°. Sin especificación de 
circunstancias de tiempo, modo 
y lugar. Inc. 2
o
. Cualificación 
del objeto material: destinado a 
zona de frontera. 
Objeto jurídico: Orden 
económico-social. Orden y 
licitud del trasporte y 
distribución de hidrocarburos, 
sus derivados y 
Biocombustibles. Manejo de 
los mismos con destino a zonas 
de frontera. 
Objeto material: Real. Inc. 1°. 
Combustibles líquidos 
amparados por el artículo 1° 
Ley 681 de 2001. Inc. 2
o
. 
Combustibles líquidos 
destinados a zonas de frontera. 
Concurso: Homogéneo 
sucesivo: Arts. 327A, 327B. 
Tentativa: Admite 
excepcionalmente.  
Coparticipación: Admite 
determinación y complicidad. 
derecho, 
actividad lícita, 
cargo público 
Admisible: 
Estado de 
necesidad. 
de la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición. 
Fuentes constitucionales: Arts. 8, 80, 332, 334, 360. C.N. 
Concordancias legales: CP.: Arts. 239, 240, 326, 332, 333. 
C.P.P.: Arts. 33, 35, 295 y ss. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 331) 
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ANALISIS 
a. Clasificación 
-Tipo de simple conducta 
-Tipo de lesión 
-Tipo de conducta instantánea 
-Tipo pluri-ofensivo 
b. Conducta 
-Verbo  determinador compuesto alternativo 
 Para el inciso 1° de la norma se comprenden las acciones de vender, ofrecer, distribuir 
o comercializar. 
 El inciso 2° incluyen los verbos, también relativos, de adquirir, transportar, almacenar, 
conservar o tener. Reitero mi criterio acerca de que esta técnica de tipificación puede 
convertir el modelo típico en una larga enunciación de acciones cuyos núcleos 
presentan sinonimia relativa o absoluta, lo cual a su vez incide desfavorablemente en la 
labor interpretativa  y excluye comportamientos que contiene el mismo fundamento de 
incriminación. 
 Así, no se incorporan las acciones de financiamiento y patrocinio, que a nuestro juicio 
tienen idéntico soporte de acriminación; pero, por otro lado, el ofrecimiento siempre 
estará presente en la venta y en la distribución.  
c. Objeto Material  
Técnica de tipificación. En forma inusitada este tipo penal, en el inciso 1° remite la 
determinación del objeto material a los combustibles líquidos amparados por el artículo 1° de 
la ley 681 de 2000 o a las normas que lo modifiquen, aclaren o adicionen, se trata, sin más, de 
una inadecuada técnica legislativa que infortunadamente aparece con alguna reiteración en el 
estatuto sustancial para el diseño de elementos normativos de naturaleza jurídica, los cuales, 
como ya es sabido exigen para su cabal determinación el examen de la normatividad 
extrapenal que viene a llenar o a colmar el soporte típico. 
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Sin embargo, no es necesario ni conveniente que el legislador penal mencione 
expresamente la norma extrapenal de remisión, pues sobre esta pueden recaer modificaciones 
o complementaciones lo cual en principio no entraña graves problemas, pero además bien 
puede ser derogada y reemplazada, casos en los cuales el contenido típico debe decaer en 
absoluto; en otros términos con esta errada técnica, la vigencia del tipo penal depende 
expresamente de la vigencia de la norma de remisión e imprime al ordenamiento penal la 
misma inestabilidad que por su propia naturaleza tienen las normas de otras áreas del derecho, 
por ejemplo, las normas de carácter administrativo. 
El derecho penal por ser el instrumento de control social más fuerte y radical, tiene una 
vocación de permanencia hasta el punto de habérsele denominado como “constitución 
negativa” razón por la cual, adicionalmente no puede estar sujeto a los problemas 
circunstanciales que sin duda afectan a muchos sectores de la normatividad civil, 
administrativa, tributaria, etc. 
Pues bien como ya se puede observar el legislador colombiano trato de superar la 
anterior critica, cuando luego especificar la norma de reenvío procura aclarar la problemática 
diciendo “”..”” o a las normas que modifiquen, aclaren o adicionen…” sin percatarse de que la 
referida normatividad podía ser derogada y reemplazada por otra, en cuyo caso el tipo penal 
simultáneamente perdería vigencia o exigiría una reforma inmediata o paralela, sometiendo 
con esto a la normatividad penal a los mismo altibajos que puede padecer la legislación  de 
temas energéticos. Hubiese sido más adecuada la redacción que tantas veces se observa en el 
estatuto “el que sin autorización legal realice actos de tráfico o comercialización, a cualquier 
título, sobre combustible líquidos amparados legalmente que tengan por destino zonas de 
frontera o se  encuentren en ellas “. 
No obstante nuestra inconformidad con la errónea técnica legislativa que hemos hecho 
presente, pasamos a analizar el contenido de la norma de reenvío expreso. 
-Elemento normativo expreso del objeto material. En primer lugar, aclaramos que la Ley 681 
de 2001 fue modificado por la Ley 788 de 2002, reforma que por lo pronto no modificó el 
artículo 1° de aquella, regla a la cual se debe contraer mientras permanezca en vigencia la 
interpretación del artículo 327D del estatuto penal. En segundo término también observamos 
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que el artículo 1° de la Ley 191 de 1995, con lo cual, en realidad, la norma de remisión para 
efectos típicos, actualmente es el artículo 19 de la última normatividad mencionada. 
Pues bien, el referido artículo 19 de la Ley 191 interviene la distribución de 
combustible líquidos derivados del petróleo en los departamentos y municipios ubicados en 
zonas de frontera, encargando dicha actividad exclusivamente a Ecopetrol, previo visto buenos 
del Ministerio de Minas y Energía. 
Así, Ecopetrol se encarga de la distribuir combustible en los territorios mencionados, 
ya sea importándolos del respectivo país vecino o suministrando los producidos en Colombia. 
Seguidamente se autoriza a dicha empresa para ceder o contratar, total o parcialmente, con 
distribuidores mayoristas reconocidos y registrados ante el Ministerio de Minas y Energía o 
con otros terceros aprobados y registrados por el mismo ministerio, la importación, transporte, 
almacenamiento, distribución o venta de los combustibles. 
Pero además, la norma administrativa dispone que los combustibles líquidos derivados 
del petróleo, distribuidos por el Ecopetrol en las zonas de frontera, en forma directa o 
mediante cesión o contratación, estarán exentos de los impuestos de arancel, IVA e impuesto 
global; por lo cual hemos inferir que tales combustibles son el objeto material de la conducta 
descrita en el inciso 1° del articulo 327D. 
Finalmente el inciso 2° de la norma también contiene un tipo penal con objeto material 
real; que comprendemos como un aparente afán legislativo por ampliar a todo el territorio 
nacional la ubicación de los combustibles líquidos, derivados del petróleo, destinados a 
abastecer zonas fronterizas. 
4.1.1.3.8. Artículo 327-E. Circunstancias genéricas de agravación. 
Tabla 11 Circunstancias genéricas de agravación 
Adicionado art. 1° Ley 1028 de 2006. Cuando alguno de los delitos previstos en este capítulo se cometiere por 
servidor público, persona que ejerza funciones públicas o Integrantes de grupos armados organizados al 
margen de la ley, las penas respectivas se aumentarán en una tercera parte a la mitad 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo 
Subjetivo 
Antijuricidad Culpabilidad Punibilidad 
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- Resultado 
- Lesión 
- Conducta 
instantánea 
- Mono-
ofensivo 
- De 
aplicación 
principal 
Sujeto activo: 
Calificado 
jurídicamente y 
singular: Particular, 
calificación negativa, 
quien no sea servidor 
público no haya 
ejercido funciones 
públicas en los dos 
años anteriores. 
Sujeto pasivo: El 
Estado.  
Conducta:  
Verbo determinador 
simple: Obtener 
incremento 
patrimonial no 
justificado. Elementos 
descriptivos: 
Indeterminación de 
topes máximos y 
mínimos de 
incrementos. De 
medio: La forma de 
realización puede ser 
directa o indirecta, el 
incremento puede ser 
para sí o para otro. 
La acción efectual no 
encuentra justificación 
o fundamento, salvo 
la realización de 
actividades delictivas. 
Objeto jurídico: 
Modalidad 
dogmática: 
Normativa y 
materialmente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: Fin 
específico 
indeterminado. 
Atipicidad 
subjetiva: 
Error de tipo 
sobre el objeto 
material o los 
elementos 
descriptivos. 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Lesión para los 
bienes jurídicos 
comprometidos. 
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo, 
cumplimiento 
de un deber, 
orden legítima, 
ejercicio de un 
derecho, 
actividad lícita, 
cargo público, 
estado de 
necesidad 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad 
de comportam 
/to diferente: 
Insuperable 
coacción ajena. 
Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Causales de 
inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento 
de la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición 
Ley 890 de 
2004: 
Prisión de 8 
a 15 años. 
Multa no se 
incrementa 
en virtud de 
la Ley 890 
(art. 39 
CP.). 
Elementos 
Normativos 
. Incremento 
patrimonial 
injustificado. 
- Reiteración 
necesaria del 
elemento 
antijurídico. 
- Derivación 
directa o 
indirecta de 
actividades 
delictivas. 
Fuentes Constitucionales: Art. 44. C.N. 
Fuentes Internacionales: Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 16-12-66, adoptado Ley 74/68; 
Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, "Protocolo de San Salvador", 17-11-88, Ley 319/96 
Jurisprudencia: C. Const.: Sents. C-319, 18-07-96, M.P. Naanjo 
Mesa; SU-1300, 06- 12-01, M.P. Monroy Cabra. CS. de J.: Sents. 
de cas. 21-11-90, M.P. Duque Ruiz; 02- 09-93, M.P. Gómez 
Velásquez; 27-10-93, M.P. Gómez Velásquez; 24-02-95, M.P. Páez 
Velandia; 07-11-99, M.P. Arboleda Ripoll 
Concordancia Legales: CP.: Arts. 16, 340, 412. C.P.P.: Arts. 35, 
36. 
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Orden económico-
social. Licitud del 
tráfico económico. 
Objeto material: 
Incremento 
patrimonial. 
Concurso: 
Heterogéneo sucesivo: 
Arts. 244, 323, 324, 
340, 375, 376, 377, 
378. 
Tentativa: No 
admite. Tipo 
insubsistente. 
Coparticipación: 
Admite determinación 
y complicidad 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 332) 
COMENTARIOS 
Se incorpora agravación cuantitativa de la pena para la realización de cualquiera de las 
conductas incorporadas al capítulo por parte de servidor público persona que ejerza funciones 
públicas o integrantes de  grupos armados al margen de la ley. 
Se comprende así al servidor público dentro de la genérica o amplia comprensión del 
articulo 20 C.P y cuyo contenido estricto estudiamos en el capítulo XV de esta parte especial; 
si se repasa el tenor de esta norma general se advertirá que la frase “persona que ejerza 
funciones públicas” es absolutamente material de la infracción debe existir alguna relación, 
directa o indirecta, que permita afirmar abuso de la función o del cargo, para que pueda 
derivarse la agravante; de no observarse tal conexión, el servidor público ocupa en la parte 
activa la posición de extraneus. 
El enunciado “grupos armados organizados al margen de la ley”, debe comprenderse 
en sentido amplio, con lo cual quedan inmersos los grupos insurgentes, guerrilleros, los 
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escuadrones de la muerte, los grupos paramilitares y las bandas de justicia privada, concepto 
que, entre otros, también incorpora el artículo 341. 
Así mismo, estimamos que la equiparación del nivel punitivo de agravación entre 
servidores públicos y miembros de grupos armados al margen de la ley, parece por lo menos 
irritante desde los planos sistemáticos y  político criminal. 
4.1.1.4. Delitos contra los Recursos Naturales y el Medio Ambiente 
4.1.1.4.1. El Bien Jurídico Tutelado 
a). Nuestro legislador independiza en el presente Titulo los llamados genéricamente delitos 
contra ecológico: se ha considerado tanto el contenido estrictamente económico como las 
repercusiones sociales de todas las conductas indiscriminadas. Se tiene a los recursos naturales 
como factores de producción y consumo, cuya utilización debe ser regulada en ejercicio del 
poder de intervencionista; además, el equilibrio ecológico es factor que proporciona calidad de 
vida a los coasociados y es también un elemento de conservación y regulación social. 
b). Así, se tipifican conductas que amenazan o rompen el equilibrio ecológico, las se 
incriminan y sancionan como atentados que simultáneamente afectan bienes tales como el 
orden económico social, la salud pública, la protección del medio ambiente y al recurso 
natural; englobándolos dentro de un interés genérico denominado, “los recursos naturales y el 
ambiente. 
4.1.1.4.2. Artículo 331 Daño en los Recursos Naturales 
La Ley 1453 de 2011 en su artículo 33 modificó y aumentó la pena de este delito en los 
siguientes términos: 
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando: 
• Se afecten ecosistemas naturales, calificados como estratégicos que hagan parte 
del Sistema Nacional, Regional y Local de las áreas especialmente protegidas. 
• Cuando el daño sea consecuencia de la acción u omisión de quienes ejercen 
funciones de control y vigilancia. 
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Tabla 12 Daños en los recursos naturales 
El que, con incumplimiento de la normatividad existente destruya, inutilice, haga desaparecer  o de cualquier otro 
modo dañe los recursos naturales a que se refiere este título, causándoles una gran afectación o a los que estén 
asociad con estos o se afecten áreas especialmente protegidas, incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6) años y multa 
de cien (100) a diez mil (10.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
CLASIFICACIÓN  TIPO 
OBJETIVO  
TIPO 
SUBJETIVO  
ANTIJURIDICIDAD CULPABILIDAD PUNIBILIDAD 
• Resultado  
• Lesión  
• Conducta 
instantánea  
• Pluri-ofensivo  
   
ELEMENTOS 
NORMATIVOS  
   
• Recursos 
fáunicos 
• Recursos 
forestales 
• Recursos 
florísticos 
• Recursos 
mineros 
• Recursos 
hidrobiológic
Sujeto activo: 
Indeterminado 
singular. Sujeto 
pasivo: El 
Estado.  
Conducta: 
Verbo 
determinador 
compuesto 
alternativo: 
Destruir, 
inutilizar, hacer 
desaparecer, 
dañar. Elementos 
descriptivos: Con 
incumplimiento 
de la legislación 
existente en 
materia de 
protección de 
recursos 
naturales. De 
resultado: Se 
Modalidad 
dogmática: 
Normativament
e doloso. 
Complemento 
subjetivo: 
Ausencia de 
finalidad 
específica. 
Atipicidad 
subjetiva: Error 
de tipo sobre el 
objeto material 
o los elementos 
descriptivos. 
Juicio de 
contradicción 
material: Lesión 
efectiva a los recursos 
naturales. Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento del 
sujeto pasivo, orden 
legítima, ejercicio de 
un derecho, actividad 
lícita, cargo público. 
Admisibles: 
Excepcionalmente 
cumplimiento de un 
deber. Estado de 
necesidad. 
 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por inexigibilidad 
de 
comportamiento 
diferente: Fuerza 
mayor, caso 
fortuito, 
insuperable 
coacción ajena, 
miedo insuperable. 
Por incapacidad 
de culpabilidad: 
Causas de 
inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento de 
la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición. 
 
Ley 890 de 
2004: 
Prisión de 32 a 
108 meses. 
Multa de 133.33  
a 15000 
SMLMV. La 
pena pecuniaria  
está fijada 
dentro  de 
amplísimos 
topes mínimos y 
máximos, lo que 
contribuyó a la 
subjetividad en 
la aplicación. 
 
Fuentes constitucionales: Arts. 8, 48, 49, 58, 79. C.N. 
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os 
• Recursos 
agrícolas 
• Zonas de 
reserva forestal 
• Área 
especialmente 
protegida   
exige la 
producción 
efectiva de una 
grave afectación 
a los recursos 
objeto material de 
la infracción o a 
los recursos que 
estén asociados a 
ellos o la 
afectación de 
áreas 
especialmente 
protegidas. 
Objeto jurídico: 
Recursos 
naturales.  
Objeto material 
real: Recursos 
naturales 
protegidos en el 
título 11: 
Recursos 
fáunicos, 
forestales, 
florísticos, 
mineros, 
hidrobiológicos, 
agrícolas, zonas 
de reserva 
forestal. 
Concurso: 
Heterogéneo 
sucesivo: Art. 
350. Se excluye: 
Fuentes internacionales: Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, 16-12-66, adoptado Ley 74/68; Declaración de Río 
sobre Desarrollo y Medio Ambiente, 14-06-92; Protocolo adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo de San Salvador", 17-11-88, 
Ley 319/96. 
Concordancias legales: CP.: Arts. 58, 203, 258, 262, 265, 266, 309, 350. 
C.P.P.: Art. 36. 
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Arts. 265, 266. 
Tentativa: Sí 
admite. Tipo de 
ejecución 
gradual. 
Coparticipación: 
Admite coautoría, 
determinación y 
complicidad. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 333) 
ANALISIS 
a. Clasificación 
-Tipo de resultado 
-Tipo de lesión 
-Tipo de conducta instantánea 
-Tipo pluri-ofensivo 
b. Conducta 
-Verbo determinador compuesto alternativo: Destruir, inutilizar, hacer desaparecer o dañar. 
-la hipótesis de comportamiento fueron determinadas con respecto al artículo 304 del C.P. 
-la norma de 1980 derogada expresamente por la ley 491 de 1999 en forma estricta y con muy 
aceptable sencillez dogmática, describía un tipo de simple resultado, peligro, conducta 
instantánea, pluriofensivo y subsidiario. 
El nuevo estatuto conserva la acción determinada por los verbos alternativos destruir, 
inutilizar, hacer desaparecer o dañar, todos los cuales, sin duda, exigen que se produzcan 
resultados modificativos del objeto material en el orden naturalistico, pero introduce un 
segundo resultado, que si bien puede tener algún fundamento criminológico, es anti técnico. 
Así, el simple daño, destrucción, inutilización o desaparecimiento de recursos naturales, queda 
descriminalizado; para que el comportamiento ingrese a la órbita penal es necesario que tales 
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acciones causen una grave afectación al objeto material o a los objetos directamente 
relacionados con él, o que la acción produzca una afectación en áreas en que en especial han 
sido protegidas.  
Con métodos estricto, el primer resultado aquel producido por las acciones básicas es del todo 
innecesario y su presencia en la descripción tan solo genera dificultades en el proceso de 
adecuación que terminan excluyendo multiplicidad de comportamientos que tienen idéntico 
fundamento de incriminación. 
Bastaría con la acción de causar grave afectación a los recursos naturales como resultado 
básico para incriminarlo, sin ser necesario que a ese suceso lo haya precedido daño, 
destrucción ,inutilización o desaparecimiento; pero tal como quedo redactado el tipo, no entra 
en el ámbito del derecho penal la afectación grave de recursos naturales que no la haya 
generado alguna de las acciones básicas, porque es claro el objeto material puede en múltiples 
casos verse afectados gravemente sin que medie si destrucción o daño, pero tales hipótesis, por 
desdicha, quedaran excluidas de la tipificación penal. 
c. Objeto Material Real 
Se surte la ampliación del objeto material a todos aquellos bienes, objetos y recursos asociados 
a los recursos naturales contemplados en todos los tipos penales descritos en el Titulo XI de la 
parte especial del estatuto. Así, recursos renovables y no renovables, recursos fáunicos, 
forestales, mineros, recursos hidrobiológicos, zonas de reserva forestal, parques nacionales y 
recursos agrícolas. 
d. Tentativa 
Para la tipicidad de la acción se exige que en efecto se produzca el resultado material de la 
conducta, por ello admite cabalmente la modalidad tentada, el comienzo de los actos 
ejecutivos inequívocos no indica necesariamente que se perfeccione la infracción. 
e. Formas Agravadas 
Las referencias normativas que determinan los elementos normativos de las nuevas agravantes 
se en encuentran en la ley 99 de 1993, en el código de recursos naturales renovables CRN y en 
la Ley 65 de 1994 por medio de la cual se ratifica el convenio de diversidad biológica 
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ecosistemas estratégicos, área protegida, área de manejo especial, áreas protegidas regionales, 
departamentales y municipales. 
4.1.1.4.3. Artículo 332 Contaminación Ambiental 
La Ley 1453 de 2011 modificó la pena de este delito en los siguientes términos: 
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando en la comisión de 
cualquiera de los hechos descritos en el artículo anterior sin perjuicio de las que puedan 
corresponder con arreglo a otros preceptos de este Código concurra alguna de las 
circunstancias siguientes: 
1. Cuando la conducta se realice con fines terroristas sin que la multa supere el equivalente a 
cincuenta mil (50.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes.  
2. Cuando la emisión o el vertimiento supere el doble de lo permitido por la normatividad 
existente o haya infringido más de dos parámetros. 
3. Cuando la contaminación, descarga, disposición o vertimiento se realice en zona protegida o 
de importancia ecológica.  
4. Cuando la industria o actividad realice clandestina o engañosamente los vertimientos o 
emisiones. 
5. Que se hayan desobedecido las órdenes expresas de la autoridad administrativa de 
corrección o suspensión de las actividades tipificadas en el artículo anterior. 
6. Que se haya ocultado o aportado información engañosa o falsaria sobre los aspectos 
ambientales de la misma. 
Tabla 13 Contaminación Ambiental 
El que, con Incumplimiento de la normatividad existente, contamine el aire, la atmósfera o demás componentes 
del espacio aéreo, el suelo, subsuelo, las aguas o demás recursos naturales en tal forma que ponga en peligro la 
salud humana o los recursos fáunicos, forestales, florísticos o hidrobiológicos, incurrirá, sin perjuicio de las 
sanciones administrativas a que hubiere lugar, en prisión de tres (3) a seis (6) años y multa de cien (100) a 
veinticinco mil (25.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. La pena se aumentará de una tercera parte 
a la mitad cuando la conducta se realice con fines terroristas, sin que la multa supere el equivalente a cincuenta 
mil (50.000) salarlos mínimos legales mensuales vigentes. 
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Clasificación Tipo Objetivo Tipo Subjetivo Antijuridicidad Culpabilidad Punibilidad 
- Resultado 
- Lesión 
- Conducta 
instantánea 
- Pluri-
ofensivo 
Elementos 
normativos 
- Legislación 
protectora del 
medio 
ambiente 
- 
Contaminación 
ambiental 
- Recursos 
naturales 
- Medio 
ambiente 
Sujeto activo: 
Indeterminado singular. 
Sujeto pasivo: El Estado.  
Conducta: 
Verbo determinador simple: 
Contaminar. 
Elementos descriptivos: De 
modo: Con el 
incumplimiento de la 
normatividad existente. 
De contenido efectual: La 
acción debe amenazar la 
salud humana o los recursos 
fáunicos, forestales, 
florísticos, hidrobiológicos. 
Objeto jurídico: Medio 
ambiente.  
Objeto material real: Aire, 
atmósfera, restantes 
componentes del espacio 
aéreo, suelo, subsuelo, 
aguas, recursos naturales en 
general.  
Concurso: Heterogéneo 
sucesivo: Arts. 261, 262 
265. 
Se excluye: Art. 371. 
Tentativa: No admite. Tipo 
insubsistente. 
Coparticipación: Admite 
coautoría, determinación y 
Modalidad 
dogmática: 
Normativamente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: 
Inc. 1°. Fin 
específico 
indeterminado. 
Inc. 2
o
. 
Agravación 
punitiva para la 
acción realizada 
con fines 
terroristas. 
Atipicidad 
subjetiva: Error 
sobre la acción, 
el objeto 
material, los 
elementos 
normativos 
Juicio de 
contradicción 
material: Lesión 
al medio 
ambiente. Causas 
de justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto pasivo, 
ejercicio de un 
derecho, actividad 
lícita, cargo 
público. 
Admisibles: 
Excepcionalmente 
cumplimiento de 
un deber, orden 
legitima. Estado 
de necesidad. 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: 
Fuerza mayor, 
caso fortuito, 
insuperable 
coacción ajena.  
Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Causas de, 
inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento 
de la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición. 
Ley 890 de 
2004: 
Inc. 1°. 
Prisión de 4 
a 9 años. 
Multa de 
133.33 a 
37.500 
SMLMV. 
Esta pena 
pecuniaria 
está fijada 
dentro de 
amplísimos 
topes 
mínimos y 
máximos, lo 
que 
contribuye a 
la 
subjetividad 
en la 
aplicación.  
Inc. 2
o
. 
Incremento 
punitivo en 
dos 
proporciones 
-de una 
tercera parte 
a la mitad- 
la menor 
aplicable al 
mínimo y la 
94 
complicidad. mayor al 
máximo de 
la pena 
considerada 
en el inciso 
1° (art. 60 
N° 4). Sin 
que la pena 
de multa 
supere los 
50.000 
SMLMV 
(art. 39  
Fuentes constitucionales: Arts. 8, 48, 49, 58, 79. C.N. 
Fuentes internacionales: Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 16-12-66, adoptado Ley 74/68; 
Declaración de Río sobre Desarrollo y Medio Ambiente, 14-06-92; 
Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, "Protocolo de San Salvador", 17-11-88, Ley 319/96. 
Concordancias legales: CP.: Arts. 58, 258. C.P.P.: Art. 36. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 337) 
4.1.1.4.4. Artículo 333 - Contaminación Ambiental Culposa por Explotación de 
Yacimiento Minero o Hidrocarburo. 
Tabla 14 Contaminación Ambiental Culposa por Explotación de Yacimiento Minero o Hidrocarburo 
El que por culpa al explorar, explotar o extraer yacimiento minero o de hidrocarburos, contamine aguas, suelo, 
subsuelo o atmósfera, incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años, y multa de cien (100) a cincuenta mil 
(50.000) salarlos mínimos legales mensuales vigentes. 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo Subjetivo Antijuridicidad Culpabilidad Punibilidad 
- Resultado 
objetivo 
Sujeto activo: 
Indeterminado singular.  
Modalidad 
dogmática: 
Normativamente 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
Ley 890 de 
2004: 
Prisión de 32 
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- Lesión 
- Conducta 
instantánea 
- Mono-
ofensivo 
Elementos 
normativos 
- Yacimiento 
minero 
- Yacimiento e 
hidrocarburos 
- 
Contaminación 
ambiental 
- Medio 
ambiente. 
Sujeto pasivo: El Estado.  
Conducta: Verbo 
determinador simple: 
Contaminar. 
Elementos descriptivos: La 
acción incriminada se debe 
realizar en el momento de 
explorar, explotar o extraer 
yacimiento minero o de 
hidrocarburos. 
Objeto jurídico: Medio 
ambiente.  
Objeto material: Aguas, 
suelo, subsuelo o atmósfera.  
Tentativa: No admite. Tipo 
insubsistente. 
Coparticipación: Admite 
coautoría. 
culposo.  
Complemento 
subjetivo: Fin 
específico 
indeterminado.  
Atipicidad 
subjetiva: Error 
de tipo. 
Inexistencia de 
culpa por 
ausencia de 
objeto material. 
Lesión efectiva 
al medio 
ambiente.  
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo, 
cumplimiento 
de un deber 
legal, orden 
legítima, 
ejercicio de un 
deber o cargo, 
legítima 
defensa, 
ejercicio de 
actividad lícita.  
Admisibles: 
Estado de 
necesidad. 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: Caso 
fortuito, fuerza 
mayor. 
Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Inimputabilidad. 
Inmadurez 
sicológica, 
trastorno mental, 
diversidad 
sociocultural. 
Por falta de 
conocimiento 
de la 
antijuridicidad: 
Excepcional 
mente error de 
prohibición. 
a 90 meses. 
Multa de 
133.33 a 
50.000 
SMLMV. 
De acuerdo 
con el art. 39 
N° 1° la pena 
de multa no 
puede 
superar 
50.000 
SMLMV. 
La pena 
pecuniaria 
está fijada 
dentro de 
topes mín. y 
máx.  lo que 
contribuye a 
la 
subjetividad 
en la 
aplicación. 
Fuentes constitucionales: Arts. 8, 48, 49, 58, 79. C.N. 
Fuentes internacionales: Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 16-12-66, adoptado Ley 74/68; 
Declaración de Río sobre Desarrollo y Medio Ambiente, 14-06-92; 
Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, "Protocolo de San Salvador", 17-11-88, Ley 319/96. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 338) 
ANALISIS  
a. Deficiencias Dogmáticas 
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Tenía mejor redacción la modalidad culposa derogada y mejores fundamentos criminológicos. 
Salta a la vista  que la aprobación de este nuevo tipo penal fue en absoluto precipitada, su 
redacción es errática a tal punto que no creemos posible que algún Juez o Fiscal se aventure a 
adecuar al mismo algún comportamiento. En otros términos, el presupuesto objetivo no se 
encuentra completo, ya que a los verbos determinadores provocar, contaminar o realizar no se 
les agrega, en la redacción efecto o consecuencia, con los que no es posible descifrar que es lo 
que se debe provocar o realizar. Con lo anterior no se describe comportamiento alguno. 
 No obstante el anterior, realizamos la disección de este anti técnico tipo penal y a nivel 
informativo y comparativo mantenemos los   comentarios a la anterior redacción normativa. 
b. Clasificación 
-Tipo de resultado objetivo 
-Tipo de lesión 
-Tipo de conducta instantánea 
-Tipo mono-ofensivo 
 c. Sujeto Activo: Indeterminado singular. 
 d. Sujeto Pasivo: El Estado 
 e. Conducta 
-Verbo determinador compuesto: Provocar, contaminar o realizar. 
-Elementos descriptivos de modo: Directa o indirectamente 
-Elementos descriptivos de tiempo: La acción incriminada se debe realizar en el momento de 
extraer, excavar, explorar, construir, montar, explotar, beneficiar, transformar, transportar en 
actividad minera o de hidrocarburos. 
 f. Objeto Material: Aguas, suelo, subsuelo o atmosfera. 
 g. Elementos Normativos: Yacimiento minero, yacimiento de hidrocarburos, 
contaminación ambiental. 
 h. Descripción Legal Derogada Ley 599 De 2000 
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ART 333: El que por culpa al explorar o extraer yacimientos minero o de hidrocarburos, 
contamine aguas, suelo, subsuelo o atmosfera, incurrirá en prisión de dos (02) a cinco (05) 
años y multa de cien (100) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
Nota: De acuerdo con el incremento general de penas prescrito en el artículo 14 de la ley 890 
de 2004, a partir del 1° enero de 2005, los limites mínimo y máximo de prisión para esta  
conducta estarán entre 32 y 90 meses. 
 i. COMENTARIOS 
-La acción incriminada por este nuevo tipo de modalidad culposa es “contaminar”; explotar, 
explorar, extraer, constituyen el comportamiento base que no reviste connotación ilícita, y si, 
por el contrario, puede ser acto realizado con plena observancia “de la normatividad 
existente”, de acuerdo con la terminología adoptada por el nuevo estatuto en el presente título. 
 De lo contrario la conducta quedara bajo represión administrativa, o hipotéticamente 
podrá configurar; por ejemplo el delito de violación  de fronteras para explotar recursos 
naturales (art 329 CP) o el del daño a estos (CP art 331) si se llenan todos los respectivos 
elementos estructurales. 
 Así, si el acto inicial de explotación es ilegal o no autorizado y por culpa se genera la 
contaminación incriminada, la primera será de resorte administrativo y la segunda se deberá 
sancionar por vía del presente tipo. 
 Lo anterior es claro, puesto que el explorar, explotar y extraer ilícitamente recursos 
naturales, aunque sean de yacimiento minero o de hidrocarburos, no está incriminada, en 
modalidad dolosa o culposa, en el nuevo ordenamiento, solo ingresa al ámbito penal si el 
agente  es extranjero, en otras palabras, dichas acciones realizadas dolosa o culposamente por 
un nacional, servidor público o particular, solo pueden ingresar al campo sancionatorio de 
orden administrativo. 
 Obsérvese que el ilícito aprovechamiento de recursos naturales tipificado por el nuevo 
artículo 328 CP, tiene un objeto material restringido en dos aspectos: en primer término, debe 
tratarse de recursos naturales renovables, según la propia denominación típica y en segundo 
lugar, la acción debe recaer sobre especímenes,  productos o partes de especies amenazadas o 
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en vía de extinción de naturaleza fáunica, forestal, florística o hidrológica o los recursos 
genéticos y por ello el objeto material de la acción base del presente delito culposo queda 
excluida totalmente. 
Dentro del nuevo concepto normativo de la modalidad culposa de la conducta punible; 
encontramos que la acción incriminada debe ser fruto de haberse infringido un deber objetivo 
de cuidado previsible, por ello, en el presente caso, la infracción al deber puede provenir del 
no cumplirse el reglamento administrativo que regula el desarrollo de la actividad, o 
simplemente de la violación de las normas generales de cuidado, diligencia y prudencia que le 
son inherentes. 
4.1.1.4.5. Artículo 338 Explotación ilícita de yacimientos mineros y otros materiales 
Tabla 15 Explotación ilícita de yacimientos mineros y otros materiales 
El que sin permiso de autoridades competentes o con incumplimiento de la normatividad existente, explote, 
explore o extraiga  yacimientos mineros, o explote arena, material pétreo o de arrastre de los causes y orilla de los 
ríos por medios capaces de causar graves daños  a los recursos naturales o al medio ambiente, incurrirá en prisión 
de dos (2) a ocho (8) años y multa de cien (100) a cincuenta mil (50.000) S.M.L.M.V. 
CLASIFICACIÓN TIPO OBJETIVO TIPO 
SUBJETIVO 
ANTIJURIDICIDAD CULPABILIDAD PUNIBILIDAD 
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- Resultado 
objetivo 
- Peligro 
- Conducta 
permanente 
- Pluri-ofensivo 
ELEMENTOS 
NORMATIVO
S 
- Permiso de 
autoridad 
competente para 
la explotación 
de recursos 
mineros o 
pétreos 
- Normatividad 
de protección y 
regulación de la 
actividad 
minera 
- Recursos 
naturales 
- Medio ambiente 
Sujeto activo: 
Indeterminado 
singular. Sujeto 
pasivo: El Estado. 
Conducta: 
Verbo 
determinador 
compuesto 
alternativo: 
Explotar, explorar 
o extraer. 
Elementos 
descriptivos: Sin 
permiso de 
autoridad 
competente o 
incumpliendo la 
legislación de 
exploración 
minera. De 
contenido 
efectual: 
Idoneidad del 
objeto material 
para causar daño 
grave a los 
recursos naturales 
o al medio 
ambiente. 
Objeto jurídico: 
Recursos 
naturales. 
Recursos mineros, 
pétreos, areneros. 
Objeto material: 
Modalidad 
dogmática: 
Normativament
e doloso. 
Complemento 
subjetivo: Fin 
específico 
indeterminado. 
Atipicidad 
subjetiva: Error 
de tipo sobre los 
elementos 
normativos o el 
elemento 
material. 
Juicio de 
contradicción 
material: Peligro 
efectivo para los 
recursos naturales 
considerados. 
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento del 
sujeto pasivo, 
cumplimiento de un 
deber, orden 
legítima, actividad 
lícita, cargo público. 
Admisibles: 
Excepcionalmente 
ejercicio de un 
derecho. Estado de 
necesidad. 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad de 
comportam/to 
diferente: Fuerza 
mayor, caso 
fortuito, 
insuperable 
coacción ajena. 
Por incapacidad 
de culpabilidad: 
Causas de 
inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento de 
la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición. 
Ley 890 de 
2004: 
Prisión de 32 a 
144 meses. 
Multa de 
133.33 a 
50.000 
SMLMV. De 
acuerdo con el 
artículo 39 N° 
1° la pena de 
multa no puede 
superar 50.000 
SMLMV. La 
pena pecuniaria 
está fijada 
dentro de 
amplísimos 
topes mínimos 
y máximos, lo 
que contribuye 
a la 
subjetividad en 
la aplicación. 
 
Fuentes constitucionales: Arts. 8, 48, 49, 58, 79. C.N. 
Fuentes internacionales: Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, 16-12-66, adoptado Ley 74/68; Declaración de Río 
sobre Desarrollo y Medio Ambiente, 14-06-92; Protocolo adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo de San Salvador", 17-11-
88, Ley 319/96. 
Concordancias legales: CP.: Art. 58. C.P.P.: Art. 36. 
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Yacimiento 
minero, arena, 
material pétreo, o 
de arrastre fluvial. 
Concurso: 
Heterogéneo 
simultáneo: Arts. 
265, 351. 
Heterogéneo 
sucesivo: Arts. 
286 y ss. 
Tentativa: Se 
admite 
excepcionalmente. 
Coparticipación: 
Admite coautoría, 
determinación y 
complicidad. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 343) 
ANALISIS 
a. Clasificación 
-Tipo de resultado objetivo 
-Tipo de peligro 
-Tipo de conducta permanente 
-Tipo pluri-ofensivo. 
b. Conducta 
-Verbo determinador compuesto alternativo: Explorar, explotar o extraer. 
-Explotar es extraer beneficio de algo, sacar utilidad del objeto material; alcance comprensivo 
del verbo que denota sinonimia absoluta con la aceptación beneficiar, también incluida en la 
norma. 
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-Explorar significa reconocer, registrar, inquirir o averiguar con procedimientos y mecanismos 
adecuados un determinado lugar para obtener alguno de los objetos materiales reseñados. 
-Extraer es sacar el objeto material del sitio natural en donde se encuentra. 
c. Objeto Material Real 
Recursos mineros: Conjunto agregado de sustancias inorgánicas de explotación 
económicamente útil. Yacimiento de hidrocarburos es el sitio donde se hallan en forma natural 
los cuerpos compuestos exclusivamente por carbono e hidrogeno con específica utilización 
energética. 
 Con total casuismo y sin ninguna necesidad dogmática se enuncian objetos materiales 
como las arenas, las piedras, los sedimentos materias que posan en el fondo del agua o las 
dejan las aguas o el hielo de los cauces y orillas de los ríos. El legislador bien podía continuar 
la ejemplificación y haber enunciado las calizas, los mármoles, la piedra pómez, etc, sin 
ningún efecto dogmático y había podido restringir los objetos a la definición enunciada en 
primer lugar. 
d. Elementos Normativos 
La acción se debe realizar sin permiso de autoridad competente o sin haber cumplido la 
normatividad en vigor, en apariencia es superfluo este requisito y se debe entender apenas 
como medio de claridad  en la redacción de la norma, pues sin él la conducta incriminada sería 
absolutamente irrelevante. 
e. Concurso 
En la norma original de 1980 la conducta se podía adecuar simultáneamente al artículo 242 del 
C.P. también subrogada, en ambos casos el comportamiento y el objeto material sobre el cual 
recaía eran idénticos; se enunciaron dos posibles soluciones para su adecuación típica: “Ante 
la dualidad legislativa, el juzgador necesariamente tendrá que aplicar la normas favorable que 
lo sería el artículo 242 que tiene una pena máxima inferior en cinco años, al máximo del art 
244”. 
 Hay una diferenciación clara y concreta para efectos de la adecuación típica en un caso 
determinado: el sujeto activo del artículo 244 debe explotar el yacimiento por medio de 
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montaje industrial mientras que el del articulo 242 ha de sacar utilidad de manera más o menos 
rudimentaria. 
 Esta dificultad interpretativa ha quedado solucionada en forma acertada por la 
normatividad contenida en la Ley 491 de 1999 que de manera expresa suprimió del artículo 
242 el verbo explotar e identifico diferentemente los objetos materiales de cada uno de los dos 
tipos penales, comprensión reiterada en la sistemática asumida por el estatuto de 2000. 
4.1.1.4.6. Artículo 339 Modalidad Culposa 
Se incrimina la modalidad culposa para los delitos de daños en los recursos naturales-art. 331, 
contaminación ambiental art 332 y contaminación ambiental por explotación de yacimiento 
minero o hidrocarburo art 333-.La introducción de esta modalidad comportamental, en rubros 
tutelares tan  específicos como el presente, exige determinadas precisiones. 
Dentro del criterio normativo de la modalidad culposa de la conducta punible que fue 
adoptada con el código 2000, la acción incriminada a dicho título  debe ser fruto de la 
infracción a un deber objetivo de cuidado previsible, el cual puede provenir del 
incumplimiento del reglamento administrativo que regula el desarrollo de la actividad o de 
haber violado las normas generales de cuidado, diligencia y prudencia inherentes a ella. 
Afirmamos que la remisión genérica para incriminar la modalidad culposa de un grupo 
o género de punibles no es recomendable, porque es fruto del erróneo manejo del concepto de 
culpa, establecido como principio de la parte general. Así, esta modalidad solo puede 
admitirse en tipos de resultado naturalístico objetivo, nunca respecto de tipos de mera 
conducta, todos los tipos culposos son necesariamente de resultado. Dada la determinación 
expresa de los actos punibles sobre los cuales se hace la remisión, el legislador ha observado, 
en el presente caso, los anteriores criterios de técnica legislativa. 
4.1.1.5. Delitos contra la Seguridad Pública 
4.1.1.5.1. Bien Jurídico Tutelado 
a) Seguridad es antónimo de peligro, ambos conceptos ejercen papel importante para 
determinar el objeto de tutela del presente título, los comportamientos normatizados serán 
típicos por cuanto generan un peligro presunto para el público, para la comunidad en sentido 
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abstracto, o para un número amplio e indeterminado de sus miembros. Estas conductas 
representante una amenaza de daño o lesión de intereses jurídicos cuya titularidad está 
radicada en todos y cada uno de los miembros de la sociedad.  
b) Seguridad subjetiva: Convicción intima de cada asociado que no teme la producción de 
hecho dañoso para sí, es la tranquilidad o desprevención en el actuar social del individuo 
.sentimiento y convicción que ven como lejana la posibilidad de ser víctima de un perjuicio. 
c) Seguridad objetiva: estabilidad y control de las causas o factores que tienen la potencia 
de afectar el desenvolvimiento armónico y normal de la vida social. Se presenta como fruto 
inmediato de la actividad preventiva y represiva del Estado, que tiene su fuente en la 
obligación suprema de garantizar la vida, honra y bienes de todos los coasociados (art 2° del 
C.N) 
En su aspecto axiológico, la seguridad o inseguridad objetiva surgen como un reflejo del grado 
de respeto que tienen en determinado momento los valores primarios ético culturales 
intrínsecos a la vida en sociedad. 
d) Clásicamente, se considera que la seguridad en su aspecto objetivo y subjetivo es una 
de las finalidades del pacto social dentro de la concepción demo liberal, el hombre entrega al 
estado su soberanía para obtener seguridad. 
e) Los dos aspectos reseñados de la seguridad son objeto de tutela en el presente título 
desde un punto de vista colectivo o general; no se reprime las violaciones a derechos 
individuales en cuanto tales, más bien se reprime la inestabilidad que en el seno de la 
comunidad produce la realización de algunas de las conductas descritas, o sus consecuencias 
traumáticas sobre la tranquilidad, armonía y normal desarrollo de la vida social. 
No obstante, dados los presupuestos generales y específicos, si con la realización de 
alguna de los comportamientos aquí tipificados se atenta contra otros bienes jurídicos, de 
carácter concreto o individual, se configura concurso de delitos. 
f) La comisión en una cualquiera de las conductas aquí descritas, siempre afectara el 
sentimiento de seguridad subjetiva y en muchas ocasiones generara situaciones de peligro 
objetivo. 
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En aplicación del método dogmático la ley presume que el simple cumplimiento de la 
conducta típica genera en forma automática un peligro social, por lo anterior, la generalidad de 
los preceptos son tipos de peligro, el legislador no espera a que se produzca daño afectivo para 
reprimir la acción, basta la alarma social que ocasiona su ejecución. La seguridad se afecta con 
la mera posibilidad de daño. 
g) Peligro común: consecuencia de un hecho potencialmente dañino que hace presumir 
que la seguridad objetiva de un número indeterminado de personas está amenazada y que su 
seguridad subjetiva ha sido afectada. 
4.1.1.5.2. Artículo. 340 Concierto para delinquir. 
Tabla 16 Concierto para delinquir 
Modificado art. 8
o
 Ley 733 de 2002. Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, 
cada una de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión de tres (3) a seis (6) años. 
Inc. 2° modificado art. 19 Ley 1121 de 2006. Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, 
desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, tráfico de drogas 
tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, 
enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, o financiamiento de terrorismo y 
administración de recursos relacionados con actividades terroristas, la pena será de prisión de ocho (8) a 
dieciocho (18) años y multa de dos mil setecientos (2.700) hasta treinta mil (30.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
La pena privativa de la libertad se aumentará en la mitad para quienes organicen, fomenten, promuevan, 
dirijan, encabecen, constituyan, o financien el concierto o la asociación para delinquir 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo 
Subjetivo 
Antijuricidad Culpabilidad Punibilidad 
- Mera 
conducta. 
- Peligro.  
- Conducta 
permanente 
- Mono-
ofensivo. 
Sujeto activo: 
Indeterminado 
plural. Inc. 3
o
. 
Punibilidad 
agravada para los 
organizadores, 
promotores, 
directivos, 
Modalidad 
dogmática: 
Normativa y 
materialmente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: La 
acción se debe 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Peligro para la 
seguridad y 
confianza 
colectiva. 
Causas de 
Causas de 
inculpabilidad
: Por 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: 
Insuperable 
Ley 890 de 
2004: 
Inc. I
o
. 
Prisión de 4 a 
9 años. Inc. 
2°. Prisión de 
8 a 18 años. 
Multa de 
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- Principal e 
independiente 
 
Elementos 
normativos 
- Conducta 
punible Inc. 2. 
- Punibilidad 
agravada para 
la acción que 
tenga por 
finalidad la 
comisión de 
alguno de los 
delitos 
enunciados 
cabecillas, 
fundadores, del 
concierto.  
Sujeto pasivo: El 
Estado. 
Conducta: Verbo 
determinador 
simple: 
Concertarse. 
Elementos 
descriptivos: No 
presenta. 
Descripción 
simple. 
Objeto jurídico: 
Seguridad 
pública. 
Objeto material 
personal: Cada 
uno de los 
agentes. La 
conducta de cada 
uno recaerá sobre 
el otro u otros 
sujetos del 
acuerdo. 
Concurso: 
Heterogéneo 
sucesivo: Arts. 
103, 169, 173, 
211, 244, 309, 
323, 326, 327, 
375, 376, 377, 
realizar con la 
finalidad 
específica de 
cometer varios 
delitos. 
Atipicidad 
subjetiva: 
Error sobre el 
complemento 
subjetivo o la 
acción. 
Ausencia de 
dolo 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo, 
ejercicio de un 
derecho, 
actividad lícita. 
Admisibles: 
Excepcionalme
nte 
cumplimiento 
de un deber, 
orden legítima, 
cargo público. 
coacción ajena 
 Por 
incapacidad 
de 
culpabilidad: 
Excepcionalme
nte causas de 
inimputabilidad
.  
Por falta de 
conocimiento 
de la 
antijuridicida
d: 
Excepcionalme
nte error de 
prohibición. 
2.666.66 a 
30.000 
SMLMV. 
Ley 1121 de 
2006: Inc. 
2°. Prisión de 
8 a 18 años. 
Multa de 
2.700 a 
30.000 
SMLMV. 
Inc. 3
o
. 
Incremento 
punitivo en 
un 
proporción 
aplicable al 
mínimo y al 
máximo de la 
Infracción 
básica (art. 
60). 
Fuentes Constitucionales: Art. 2. C.N. 
Fuentes Internacionales: Declaración Universal de Derechos 
Humanos, 10-12-48; Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, 04-48; Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, 16-12-66, adoptado Ley 74/68; Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 16-
12-66, adoptado Ley 74/68; Convención Americana sobre Derechos 
Humanos de 22-10-69, adoptada por la Ley 16 de 1972; Protocolo 
adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo 
de San Salvador", 17-11-88, Ley 319/96. 
Jurisprudencia:. : CS. De J.: Sents. De Cas. 13-05-87, M.P. 
Martínez Zúñiga; 11-04-89, M.P. Dávila Muñoz; 08-09-99, M.P. 
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378. 
Homogéneo 
sucesivo: Arts. 
341, 343. Se 
excluye: Art. 471.  
Tentativa: No 
admite. Tipo 
insubsistente. 
Coparticipación: 
Necesaria. 
Admite 
determinación y 
complicidad. SI la 
acción se realiza 
con la finalidad de 
cometer un solo 
delito se debe dar 
aplicación a las 
reglas de 
coautoría, 
determinación o 
complicidad 
Pinilla Pinilla; 18-01-01, M.P. Gómez Gallego; 16-07-01, M.P. 
Gómez Gallego 
Concordancia Legales: CP.: Arts. 101, 103 y ss., 104, 169, 244, 
245, 323, 326, 327, 341, 375471. C.P.P.: Art. 35. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 345) 
ANALISIS 
a. Clasificación 
-Tipo de mera conducta 
-Tipo de peligro. El legislador incrimina la conducta antes que se produzca la afectación real 
del bien jurídico tutelado. 
-Tipo de conducta permanente. La realización de la conducta no agota la tipicidad; esta se 
prolonga en el tiempo mientras subsista el acuerdo de voluntades. 
-Tipo mono-ofensivo 
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b. Sujeto activo indeterminado plural 
-La conducta típica puede ejecutarla cualquier persona, sin que requiera calificación especial. 
-Se exige la necesaria intervención de varios sujetos en la parte activa, esta conducta realizada 
por un solo sujeto será imposible ontológicamente, irrelevante, o encuadrara en otro tipo 
penal. 
c. Sujeto Pasivo   
El interés jurídico tutelado está radicado primariamente  en la comunidad, el estado es el 
sujeto de derecho encargado de mantener y defender la seguridad colectiva, es el representante 
de los intereses sociales, sujeto pasivo de la infracción por adquirir la calidad de titular del 
bien jurídico. 
 d. Conducta 
-Verbo determinador simple: Concertarse 
-Acuerdo o concurrencia de dos o más voluntades para dirigir su actividad en determinado 
sentido. La conducta tipificada constituye acto meramente preparatorio de futuras infracciones 
penales, es un caso excepcional en nuestro sistema penal de represión de los actos 
preparatorios, dado el peligro social que entraña la conducta, como principio general, tales 
actos no se incriminan ni siquiera a título de tentativa (art 27 . C.P) 
- Para perfeccionar el tipo no se exige organización material, permanencia en el vínculo o 
jerarquía; basta con el acuerdo de voluntades que en su expresión refleja decisión o resolución 
con cierto grado de firmeza; no es necesario que los agentes ya posean los medios para la 
realización de la finalidad. 
e. Objeto material personal 
La acción no puede recaer sobre los delitos objeto del acuerdo, ya que estos bien pueden no 
realizarse y el concierto se estructurara, por tanto, el objeto material será cada uno de los 
agentes, la conducta de cada uno recaerá sobre el otro u otros sujetos del acuerdo. 
f. Concurso 
La expresión “por esta sola conducta “deja en plena vigencia las reglas generales del concurso 
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(art 3 del C.P), para los delitos que efectivamente se lleguen a cometer en desarrollo del 
acuerdo de voluntades aquí incriminado. Solo encontramos como excepción la imposibilidad 
del concurso  con el delito de conspiración (art 471 del C.P),en virtud del concurso non bis in 
ídem, los elementos estructurales de estas infracciones son los mismos, variando únicamente 
la finalidad o elemento subjetivo. 
g. Tipo Subjetivo 
Complemento subjetivo. La acción debe realizarse con la finalidad especifica de “cometer 
delitos”: serie de hechos punibles indeterminados, si la finalidad es cometer un solo delito 
determinado, se aplicara las reglas de la coparticipación coautoría, determinación o 
complicidad (art 28 al 30 C.P);si la acción fin es incriminable por lo menos a título de 
tentativa (art 27 del C.P);con la única excepción de la errática figura consagrada en el artículo 
434 del C.P que estudiaremos en su lugar. 
h. Formas Agravadas 
-Modalidades suprimidas: 
• El texto contenido en el estatuto de 1980 establecía como circunstancia agravante la 
actuación en despoblado, que en la forma simple era la única manifestación externa 
exigida, salvo el acuerdo o vínculo con la finalidad reseñada. 
• Se incriminaba en forma agravada una fase intermedia de ejecución de los delitos 
propuestos como fin, estos no se habían ejecutado, pero se sancionaban algunos de sus 
actos preparatorios; no es posible determinar aun las infracciones que deben cometer 
los concertados, y de ser posible, el camino de represión será la tentativa. 
• Actuar en despoblado es ejecutar la conducta “fuera de núcleo de población grande o 
pequeño”. El lugar despoblado es poco o nada concurrido, facilita el lograr las 
finalidades de los agentes, por lo cual se justifica la agravante. 
• Así mismo, la actuación con armas era incriminada a titulo agravado: porte de 
instrumentos cuyo destino natural es la ofensa o el ataque personal; esta circunstancia 
intimida y fortalece la comisión de los delitos propuestos. 
• Promotores, cabecilla o directores: la forma simple no exige organización material, 
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permanencia o jerarquía. La punibilidad se agrava si hay tal organización jerárquica, 
para quienes comandan, dirigen, lideran o promueven al grupo concertado. 
La redacción incluye dentro de la agravante por cualificación natural del sujeto activo  
a quienes constituyan o funden ,es decir, originen el concierto o la asociación para 
delinquir, lo mismo que a quienes proporcionen  los medios financieros para su 
constitución o funcionamiento. 
• Agravante por cualificación de los delitos objeto del concierto. Se mantiene como 
causal de agravación el concierto para cometer delitos de genocidio, desaparición 
forzada, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, narcotráfico, secuestro 
extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos. 
La ley 1121 del 2006, en su artículo 19,incorpora al elenco de delitos, que siendo objeto del 
concierto ,generan punibilidad agravada, el financiamiento del terrorismo y la administración 
de recursos relacionados con actividades terroristas que la misma normatividad introduce en 
su artículo 16, reestructurando totalmente el artículo 345 del estatuto, simultáneamente 
suprime de esta finalidad de integrar, promover, armar o financiar grupos armados al margen 
de la ley ,en expresión genérica , contenida en el texto original de 2000,que eliminaba la 
anunciación ejemplificativa, incorporada al código de 1980,  escuadrones de la muerte o 
“limpieza social “,grupos de autodefensa, justicia privada o banda de sicarios. 
i. Punibilidad 
Habíamos manifestado que la agravante por cualificación de los delitos concertados o 
propuestos con finalidad de la acción tipificada, se sancionaba en la ley 365-reformatoria del 
estatuto de 1980 con severa punibilidad ( topes de prisión de diez a quince años y multa entre 
dos mil y cincuenta mil salarios mínimos legales mensuales), como manifestación de la 
política criminológica circunstancial de lucha contra la delincuencia organizada, en franca 
desproporción con la cuantificación punitiva del tipo básico, lo cual de haberse reiterado, 
ameritaba que se instituyera un tipo autónomo, desde un punto de vista técnico; el estatuto de 
2000 redujo los topes agravados a entre seis y doce años de pena corporal , haciéndolos un 
tanto más proporcionados con la forma simple y subordinante. 
Sin embargo la ley 1121 de 2006, que también reforma la punibilidad agravada para el 
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inciso 2° , nuevamente establece una enorme distancia en relación con los topes de la forma 
simple, con lo cual reiteramos nuestro criterio según el cual, esta decisión legislativa exigía, 
desde el punto de vista técnico, la tipificación autónoma. 
4.1.1.5.3. Artículo 343 Terrorismo 
Tabla 17 Terrorismo 
El que provoque o mantenga en estado de zozobra o terror a la población o a un sector de ella, mediante 
actos que pongan en peligro la vida, la integridad física o la libertad de las personas o las edificaciones o 
medios de comunicación, transporte, procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas motrices, valiéndose 
de medios capaces de causar estragos, Incurrirá en prisión de diez (10) a quince (15) años y multa de mil 
(1.000) a diez mil (10.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sin perjuicio de la pena que 
corresponda por los demás delitos que se ocasionen con esta conducta. 
Si el estado de zozobra o terror es provocado mediante llamada telefónica, cinta magnetofónica, vídeo, 
cassette o escrito anónimo, la pena será de dos (2) a cinco (5) años y la multa de cien (100) a quinientos 
(500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo Subjetivo Antijuridicidad Culpabilidad Punibilidad 
- Resultado. 
Objetivo. 
- Peligro real 
- Conducta 
permanente 
- Mono-
ofensivo 
 
Elementos 
normativos 
 
- Población 
- Sector 
poblacional 
Sujeto activo: 
Indeterminado singular. 
Sujeto pasivo: El 
Estado. 
Conducta: Verbo 
determinador compuesto 
alternativo: Crear o 
mantener. Elementos 
descriptivos:  
De modo: Los medios 
reseñados deben ser 
empleados contra 
personas o bienes. De 
modo: La acción se debe 
producir por medio de 
actos que pongan en 
peligro vida, integridad 
Modalidad 
dogmática: 
Normativamente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: La 
acción debe 
perseguir la 
provocación o el 
mantenimiento 
de un estado de 
zozobra o terror 
público.  
Atipicidad 
subjetiva: Error 
de tipo sobre el 
contenido de la 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Peligro efectivo 
a la seguridad 
de la 
colectividad o 
de un número 
amplio o 
indeterminado 
de sus 
miembros.  
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo, estado 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad de 
comportam/to 
diferente: Fuerza 
mayor, caso 
fortuito, 
insuperable 
coacción ajena, 
miedo 
insuperable.  
Por incapacidad 
de culpabilidad: 
Causas de 
inimputabilidad.  
Por falta de 
Ley 890 de 
2004: 
Inc. 1
o
. 
Prisión de 
160 a 270 
meses.  
Multa de 
1.333.33 a 
15.000 
SMLMV.  
Inc. 2
o
. 
Prisión de 
32 a 90 
meses. 
Multa de 
133.33 a 
750 
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física, libertad de las 
personas, edificaciones, 
medios de 
comunicación, 
transporte, 
procesamiento o 
conducción de fluidos, 
fuerzas motrices. De 
modo: Valiéndose de 
medios idóneos para 
causar estragos. 
Inc. 2
o
. Atenuación 
punitiva por la 
naturaleza de los medios 
utilizados: Llamada 
telefónica, cinta 
magnetofónica, video, 
casette, escrito anónimo. 
Disminución de la 
potencialidad del daño y 
de la amenaza. 
Objeto jurídico: 
Seguridad pública. 
Objeto material 
personal y fenoménico: 
La acción efectual debe 
recaer sobre "la 
población" o un sector 
de ella. 
Concurso: Heterogéneo 
simultáneo: Arts. 104, 
197. Heterogéneo 
sucesivo: Arts. 103, 111, 
241, 245, 265, 372, 386, 
427. Homogéneo 
acción o los 
elementos 
descriptivos 
de necesidad. 
Admisibles: 
Cumplimiento 
de un deber, 
orden legítima, 
ejercicio de un 
derecho, 
actividad lícita, 
cargo público 
conocimiento de 
la 
antijuridicidad: 
Excepcionalmente 
error de 
prohibición. 
SMLMV 
Fuentes constitucionales:. Art. 2 C.N. 
Fuentes internacionales: Declaración Universal de Derechos 
Humanos, 10-12-48; Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, 04-48; Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, 16-12-66, adoptado Ley 74/68; Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 16-
12-66, adoptado Ley 74/68; Convención Americana sobre 
Derechos Humanos de 22-10-69, adoptada por la Ley 16 de 1972; 
Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, "Protocolo de San Salvador", 17-11-88, Ley 319/96. 
Jurisprudencia: C. Const.: Sent. C-127, 93, M.P. Martínez 
Caballero. C.S. de J.: Sents. de cas. 11-02-93, M.P. Gómez 
Velásquez; 22-02-95, M.P. Calvete Rangel; 02-06-99, M.P. 
Córdoba Poveda; 27-08-99, M.P. Córdoba Poveda; 22-10-02, M.P. 
Córdoba Poveda; 11-06-02, M.P. Galán Castellanos; 21-05-02, 
M.P. Gómez Gallego. 
 
Concordancias legales: CP.: Arts. 63, 64, 104, 170, 183, 185, 
197, 245, 348, 357, 359, 371, 372, 427. C.P.P.: Arts . 35, 324. 
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simultáneo: Art. 357. 
Homogéneo sucesivo: 
Arts. 340, 350. Se 
excluye: Art. 371.  
Tentativa: Sí admite. 
Tipo plurisubsistente. 
Coparticipación: 
Admite coautoría, 
determinación y 
complicidad 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 348) 
ANALISIS 
a. Clasificación  
-Tipo de resultado objetivo 
-Tipo de peligro real: El elemento subjetivo incluido en la descripción indica que para la 
tipicidad del hecho que la acción entrañe una efectiva amenaza a la seguridad de la 
colectividad o de un número amplio o indeterminado de sus miembros. 
-Tipo de conducta instantánea 
-Tipo mono-ofensivo 
b. Naturaleza 
La doctrina clásica denomino a este delito “violencia política”, y por mucho tiempo  se le dio 
el tratamiento de delito político, aún hay quienes propugnan su inclusión en el elenco de 
delitos políticos, puesto que tradicionalmente   las conductas generadoras del pánico colectivo 
se han realizado con finalidades de cambio o desestabilización de la estructura jurídico 
política. 
Además, se afirma que los móviles que inducen a cometer este delito están implícitos 
en la descripción legal, y consisten, casi siempre, en tratar de alcanzar el poder político, 
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revindicar a clases sociales oprimidas o defender  y promover ideologías políticas definidas, lo 
cual convierte la infracción en delito de móvil esencialmente político. 
Nuestra legislación opto por no dar a la conducta terrorista el tratamiento de delito 
político en sentido estricto. Ello se colige por el bien jurídico tutelado en forma prevalente la 
seguridad pública, dada la ubicación del tipo en la organización del código, lo cual excluye 
como objeto de protección al estado, su organización política o jurídica, su existencia y 
seguridad. 
Se ha elaborado una diferenciación doctrinal entre terrorismo y delito político. La 
finalidad en el terrorismo es infundir pánico en la comunidad, la del delito político es procurar 
cambios institucionales en la sociedad. El delincuente político lucha abiertamente por sus 
ideales, el terrorista se oculta, es sigiloso, sorprende. El delincuente político obra de acuerdo 
con un plan creador (cambiar la organización política de una sociedad), el terrorista es 
destructivo. El terrorista quiere aniquilar la autoridad, el delincuente político propende a la 
instauración de un nuevo orden de cosas, de una nueva autoridad que considera más justa y 
adecuada. Frente a móviles políticos en la conducta terrorista, muy frecuentes por los demás, 
solo vemos como alternativa la aplicación de la atenuante genérica del artículo 55, numeral 2° 
del C.P. 
c. Conducta 
-Verbo determinador compuesto alternativo: Provocar o mantener 
-Crear o mantener estados de zozobra, provocación efectiva o fomento de un estado de 
inseguridad colectiva, ya sea en sentido objetivo o subjetivo; el agente pretende imponer su 
dominio por medio del terror generalizado en la vida social. 
-La acción entorpece u obstaculiza el armónico y normal desarrollo de la actividad social, 
perturba la tranquilidad pública. Esta especificación comportamental determinarse 
concretamente, respecto de la situación en que quedan las personas víctimas inmediatas del 
hecho. 
-La conducta lleva en sí mismo el engendro del terror, la alarma, el pánico, la zozobra 
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colectiva, ya sea por la entidad de los instrumentos utilizados o por la frecuencia  repetitiva de 
la acción. 
-Complemento descriptivos. Los medios reseñados por la norma deben emplearse contra 
personas o bienes, circunstancia modal para la tipificación del hecho. 
Los actos de que se vale el agente deben significar por lo menos amenaza contra derechos 
fundamentales como la vida, la integridad o la libertad de las personas, o la integridad de 
edificaciones, medios de comunicación, transporte, procesamiento o conducción de fluidos o 
fuerza motrices. 
Respecto de los anteriores actos, el medio a su vez debe ser idóneo para causar daños graves e 
indiscriminados. 
d. Concurso 
Para la tipificación del hecho son indiferentes los resultados de la acción terrorista, ellos 
configuraran infracciones penales autónomas que entraran en concurso material con el 
terrorismo, tales como el homicidio, lesiones personales, incendio o daño en bien ajeno. 
e. Forma Atenuada 
Se atenúa la pena por la naturaleza de los medios utilizados porque disminuyen la 
potencialidad del daño y no ponen en peligro los derechos fundamentales reseñados en la 
forma básica: llamadas telefónicas, cintas magnetofónicas, videos, casetes, o escritos 
anónimos; No obstante han ser idóneos para producir el resultado típico estado de zozobra o 
terror en la población. 
4.1.1.5.4. Artículo 345 Financiación del Terrorismo y administración de recursos 
relacionados con actividades terroristas. 
Tabla 18 Financiación del Terrorismo 
Modificado art. 16 Ley 1121 de 2006. El que directa o indirectamente provea, recolecte, entregue, reciba, 
administre, aporte, custodie o guarde fondos, bienes o recursos, o realice cualquier otro acto que promueva, 
organice, apoye, mantenga, financie o sostenga económicamente a grupos armados al margen de la ley o a sus 
Integrantes, o a grupos terroristas nacionales o extranjeros, o a actividades terroristas, incurrirá en prisión de trece 
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(13) a veintidós (22) y multa de mil trescientos (1.300) a quince mil (15.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo Subjetivo Antijuridicidad Culpabilidad Punibilidad 
- Mera 
actividad 
- Peligro 
- Conducta 
instantánea 
- Pluri-
ofensivo 
 
Elementos 
normativos 
 
- Actividad 
terrorista 
Sujeto activo: 
Indeterminado singular. 
Sujeto pasivo: El Estado. 
Conducta: Verbo 
determinador simple: 
Administrar. 
Elementos descriptivos: 
Ausencia de 
especificaciones de tiempo, 
modo y lugar. 
Del objeto: Los bienes 
objeto material, deben 
estar relacionados directa o 
indirectamente con alguna 
actividad terrorista. 
Objeto jurídico: 
Seguridad pública. 
Objeto material real: 
Dinero o bienes sobre los 
que recae la administración 
por parte del agente, 
muebles o inmuebles, 
corporales o incorporales. 
Concurso: Heterogéneo 
simultáneo: Art. 326. 
Heterogéneo sucesivo: Art. 
343. Tentativa: No admite. 
Tipo insubsistente. 
Modalidad 
dogmática: 
Normativamente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: 
Ausencia de 
finalidades 
específicas 
diversas del 
contenido 
efectual de la 
acción. 
Atipicidad 
subjetiva: Error 
sobre el 
contenido 
descriptivo de la 
acción 
Juicio de 
contradicción 
material: Peligro 
efectivo para la 
seguridad pública 
y para los bienes 
jurídicos 
comprometidos 
secundariamente. 
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto pasivo. 
Admisibles: 
Excepcionalmente 
cumplimiento de 
un deber, orden 
legítima, ejercicio 
de un derecho, 
actividad lícita, 
cargo público 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: 
Fuerza mayor, 
caso fortuito, 
insuperable 
coacción ajena. 
Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Causas de 
inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento 
de la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición. 
Ley 890 de 
2004: 
Prisión de 8 a 
18 años. 
Multa de 
266.66 a 
15.000 
SMLMV. 
 Ley 1121 de 
2006: 
Prisión de 13 a 
22 años. 
Multa de 1.300 
a 15.000 
SMLMV 
Irretroactividad 
absoluta de la 
ley penal no 
favorable 
Fuentes constitucionales:. Art. 2 C.N. 
Fuentes internacionales: Declaración Universal de Derechos 
Humanos, 10-12-48; Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, 04-48; Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, 16-12-66, adoptado Ley 74/68; Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 16-12-66, adoptado Ley 
74/68; Convención Americana sobre Derechos Humanos de 22-10-69, 
adoptada por la Ley 16 de 1972; Protocolo adicional a la Convención 
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Coparticipación: Admite 
coautoría, determinación y 
complicidad 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, "Protocolo de San Salvador", 17-
11-88, Ley 319/96. 
Concordancias legales: CP.: Arts. 144, 343, 344, C.P.P.: Arts.  35, 
324. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 351) 
ANALISIS  
a. Clasificación  
- Tipo de mera de actividad. Se perfecciona con el simple cumplimiento de cuales quiera 
de las acciones descritas sin que se exijan en el proceso de adecuación típica a hechos 
o resultados específicos.  
- Tipo de peligro. Numerosos puede ser los bienes jurídicos amenazados con las 
acciones descritas (administración de justa, administración pública, orden socio-
económico, patrimonio económico y la seguridad pública.  
- Objeto de tutela prevalente; dada esta característica, el legislador no espera a que tales 
intereses sean efectivamente vulnerados, sino que antepone la protección a la simple 
amenaza efectiva de lesión.  
- Tipo de conducta instantánea. En las hipótesis incriminadas, con la materialización de 
la conducta se produce la perfección y agotamiento del tipo.  
- Tipo pluri – ofensivo  
b. Conducta  
Verbo determinador compuesto alternativo: Proveer, recolectar, entregar, recibir, administrar, 
aportar, custodiar o guardar el objeto material de la infracción. 
Igualmente se presentan como núcleos del tipo las acciones de promoción, 
organización, apoyo, mantenimiento, financiación y sostenimiento económico de los grupos y 
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personas reseñadas en la norma, los cuales se erigen también en objeto material de la 
infracción.  
Todos los verbos nucleares utilizados en la nueva fórmula típica producen efectos 
naturalisticos, más para la tipicidad del hecho no se exigen determinados sucesos, como podría 
ser el efectivo enriquecimiento ilícito del agente, la realización de actos terroristas concretos o 
la simple operatividad del grupo; tales finalidades pueden no ser alcanzadas, pero esto no 
afecta al perfeccionamiento típico de la acción, por lo cual permanece vigentes las diversas 
posibilidades concursales cuando tales resultados efectivamente se produzcan.  
Pues bien, en primer término hemos de patentizar el abuso que en normas como la 
presente está haciendo nuestro legislador de la riqueza expresiva que posee el idioma español, 
la cual bien puede aprovecharse con su mesura pues de lo contrario convierte el modelo típico 
en una larga anunciación de acciones, muchas de las cuales adolecen de sinonimia absoluta o 
relativa que en nada ayuda a fijar dogmáticamente el alcance de la conducta incriminada.  
Así, los verbos de proveer, entregar y aportar expresan acciones ontológicamente 
idénticas. Recolectar y recibir pueden sintetizar en la expresión “captar”. Custodiar y guardar, 
a los presentes efectos típicos, tienen el mismo alcance comprensivo.  
Así mismo, el financiamiento, el mantenimiento y el sostenimiento económico no son 
sino formas de apoyo, sostén, soporte o favorecimiento también administrar es expresión 
amplia que indica utilización empleo e inversión, pero además señala cuidado y custodia; 
además al referirnos a la administración de bienes relacionados con actividades terroristas tal 
actividad puede comprender la tenencia directa de los bienes, como pueden ser los casos de 
recaudación o guarda de dineros, pago de suministros, cancelación de salarios o la simple 
custodia de instrumentos, objetos o enseres destinados cometer acciones terroristas.  
Adicionalmente y también en términos genéricos el verbo comprende las facultades de 
disposición y el contacto jurídico con el bien. Por ello, así mismo, también observamos que la 
custodia y la tenencia están comprendidas dentro del amplio significado que tiene la 
administración. 
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c. Objeto Material Real, Fenoménico y Personal 
Los bienes que son objeto de algunas de las acciones determinadas por tipo, en su parte inicial, 
pueden ser muebles o inmuebles, corporales o incorporales. La conducta no puede recaer 
sobre el universo patrimonial, sino sobre viene fondos, haberes, recursos, réditos o cosas- para 
ampliar la sinonimia presente en la norma – concretas, las cuales se han de supeditar a algunas 
de las acciones incorporadas en la mencionada primera parte de la norma.  
Se tratará entonces de todos aquellos bienes corporales o incorporales susceptibles de 
ser usados en actividades terroristas. Pueden ser dinero, efectos metales, títulos valores, cosas 
muebles o inmuebles, fungibles o no fungibles consumibles o no consumibles.  
A parte de lo anterior, las acciones de organización, financiación y apoyo incorporadas 
a la segunda parte del tipo han de recaer sobre por lo menos un grupo armado al margen de la 
ley – fenómeno de naturaleza asociativa – que, además de tener cierta organización y 
armamento, bien puede ostentar naturaleza o finalidad política, económica, racial, religiosa, 
etc., o sobre grupos y actividades terroristas- fenómenos también de carácter asociativo que 
han directa remisión a la conducta descrita en el tipo básico de terrorismo, o, finalmente, 
pueden recaer además sobre las personas integrantes de las mencionadas organizaciones.  
Sobre el último aspecto aclaramos que la determinación de las expresiones típicas 
“grupo terrorista” y “persona terrorista”, no puede realizarse con tan sólo acudir a listados 
nacionales o internacionales que reseñen tales grupos o personas, pues estos documentos 
tienen una naturaleza política o policiva y carecen de fuerza vinculante para el derecho penal 
interno, mientras no sean elevados a la categoría de ley interna o de instrumento internacional 
aprobado. Así, reiteramos que dichos elementos normativos de carácter penal, presentan como 
norma de reenvío el artículo 342, de manera exclusiva y excluyente.  
La Ley 1453 de 2011 complementa el elenco de grupos o personas, cuya actividad 
delictiva es promovida o financiada, dado el surgimiento y resurgimiento de bandas criminales 
– BACRIM – que no se identifican plenamente con los conceptos elaborados para los grupos 
terroristas o los grupos armados al margen de la ley. Con ello se pretende permitir un más 
rápido e indiscutido proceso de adecuación.  
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4.1.1.6. Delitos contra el Régimen Constitucional 
4.1.1.6.1. Artículo 467 Rebelión 
Tabla 19 Rebelión 
Los que mediante el empleo de las armas pretendan derrocar al Gobierno Nacional, o suprimir o modificar el 
régimen constitucional o legal vigente, incurrirán en prisión de seis (6) a nueve (9) años y multa de cien (100) a 
doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Artículo 470. Circunstancia de agravación punitiva. La pena imponible se aumentará hasta en la mitad para 
quien promueva, organice o dirija la rebelión o sedición. 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo Subjetivo Antijuridicidad Culpabilidad Punibilidad 
- Mera 
actividad 
- Peligro 
presunto 
- Conducta 
instantánea 
- Mono-
ofensivo 
 
Elementos 
normativos 
 
- Gobierno 
Nacional 
- régimen 
Constitucional 
- Régimen 
legal Vigente. 
Sujeto activo: Indeterminado 
plural. Art. 473. Punibilidad 
agravada por calificación del 
agente: Servidor público.  
Sujeto pasivo: El Estado. 
Conducta: Verbo 
determinador simple: 
Pretender o procurar algunos 
de los efectos señalados. 
Elementos descriptivos: De 
modo: Mediante el empleo de 
armas. 
Objeto jurídico: Integridad 
del ordenamiento jurídico.  
Objeto material 
fenoménico: Gobierno 
Nacional, regímenes 
constitucional y legal 
vigentes. 
Concurso: Heterogéneo 
simultáneo: Arts. 104, 386. 
Modalidad 
dogmática: 
Normativa y 
materialmente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: Se 
exige la finalidad 
específica de la 
acción: Derrocar 
al Gobierno 
Nacional, 
suprimir o 
modificar la 
organización 
jurídica vigente.  
Atipicidad 
subjetiva: Error 
de tipo sobre los 
elementos 
normativos 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Peligro efectivo 
para el 
ordenamiento 
constitucional o 
legal. 
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo, 
cumplimiento 
de un deber, 
orden legítima, 
ejercicio de un 
derecho, 
actividad lícita, 
cargo público, 
estado de 
necesidad 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: 
Insuperable 
coacción ajena.  
Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Causas de 
inimputabilidad.  
Por falta de 
conocimiento 
de la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición 
Ley 890 de 
2004: 
Prisión de 
96 a 162 
meses. 
Multa de 
133.33 a 
300 
SMLMV. 
Art. 470. 
Incremento 
punitivo 
hasta en una 
proporción -
la mitad-, 
aplicable al 
máximo de 
la 
infracción 
básica 
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Heterogéneo sucesivo: Arts. 
323, 324. Se excluye: Art. 
472.  
Tentativa: No admite.  
Coparticipación: Tipo de 
participación necesaria 
Fuentes constitucionales:. Arts. 1, 2, 4, 17, 35, 36, 95, 150 N° 
17, 201 N° 2. C.N.. 
Fuentes internacionales: Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 16-12-66, adoptado Ley 
74/68; Protocolo adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, "Protocolo de San Salvador", 17-11-88, Ley 319/96 
Jurisprudencia: C. Const.: Sents. C-009, 17-01-95, M.P. 
Naranjo Mesa; C-456, 23- 
09-97, M.P. Arango Mejía y M.P. Cifuentes Muñoz. C.S. de J.: 
Sents. de cas. 29-11-83, 
M.P. Aldana Rozo; 20-09-88, M.P. Carreño Luengas; 04-05-89, 
M.P. Gómez Velásquez; 
11-11-94, M.P. Páez Velandla; 16-05-95, M.P. Torres Fresneda; 
02-12-98, M.P. 
Arboleda Ripoll; 18-01-02, M.P. Gómez Gallego; 11-06-02, M.P. 
Galán Castellanos; 21- 
05-02, M.P. Gómez Gallego 
Concordancias legales: CP.: Arts. 16, 18, 29, 470, 472, 473. 
C.P.P.: Art. 36.. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 479) 
ANALISIS  
a. Clasificación  
- Tipo de mera conducta.  
- Tipo de peligro presunto.  
- Tipo de conducta instantánea. 
- Tipo mono-ofensivo.  
b. Sujeto Activo Indeterminado Plural 
Se exige que intervenga un número plural de agentes para que se perfeccione el tipo; por esto 
se afirma que es un delito de coparticipación necesaria. La conducta realizada por un solo 
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sujeto será irrelevante o encuadrará en otro tipo penal. A los agentes no se les exige ninguna 
clase de cualificación.  
c. Sujeto Pasivo 
El Estado, personificado jurídicamente, es el sujeto amenazado en su existencia y organización 
por haberse ejecutado el hecho.  
d. Conducta 
Verbo determinador: Pretender alguno de los efectos señalados en la norma en las condiciones 
descritas. La conducta se concreta en procurar o intentar alguno de los siguientes actos:  
- Derrocar al gobierno nacional: Deponer, destituir o cambiar el gobierno legítimamente 
constituido; según la definición especifica contenida en el artículo 115 de la C.N. 
constituyen el gobierno: el presidente de la Republica, los ministros del despacho y los 
jefes de departamentos administrativos.  
- Suprimir o modificar el régimen constitucional o legal vigente: Abolir, dejar sin 
vigencia o cambiar la organización institucional imperante.  
Complementos descriptivos: El tipo especifica los medios que han de emplearse en la 
ejecución de la conducta, ésta se ha de realizar mediante el empleo de armas.  
Complemento subjetivo: La tipicidad de la conducta exige una finalidad específica en los 
agentes: derrocar al gobierno nacional o suprimir o modificar la organización jurídica vigente.  
e. Objeto Material Fenoménico 
El gobierno nacional y los regímenes constitucional y legal vigentes, son los fenómenos 
jurídicos sobre los cuales recae la acción.  
f. Referencias Jurisprudenciales 
- REBELION. DELITO COMUN: “Un “Rebelde” puede perfectamente cometer delitos 
comunes, supuestos en que ya no procede como tal, ni por tanto, le es dable pretender 
que le considere como delincuente político”. 
- REBELION CONCURSO: “Todos aquellos delitos consumados por los rebeldes fuera 
de combate, no quedan impunes y colocan al juzgador en presencia de un concurso 
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heterogéneo de hechos punibles conexos entre sí, sin que pueda considerárseles como 
parte de la conducta que tipifica el delito de rebelión”.  
- SEDICION. REBELION: “En el Estatuto para la Defensa de la Democracia el 
ejecutivo, de manera inconsistente, incluye comportamiento no necesariamente 
terrorista o típica figuras delictivas en las cuales exaspera las penas, pero que hacen 
parte de la dinámica de los delitos de rebelión y sedición, mientras para éstos mantiene 
un tratamiento de benevolencia”.  
- REBELION TREGUA. CONEXIDAD. “Así como no hay rebelión sin medios bélicos 
y sin intención de derrocar al sistema imperante, así mismo la tregua desaloja este 
propósito e inhibe el empleo de las armas. F.F. Artículo 120, C.P”. 
4.1.1.6.2. Artículo 468 La Sedición 
Tabla 20 La Sedición 
Los que mediante el empleo de armas pretendan Impedir transitoriamente el libre funcionamiento del régimen 
constitucional o legal vigentes, incurrirán en prisión de dos (2) a ocho (8) años y multa de cincuenta (50) a cien 
(100) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
(Inc. 2° Introducido art. 71 Ley 975 de 2005. Texto declarado inexequible. También incurrirá en el delito de 
sedición quienes conformen o hagan parte de grupos guerrilleros o de autodefensa cuyo accionar interfiera con el 
normal funcionamiento del orden constitucional o legal. En este caso, la pena será la misma prevista para el 
delito de rebelión. 
Mantendrá plena vigencia el numeral 10 del artículo 3
o
 de la Convención de las Naciones Unidas Contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, suscrito en Viena el 20 de diciembre de 1988 e 
incorporado a la legislación nacional mediante Ley 67 de 1993).  
Artículo 470. Circunstancia de agravación punitiva. La pena imponible se aumentará hasta en la mitad para 
quien promueva, organice o dirija la rebelión o sedición 
Clasificación Tipo Objetivo Tipo 
Subjetivo 
Antijuridicidad Culpabilidad Punibilidad 
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- Mera 
actividad 
- Peligro 
- Conducta 
instantánea 
- Mono-
ofensivo 
 
Elementos 
normativos 
 
- Libre 
funcionamiento 
del régimen 
constitucional 
o legal vigente 
Sujeto activo: Indeterminado 
plural. Art. 473 Punibilidad 
agravada por calificación del 
agente: Servidor público.  
Sujeto pasivo: El Estado.  
Conducta: 
Verbo determinador simple: 
Pretender transitoriamente 
alguno de los efectos señalados 
en la norma. 
Elementos descriptivos: 
De modo: Mediante el empleo 
de armas. 
Objeto jurídico: Integridad y 
defensa del ordenamiento 
jurídico. 
Objeto material fenoménico: 
Régimen constitucional o legal 
vigentes.  
Concurso: Heterogéneo 
sucesivo: Art. 104. Se excluye: 
Arts. 386, 472.  
Tentativa: No admite. 
Coparticipación: Delito de 
coparticipación necesaria. 
Admite determinación y 
complicidad. 
Modalidad 
dogmática: 
Normativa y 
materialmente 
doloso. 
Complemento 
subjetivo: Los 
agentes deben 
proponer como 
finalidad 
específica 
dificultar, 
obstaculizar o 
impedir el 
funcionamiento 
del régimen.  
Atipicidad 
subjetiva: 
Error de tipo 
sobre el objeto 
material 
Juicio de 
contradicción 
material: 
Peligro efectivo 
para el régimen  
constitucional o 
legal. 
Causas de 
justificación: 
Inadmisibles: 
Consentimiento 
del sujeto 
pasivo, 
cumplimiento 
de un deber, 
orden legítima, 
ejercicio de un 
derecho, 
actividad lícita, 
cargo público. 
Admisible: 
estado de 
necesidad. 
Causas de 
inculpabilidad: 
Por 
inexigibilidad 
de 
comportam/to 
diferente: 
Insuperable 
coacción ajena. 
., Por 
incapacidad de 
culpabilidad: 
Causas de 
inimputabilidad. 
Por falta de 
conocimiento 
de la 
antijuridicidad: 
Error de 
prohibición 
Ley 890 de 
2004: 
Prisión de 
32 a 144 
meses. 
Multa de 
66.66 a 150 
SMLMV. 
Art. 470. 
Incremento 
punitivo 
hasta en una 
proporción -
la mitad-, 
aplicable al 
máximo de 
la 
infracción 
básica 
Fuentes constitucionales: Art. 1,2,4,35, 95 C.N. 
Fuentes internacionales: Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 16-12-66, adoptado Ley 
74/68; Protocolo adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, "Protocolo de San Salvador", 17-11-88, 
Ley 319/96. 
Juicio de constitucionalidad: Los incisos 2
o
 y 3° adicionados 
por la Ley 975 de 2005 
fueron declarados inexequibles por Sent. C-370 de 18-05-06 -
entre paréntesis 
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Jurisprudencia: C. Const.: Sent. C-009, 17-01-95, M.P. 
Naranjo Mesa. C.S. de J.: Sent. de cas. 16-05-95, M.P. Torres 
Fresneda 
Concordancias legales: CP.: 16, 29, 467, 468, 470, 472, 473. 
C.P.P.: Art. 36. 
Nota: Extraído de (Pabón, 2008, p. 480) 
La Corte Constitucional, por medio de la Sentencia C-370,18-05-06, declaró inexequible el 
artículo 71 de la Ley 975 de 2005, norma que adicionó el tipo penal de sedición con un texto 
del siguiente tenor: “También incurrirá (sic) en el delito de sedición quienes conformen o 
hagan parte de grupos guerrilleros o de autodefensa (sic) cuyo accionar interfiera.” 
ANALISIS 
a. Clasificación 
- Tipo de mera conducta 
- Tipo de peligro 
- Tipo de conducta instantánea.  
- Tipo mono-ofensivo. 
b. Sujeto Activo Indeterminado Plural: Es delito de coparticipación necesaria; para la tipicidad 
del hecho no se exige a los agentes ninguna cualificación especial. 
c. Sujeto Pasivo: El Estado.  
d. Conducta 
- Verbo determinador simple: Pretender. La conducta se concreta en tratar de impedir el 
libre funcionamiento del régimen constitucional o legal vigente; en este tipo las 
acciones se orientan a entorpecer la actividad estatal de manera transitoria.  
- Complementos descriptivos: Se introduce la circunstancia modal, por cuanto la 
conducta, para que sea típica, debe realizarse mediante el empleo de armas.  
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- Complemento subjetivo: Es el aspecto que diferencia este delito del de rebelión; aquí 
los agentes deben presentar como finalidad especifica del hecho dificultar, obstaculizar 
o impedir, transitoriamente, el funcionamiento del régimen.  
e. Objeto Material Fenoménico: El régimen constitucional o legal vigente es el fenómeno que 
recibe los efectos de la conducta.  
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4.2. Marco Jurisprudencial 
La Corte Suprema de Justicia ha sido la encargada de pronunciarse sobre la materia que se ha 
tratado en este escrito; al respecto se hará referencia a varias manifestaciones que esta entidad 
ha realizado frente a cada una de las conductas punibles que se tipifican el agravio contra los 
hidrocarburos y la consecuente afectación al medio ambiente. 
Así las cosas, se tiene que en el proceso No. 31464, mediante sentencia del 23 de 
febrero de 2011 esta Corte señaló que “Ante la necesidad (…) de enfrentar directamente las 
estructuras económicas y financieras de los grupos armados ilegales y de las organizaciones 
terroristas, el legislador decidió ampliar la cobertura típica de la norma para incluir nuevas 
modalidades comportamentales relacionadas específicamente con este tipo de actividades, y 
sancionarlas autónomamente,  “[…] lo que antes se denominada ‘Administración de recursos 
relacionados con actividades terroristas’, en la nueva normatividad pasó a denominarse 
‘financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades 
terroristas’, para incluir en el tipo de una manera que resulte omnicomprensiva, otras 
conductas compatibles o relacionadas con la actividad de financiamiento de actos terroristas 
que anteriormente no estaban descritas como delito autónomo, sino como circunstancias de 
agravación del concierto para delinquir, tal como se reconoce en la exposición de motivos al 
proyecto de Ley No.208 de 2005 del Senado de la república…” 
Por otra parte, en la sentencia del 2 de septiembre de 2009 dentro del proceso No. 
32331 manifestó que “a través de la Ley 1028 de junio 12 de 2006, el Legislador pretende 
sancionar con mayor drasticidad algunos comportamientos ilícitos relacionados con los 
hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o mezclas para lo cual creó los siguientes tipos 
penales, adicionando el Título X del Código Penal, al establecer: “Artículo 327 A.- 
Apoderamiento de hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o mezclas que los 
contengan”, “Artículo 327 B.-  Apoderamiento o alteración de sistemas de identificación”, 
“Artículo 327 C .- Receptación”, “Artículo 327 D.- Destinación ilegal de combustible” 
“Artículo 327 E.-  Circunstancia genérica de agravación”; “Artículo 2°.- Destinación de los 
elementos incautados.” “Artículo 3°.-  Competencia.” “Artículo 4°.-  Derogatoria y vigencia. 
La presente ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Diario Oficial y derogará 
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las disposiciones que le sean contrarias.” 
Adicionalmente, el delito de receptación lo describió de la siguiente manera: “El que 
sin haber tomado parte en la ejecución de las conductas punibles descritas en los artículos 
327 A y 327 B adquiera, transporte, almacene, conserve, tenga en su poder, venda, ofrezca, 
financie, suministre o comercialice a cualquier título hidrocarburos, sus derivados, 
biocombustibles, o mezclas que los contengan debidamente reglamentadas o sistemas de 
identificación legalmente autorizados, cuando tales bienes provengan de la ejecución de 
algunos de estos delitos, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de mil 
(1.000) a seis mil (6.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. En la misma pena 
incurrirá el que destine mueble o inmueble o autorice o tolere en ellos tal destinación o 
realice cualquier actividad que facilite la comisión de las conductas  mencionadas en el inciso 
anterior.”  
Fue la misma Corporación, Sala de Casación Civil, la que en su sentencia del 16 de 
mayo de 2011, referencia 52835-3103-001-2000-00005-01, señaló con detalle los temas más 
relevantes dentro del concepto de daño al medio ambiente y responsabilidad, así: 
Delanteramente, en frente de la noción de “ambiente”, los comentaristas y las 
modernas legislaciones, no ofrecen una definición unívoca por la naturaleza de sus diferentes 
elementos heterogéneos, materiales e inmateriales, los derechos e intereses colectivos e 
individuales, aspectos humanos, políticos, sociales, culturales, físicos o biológicos, 
comprensivos de los recursos naturales abióticos y bióticos, el aire, agua, suelo, vegetación, 
fauna, flora, especie, hábitat natural, la interacción de éstos, el ecosistema, la biodiversidad, la 
salud pública singular y plural, incluso en algunos ordenamientos, el patrimonio cultural y el 
paisaje, para concebirlo bajo la perspectiva de cada uno de sus segmentos, ora como un valor 
resultante de la conjunción de sus diversos componentes, bienes públicos y privados, ya en 
tanto “interés colectivo privado de materialidad” protegido en forma autónoma, con valor 
unitario concreto, específico y singular “que trasciende los distintos bienes que lo componen”, 
de naturaleza pública y cuyo titular es la colectividad (Guido ALPA, Trattato di diritto civile, 
Volume IV, La responsabilita civile, Giuffrè Editore, Milán, 1999, pp. 898 ss). 
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En dicha construcción, el ambiente representa un bien jurídico inmaterial, unitario, autónomo 
y diverso de sus distintos segmentos, bienes materiales o intangibles, con reconocimiento y 
tutela normativa per se al margen de la lesión de otros derechos e intereses individuales, al 
tratarse de un valor primario, primigenio, colectivo o supraindividual con dimensión personal, 
social y pública, concerniente al Estado, la colectividad e individuos que la integran, y cuyo 
titular genuino, es la colectividad. 
Trátase, según la jurisprudencia constitucional de un “bien constitucional que 
constituye un objetivo de principio dentro del Estado social de derecho (artículos 1º, 2º y 366 
superiores), un derecho fundamental por conexidad al estar ligado con la vida y la salud 
(artículos 11 y 49 superiores), un derecho colectivo (ser social) que compromete a la 
comunidad (artículo 88 superior) y un deber constitucional en cabeza de todos (artículos 8º, 
79, 95 y 333 superiores) … también tiene el carácter de servicio público… forma parte de los 
derechos colectivos” …cuya vía judicial de protección son las acciones populares (art. 88 
superior)…”, y cuya importancia “en la Constitución es de tal magnitud que implica para el 
Estado “unos deberes calificados de protección…” (Corte Constitucional, Sentencia C-595 de 
27 de julio de 2010). 
De este modo, el “daño ambiental” (“daño ecológico”, “daño a la salubridad 
ambiental”, etc.), estricto sensu, es todo detrimento causado al ambiente, bien público 
resultante de la conjunción de sus distintos elementos, susceptible de protección autónoma, 
mesura o proyección patrimonial, y derecho colectivo perteneciente a toda la comunidad, 
conglomerado o sociedad. 
En la legislación colombiana, “(…) el medio ambiente está constituido por la 
atmósfera y los recursos naturales renovables” (artículo 2º de  la Ley  23 de 1973), 
contaminación ambiental es “la alteración del medio ambiente por sustancias o formas de 
energía puestas allí por la actividad humana o de la naturaleza, en cantidades, concentraciones 
o niveles capaces de interferir con el bienestar y la salud de las personas, atentar contra la flora 
y la fauna, degradar la calidad del medio ambiente o afectar los recursos de la Nación o de 
particulares” (art. 4°, Ley 23 de 1973), y relativamente a la fijación de las tasas retributivas, 
daño ambiental es “el que afecte el normal funcionamiento de los ecosistemas o la 
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renovabilidad de sus recursos y componentes” (artículo 42 de la Ley 99 de 1993). 
Conformemente, en el ordenamiento jurídico patrio, el daño ambiental concierne a la 
lesión del ambiente, bien jurídico cuya noción abstracta remítese especialmente a “la 
atmósfera y los recursos naturales renovables” (artículo 2º, Ley 23 de 1973), “ecosistemas o la 
renovabilidad de sus recursos y componentes” (artículo 42 de la Ley 99 de 1993), sin perjuicio 
de los regímenes sectoriales inherentes a cada uno de sus segmentos. 
 Con esta orientación, el daño ambiental en rigor recae sobre el ambiente, esto es, un 
valor, interés o derecho público colectivo, supraindividual o más allá del individuo, cuyo 
titular es la colectividad en general, no un particular, ni sujeto determinado, o sea, el quebranto 
afecta, no a una sino a todas las personas, y “exclusivamente el medio natural en sí mismo 
considerado, es decir, las 'cosas comunes' que en ocasiones hemos designado como 'bienes 
ambientales' tales como el agua, el aire, la flora y la fauna salvaje.  Se trata entonces de 
aquello que se ha convenido llamar 'perjuicios ecológicos puros' "(Geneviève Viney y Patrice 
Jourdain., "Traité de droit civil. Les conditions de la responsabilité", L.G.D.J., Paris, 1998, p. 
55 ;  a la locución, "daño ambiental puro” refiere la Ley 491 de 1999, art. 2º, inciso 2º, 
respecto del “seguro ecológico”). 
El daño ambiental, por naturaleza colectivo, consiste en la lesión a los bienes 
ambientales, y también puede generar la   de otros particulares. Empero, refiere propiamente al 
menoscabo del ambiente, aún al margen del quebranto directo o indirecto de otros derechos e 
intereses individuales. 
La antedicha caracterización del daño ambiental, lo distingue con nitidez del inferido a 
bienes y sujetos distintos que, algunas posturas tratan con el nomen de “daño ambiental 
impuro”, detrimento consecuencial, conexo, reflejo, indirecto o consecutivo de otros derechos, 
bienes o intereses particulares a consecuencia del quebranto al ambiente, y cuyo titular, no es 
la colectividad in abstracto, sino una, o varias, o muchas personas individualmente  
consideradas. 
  En tales hipótesis, en estrictez, la lesión ambiental no se confunde con la de otros 
intereses singulares.  
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Justamente, para la Sala, daño ambiental sólo es el inferido a los bienes ambientales y, 
por tanto, al ambiente, o sea, a un derecho, colectivo, valor o interés público, cuyo titular 
exclusivo es la colectividad, y cuya reparación versa sobre éste, sin mirar al interés individual 
sino al de toda la comunidad, así en forma indirecta afecte a cada uno de sus integrantes.  
Contrario sensu, cuando el daño ambiental, ocasiona también un daño a intereses 
singulares, particulares y concretos de un sujeto determinado o determinable, el menoscabo 
atañe y afecta estos derechos, a su titular y su reparación versa sobre los mismos, o sea, mira 
al interés particular y no colectivo. En este supuesto, no se trata de daño ambiental, sino del 
detrimento de otros derechos, es decir, la conducta a más de quebrantar bienes ambientales, 
lesiona la esfera jurídica individual de una persona o grupo de personas, ya determinadas, ora 
determinables.  
Compréndase, por ende, la nítida diferenciación del daño ambiental y el inferido a 
otros intereses particulares como consecuencia directa o indirecta, inmediata, consecuente, 
refleja, conexa o de rebote del mismo evento dañoso. 
En el terreno del fundamento normativo o criterio de atribución de la responsabilidad 
ambiental, son más evidentes las concepciones dicotómicas, y dentro de éstas, las de la 
“culpa”, el “riesgo”, el “peligro”, la “asunción de costos”. 
In primis, adviértase que el daño ambiental puede generar responsabilidad civil, penal 
y administrativa sancionatoria, cada una diferente, autónoma e independiente en sus 
elementos, intereses jurídicos tutelados, sujetos, acciones, función, contenido y consecuencias. 
En nuestro ordenamiento, la responsabilidad penal, parte de “conductas realizadas con 
culpabilidad”, se proscribe toda “forma de responsabilidad objetiva” (artículos 9°,10, 11, 21 a 
24 Código Penal), para apreciar la culpa aplica el parámetro de la “infracción al deber objetivo 
de cuidado”, inobservancia del “deber jurídico de impedir un resultado” típico estando en 
posibilidad de hacerlo cuando el agente tiene a su cargo la protección concreta del bien 
jurídico protegido o se le haya encomendado como garante la vigilancia de cierta fuente de 
riesgo (artículos 23 y 25, Código Penal; Corte Constitucional, Sentencia SU-1184 de 2001). 
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CAPITULO 5 
CASO MACHUCA 
Dentro del análisis realizado es pertinente profundizar en el caso de la masacre de Machuca, 
evaluado por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal bajo el proceso por 
terrorismo No.23.825 que se adelantó contra la cúpula del E.L.N., por hechos que ocurrieron 
el 18 de octubre de 1998 en el humilde corregimiento de Machuca, con el fin de golpear la 
infraestructura petrolera y con ello la economía Nacional. 
Pues bien, la Procuraduría General de la Nación abordó el tema examinando entre otras 
cosas, la sentencia de la Corte Suprema de Justicia proferida en el Proceso No. 23825 con 
magistrado ponente Javier Zapata Ortiz, el 7 de marzo de 2007. En dicha providencia se probó 
la violación a los Derechos Humanos por parte del E.L.N., además de los delitos de homicidio 
simple, lesiones personales, rebelión y terrorismo, conductas tipificadas en el comportamiento 
delictivo de este grupo al margen de la ley; para el efecto presentó los siguientes postulados: 
“De ahí era factible derivar indicios graves, por el conocimiento de las condiciones de 
transporte del crudo liviano y su factibilidad de explotar; pues Herlinton Javier 
Chamorro Acosta, alias “Antonio García”, segundo hombre de la organización 
delictiva, es ingeniero de petróleos”.  
Según la Procuradora 161 Judicial Penal II, el Tribunal Superior de Antioquia descartó 
el dolo eventual atribuible a los directivos del ELN, error que dimanó de la omisión de 
siguientes pruebas: Las actas de inspección judicial practicadas por la Fiscalía en los 
procesos radicados con los números 16.330 y 17.862, con respecto a los anteriores 
atentados del ELN, sobre oleoductos; lo que demostraba que sí conocían las 
consecuencias de ese tipo de acciones. (Folio 225 cdno.)  
Dice la casacioncita que el Tribunal Superior de Antioquia dejó de apreciar el informe 
científico técnico rendido por Jorge Suárez, Gerente del Soporte de Operaciones 
OCENSA S.A. – empresa administradora del oleoducto- el 12 de mayo de 2003, sobre 
las causas del incendio en el corregimiento de Machuca, luego de dinamitar la tubería, 
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básicamente porque se generó una atmósfera volátil con vapores de hidrocarburos, 
compuesta por etano, propano y butano, por lo que cualquier fuente de ignición 
produce llama. (Folio 242 cdno.) 
Adicionalmente, en su concepto como Ministerio Público dentro del proceso, el Procurador 
Primero Delegado para la Casación Penal señaló que los cargos del libelo presentado por el 
Fiscal adscrito a la Unidad Nacional de Derechos Humanos deben ser desestimados, por 
cuanto no fueron demostrados con la correspondiente argumentación fáctico jurídica; y que 
únicamente los dos primeros cargos principales de la demanda presentada por la Procuradora 
161 Judicial Penal II están llamados a prosperar, por las razones que en cada caso específica. 
Entonces, manifestó el Procurador Delegado para la Casación Penal que – según la 
demandante- el Tribunal Superior dejó de apreciar la grabación del diálogo entre Nicolás 
Rodríguez Bautista y Luis Guillermo Roldán; y el comunicado expedido por el comando 
central del ELN, suscrito por “Gabino”, “Antonio García” y “Pablo Beltrán”, relativos al 
atentado que causó la tragedia en Machuca, porque la corporación consideró que esos medios 
probatorios no cumplen las exigencias legales que regulan su aducción al proceso. 
(Procuraduría General de la Nación, 2007) 
 Frente al debate probatorio que se suscitó, el Procurador Delegado arguyó que la 
grabación es un documento y que el artículo 259 del Código de Procedimiento Penal (Ley 600 
de 2000), indicaba la forma de su aporte, que en este caso fue allegada a través de organismos 
de seguridad del Estado, lo cual hace presumir su autenticidad; y, por consiguiente, su 
aducción al proceso no presenta los reparos que señaló el Tribunal. 
 En ese orden de ideas, el Ministerio Público solicitó a la Corte que se acogieran los dos 
primeros cargos presentados y por consiguiente, se casara parcialmente la sentencia 
impugnada, para en su lugar confirmar el fallo de primera instancia haciéndole una 
modificación en el sentido de reajustar la pena accesoria impuesta a los procesados. 
 En este punto, cabe citar la transcripción oficial de las conversaciones que generaron 
polémica sobre si debían ser valoradas o no como elementos probatorios dentro de este 
proceso, recordando el argumento que planteó el Ministerio Público respecto de que al tratarse 
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de documentos públicos gozan de presunción de autenticidad; el contenido de los mismos se 
presentaba así: 
“Bueno el primer datico es que donde se vuela esto el oleoducto ya se había hecho en 
varias ocasiones y se ha previsto todas las repercusiones y no ha ocurrido 
absolutamente nada. Lo otro es que los muchachos reafirman que no se hacen 
responsables de todo lo sucedido hasta el momento, o sea responden por el hecho del 
ataque no de la situación que se presenta hasta el momento” (Folio 260 cdno) 
“Estamos lamentando los hechos que acaecieron el día de ayer en el nordeste 
antioqueño, estamos confirmando con exactitud lo ocurrido, pero ya hemos hablado 
con el comandante del jefe del frente José Antonio Galán que nos confirma que hay 
unas realidades bastante diferentes a lo que fue nuestro método, nuestro accionar, 
nuestra conducta…es un hecho demasiado grave, ya por supuesto el enemigo se 
adelantó a responsabilizarnos del hecho” (Folio 267 cdno.”1). 
Por su parte, uno de los defensores citó el “Decreto No. 001 del 16 de junio de 1989”, 
proferido por “El Comando Central de la Dirección Nacional de la UCELN”, en el cual, para 
oponerse a la política estatal sobre manejo del petróleo, el grupo armado ilegal sienta estos 
imperativos: 
1. “Interrumpir temporalmente y por la vía de los hechos, la exportación del crudo que fluye 
de Caño Limón-Coveñas a Estados Unidos. Atacar la base terminal de Petróleos instalada en 
Coveñas. Este es un acto popular soberano.” 
(…) 
3. Mantener nuestra disposición combativa y accionar político-militar contra las 
multinacionales del petróleo y la cúpula de ECOPETROL, hasta tanto no desaparezcan las 
causas señaladas.” (Folio 37 cdno.) 
Junto a esto, ningún sujeto procesal puso en tela de juicio la autenticidad de esas 
declaraciones. A su vez, al calificar el mérito del sumario la Fiscalía de la Unidad Nacional de 
Derechos Humanos acusó a los procesados “como probables coautores determinadores 
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responsables” de los delitos de rebelión, terrorismo, homicidio, y lesiones personales (Folio 82 
cdno. 10).  
Como se ha señalado, la Procuraduría realizó un análisis pormenorizado del caso 
Machuca y en su libro resalta la opinión de Roxin, puntualizando que el dominio del hecho 
muestra tres formas: por dominio de la acción (autoría única inmediata); por dominio de la 
voluntad (autoría mediata); y por dominio funcional (coautoría). Expone en su teoría Roxin 
que “El auge en las ultimas décadas de la criminalidad organizada y la consecuente comisión 
de delitos a través de estas organizaciones supuso todo un replanteamiento de la dogmática 
jurídica penal en lo que al tema de la autoría y participación se refiere, pues se trataba de una 
serie de casos que, de resolverse con los criterios tradicionales, suponían una quiebra en la 
construcción dogmática de ciertas instituciones penales o, que es peor, llevaban a soluciones 
completamente insatisfactorios desde el punto de vista de la justicia. (Procuraduría General de 
la Nación, ob cit) 
Se busca entonces dar solución a la pregunta de si solo deben ser responsables los 
ejecutores de la organización por los hechos delictivos que cometen o si también debe 
hacérseles responsables a los dirigentes de la organización por su influencia, por sus órdenes 
de ejecución, por trazar políticas de actuación, por señalar víctimas, por decir el modus 
operandi, etc., como atribuir responsabilidad penal no solo a los miembros ejecutores de las 
resoluciones delictivas de la organización, sino principalmente a aquellos otros que, sin 
intervenir materialmente en los hechos delictivos, ostentan una posición relevante en la toma 
de decisiones, esto es, están en la cúpula de la organización.  
En principio, las tradicionales instituciones dogmáticas de la autoría (autoría inmediata, 
autoría mediata y coautoría); y la participación (determinación y complicidad); no ofrecían 
una respuesta satisfactoria desde el punto de vista jurídico penal a la necesidad de castigar a 
los dirigentes de estas organizaciones. 
Ante esta realidad, se planteó por parte de Claus Roxin lo que hoy conocemos como 
autoría mediata a través de aparatos organizados de poder, mediante la cual se pretende 
explicar porque son autores mediatos de los delitos que cometen los miembros plenamente 
responsables de una organización criminal, los sujetos que actúan en la cúpula de esa 
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organización. Es decir, se trata de un conjunto de casos en los cuales, no obstante que un autor 
de manera directa realiza el tipo, imputándose el hecho al mismo, merced al principio de 
propia responsabilidad, es posible, sin embargo, predicar la existencia de un autor mediato, 
esto es, predicar que este también ha realizado el tipo. A través de esta teoría se llega a 
establecer que quienes dominan la maquinaria de poder, como ocurrió en el régimen Nazi, en 
las bandas de mafiosos o como ocurre en las organizaciones subversivas al margen de la ley 
(guerrilla y paramilitares), y dan una orden delictuosa tienen autoría propia del hecho, 
independientemente de la autoría propia del ejecutor, pues la estructura de poder le asegura la 
ejecución de la orden, independientemente de la individualización de quien la cumple. 
(Procuraduría General de la Nación, ob cit) 
En síntesis, la doctrina, se inclina hoy día por aceptar que es la figura de autoría 
mediata la que permite determinar de mejor manera la responsabilidad penal de quienes 
manejan y dirigen los aparatos organizados de poder, es decir los jefes de la criminalidad 
organizada.  
Insistiendo en la citada sentencia que estudio el caso puntual de Machuca, la 
demandante manifestó que en el derecho colombiano es posible aplicar esta teoría, no solo por 
el hecho de que el artículo 29 del código penal lo permite, sino además porque, 
“infortunadamente, en ningún otro país del mundo vive una situación tan particular de 
delincuencia como a la que hoy nos enfrentamos, y que es necesario, también desde un 
escenario jurídico, combatir.” Basta citar como ejemplo los grupos paramilitares, guerrilleros 
y narcotraficantes, los cuales cuentan con una estructura de mando bien organizada y 
jerarquizada, y con capacidad operativa y económica que les permite dominar amplios 
territorios de la geografía nacional. 
Para ilustrar con mayor precisión sobre el caso que se trae a colación en este acápite, 
resulta prudente citar las consideraciones que realizó cada una de las instancias y de los 
intervinientes en el proceso. Por esta razón se encontrará a continuación una recapitulación 
resaltando los postulados que dejan ver la ausencia de la especificidad en la tipificación de las 
conductas delictivas contra la industria de los hidrocarburos en nuestro país. 
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Para empezar debe establecerse la situación fáctica que conllevo a este proceso, por lo 
que se acude al relato hecho por el Tribunal Superior de Antioquia en la sentencia de segunda 
instancia, así: 
 “La horrorosa tragedia que informa el proceso, tuvo lugar el 18 de octubre de 1998, tal vez a 
las 12:30 de la mañana, en el humilde corregimiento de “Machuca” o “Fraguas”, situado en 
comprensión territorial del municipio de Segovia (Antioquia). Para golpear la infraestructura 
petrolera y con ello la economía nacional, varios guerrilleros adscritos a la compañía 
“Cimarrones” del frente “José Antonio Galán” del Ejército de Liberación Nacional (ELN), le 
colocaron un artefacto de gran poder detonante a la línea de conducción de crudos (petróleo) 
llamada “Oleoducto Cusiana Coveñas”, produciendo la destrucción total del poliducto y el 
derramamiento del líquido en una considerable proporción. Justamente por haberse producido 
la explosión en la parte superior de una colina, el petróleo corrió por dos ramales para caer 
luego al río “Pocuné”, por cuyo cauce avanzó hasta llegar a la rivera del corregimiento, donde 
finalmente se produjo la descomunal conflagración que en minutos arrasó con buena parte de 
las viviendas y produjo una tragedia humana de incalculables proporciones: casi un centenar 
de muertos -entre niños, adultos y ancianos- y graves heridas por quemaduras a un número de 
aproximadamente treinta personas. Aunque la investigación no pudo descubrir a los autores 
materiales del atentado criminal, el Fiscal instructor decidió empero vincular a ella, mediante 
emplazamiento y declaratoria en contumacia, a los tres jefes de la compañía “Cimarrones”, lo 
mismo que a los siete cabecillas o comandantes de la cúpula del denominado Ejército de 
Liberación Nacional.” 
Consecuentemente, ante los hechos delictivos y el grave perjuicio a la comunidad y los 
demás bienes jurídicos tutelados por el ordenamiento nacional, se inició la respectiva 
actuación investigativa preliminar por parte de la Fiscalía Setenta y Cuatro Seccional de 
Segovia (Antioquia), en cuyo curso se evacuaron las primeras diligencias probatorias, como 
inspección de cadáveres, testimonios e inspecciones judiciales. Ante la relevancia de los 
hechos, la Dirección Nacional de Fiscalías designó para su conocimiento a la Unidad Nacional 
de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario y, con base en el material 
probatorio recaudado la Fiscalía Especializada adscrita a dicha Unidad, mediante resolución 
del 12 de noviembre de 1998 abrió investigación y dispuso vincular a Luis Guillermo Roldán 
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Posada, Germán Enrique Fernández y Oscar de Jesús Giraldo Martínez, por lo que se 
expidieron sendas órdenes de captura, que no lograron materializarse, y por ello fueron 
declarados ausentes. 
 Como correspondía según el procedimiento penal de la época, al definir la situación 
jurídica de los implicados, mediante resolución del 29 de marzo de 2001, la Fiscalía Delegada 
les impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva, por los delitos de 
rebelión, terrorismo y homicidio culposo (Folio 35 cdno. 9). Previo emplazamiento, de igual 
manera fueron vinculados como persona ausente, los implicados Nicolás Rodríguez Bautista, 
Erlinton o Herlinto Javier Chamorro Acosta, Víctor Orlando Cubides, Israel Ramírez Cepeda, 
Rafael Sierra Granados, Pedro Elías Cañas Serrano y Luis Carlos Guerrero Cárdenas, a 
quienes les fue impuesta medida de aseguramiento, consistente en detención preventiva, por 
los delitos de rebelión, terrorismo, homicidio culposo y lesiones personales culposas (Folio 
180 cdno. 9). 
 Sin embargo, el agente del Ministerio Público interpuso el recurso de apelación contra 
la providencia que definió la situación jurídica de los mencionados anteriormente, con la 
pretensión de que se les endilgaran los delitos de homicidio y lesiones personales a título de 
dolo en lugar de culpa. Al desatar la impugnación, con proveído del 19 de noviembre de 2001, 
la Unidad de Fiscalías Delegadas ante el Tribunal Superior de Bogotá otorgó la razón al 
impugnante y modificó la resolución materia de la alzada, en el sentido que los ilícitos contra 
la vida y la integridad personal se cometieron dolosamente y no por imprudencia. 
Recaudada la prueba necesaria, se declaró cerrada la investigación el 19 de noviembre 
de 2001 (Folio 43 cdno. 10). Después, la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General 
de la Nación –con sede en Bogotá-, mediante resolución del 12 de agosto de 2002 calificó el 
mérito del sumario y profirió resolución acusatoria contra Luis Guillermo Roldán Posada 
(Alias “Julián” y “Jhony”), Oscar de Jesús Giraldo Martínez (Alias “Ryan” y “Palmer”), 
Germán Enrique Fernández (Alias “Jhony González” y Margarita”), Nicolás Rodríguez 
Bautista (Alias “Gabino”), Erlinton O Herlinto Javier Chamorro Acosta (Alias “Antonio 
García”), Víctor Orlando Cubides (Alias “Pablo Tejada”), Israel Ramírez Cepeda (Alias 
“Pablo Beltrán”), Rafael Sierra Granados (Alias “Ramiro Vargas Mejía”, “Capitán Franco”, y 
138 
“El Viejo”), Pedro Elías Cañas Serrano (Alias “Oscar Santos Rueda”, “Santos” y “El Mono”) 
y Luis Carlos Guerrero Cárdenas (Alias “Lucho”). 
La Fiscalía delegada acusó a los antes mencionados como “probables coautores 
determinadores” de los delitos de homicidio simple, lesiones personales y terrorismo previstos 
en los artículo 103 (homicidio), 112 (incapacidad o enfermedad), 113 (deformidad), 114 
(perturbación funcional), 115 (perturbación psíquica), 116 (pérdida anatómica o funcional) y 
343 (terrorismo) de la Ley 599 de 2000; y rebelión, tipificado en el artículo 125 del Decreto 
100 de 1980, modificado por el artículo 1° del Decreto 1867 de 1989.(Folio 83 cdno. 10). 
Aquella determinación no fue impugnada. 
Con posterioridad, en la fase de la causa fue adelantada por el Juzgado Segundo Penal 
del Circuito Especializado de Antioquia, que efectuó las audiencias preparatoria y pública; y, 
finalizado el debate, mediante sentencia del 25 de mayo de 2004 condenó a Luis Guillermo 
Roldán Posada, Oscar de Jesús Giraldo Martínez, Germán Enrique Fernández, Nicolás 
Rodríguez Bautista, Erlinton o Herlinto Javier Chamorro Acosta, Víctor Orlando Cubides, 
Israel Ramírez Cepeda, Rafael Sierra Granados, Pedro Elías Cañas Serrano y Luis Carlos 
Guerrero Cárdenas, en calidad coautores de un concurso de delitos integrado por homicidios 
simples, lesiones personales, rebelión y terrorismo, a la pena principal de cuarenta (40) años 
de prisión, y adoptó las otras determinaciones indicadas  en la parte inicial de esta providencia. 
 El fallador apreció pruebas testimoniales, especialmente de habitantes del 
corregimiento de Fragua o Machuca, quienes coincidieron en señalar a la “Compañía 
Cimarrones del ELN”, comandada por Guillermo Roldán Posada, Oscar de Jesús Giraldo 
Martínez y Germán Enrique Fernández, como la encargada de colocar los explosivos en el 
oleoducto. Además, extendió la responsabilidad por las muertes y lesiones a la cúpula de esa 
organización subversiva, a título de dolo eventual, por las siguientes razones: i) la voladura de 
oleoductos estaba dentro del plan de acción promovido por el Comando Central del Ejército de 
Liberación Nacional (COCE), con lo cual pretendían evitar que el petróleo “se lo llevaran los 
gringos”; ii) el ELN tiene su propia estructura, jerarquía y organigrama, dentro del cual los 
comandantes dan las órdenes con fuerza vinculante que los militantes deben acatar; iii) la 
previsibilidad de los resultados, por el conocimiento de la volatilidad del hidrocarburo y el 
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conocimiento de la región; iv) los integrantes del COCE difundieron un comunicado de prensa 
donde reivindicaban el atentado –pero atribuían el gran incendio a las Fuerzas Militares de 
Colombia- y una entrevista concedida por Nicolás Rodríguez Bautista, el 11 de noviembre de 
1998 al noticiero de televisión “En Vivo”, donde ratifica el compromiso de la compañía 
“Cimarrones”; y v) por todo lo anterior la cúpula del ELN, es decir los miembros del 
Comando Central –COCE-, igual que los ejecutores materiales del atentado. 
El defensor de los implicados impugnó el fallo de primera instancia y al desatar la 
alzada, con fallo del 19 de noviembre de 2004 el Tribunal Superior de Antioquia decidió 
absolver a todos los implicados de los cargos por homicidio, lesiones personales y terrorismo; 
y declaró que quedaban condenados únicamente por el delito de rebelión, a la pena principal 
de seis (6) años de prisión, a inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas por 
el mismo lapso, al pago de multa por valor equivalente a ciento veinticinco (125) salarios 
mínimos legales mensuales; y les negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y 
la prisión domiciliaria. 
El Ad-quem sostuvo que los Fiscales y el Juez que conocieron el caso se dejaron 
impresionar por la magnitud de la tragedia y que, sin respaldo probatorio suficiente, que 
indicara la manera cómo los integrantes del COCE determinaron el atentado dinamitero y 
cómo aceptaron los resultados que se dieran, acudieron al expediente fácil de responsabilizar a 
la cúpula del ELN, como si se tratara de un juicio político. 
Además, el Tribunal descartó el dolo eventual, con estas reflexiones: i) la cúpula del 
ELN no era indiferente con relación a la suerte que corrieran los habitantes de Machuca, pues, 
inclusive ahí vivían parientes y simpatizantes de los guerrilleros, como lo declaró “Gabino”;  
ii) la población de Machuca se caracterizaba por su pobreza y marginalidad, situación que no 
es indiferente al ELN; iii) los dirigentes del ELN no estaban dispuestos a aceptar cualquier 
resultado que originara atentado contra el oleoducto, pues una catástrofe humanitaria sólo 
deparaba para ellos desprestigio político a nivel mundial; iv) no se establecieron 
probatoriamente las causas del incendio, que inició una hora después de la explosión de la 
tubería; v) no existe nexo psicológico entre los directivos del ELN y el resultado trágico que se 
produjo; vi) Gabino aceptó que en el atentado se cometieron “errores y torpezas”, pero repudió 
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la muerte de los habitantes de Machuca; vii) no se demostró que los integrantes del COCE 
hubiesen indicado la manera de realizar la voladura del oleoducto ni la localización exacta de 
las cargas dinamiteras, pues, el corregimiento de Machuca queda a más de un kilómetro de 
distancia desde el sitio donde se detonó el explosivo; y viii) todo indica que se trató de una 
acción imprudente o culposa de los ejecutores materiales del atentado. 
Finalmente, el cuerpo colegiado concluye que los integrantes de la cúpula del ELN o 
su Comando Central (COCE) no podían ser condenados como determinadores, ya que en un 
acontecer culposo no es posible, dogmáticamente, predicar la determinación. Con tal 
convicción los absolvió de los cargos por homicidio múltiple, lesiones personales y terrorismo, 
quedando condenados sólo por rebelión. 
Al terminarse el procedimiento ordinario, el Fiscal adscrito a la Unidad Nacional de Derechos 
Humanos interpuso censura contra el fallo del Tribunal Superior de Antioquia, invocando la 
causal prevista en el numeral 1° del artículo 207 del Código de Procedimiento Penal, Ley 600 
de 2000, por violación indirecta de la ley sustancial, debido a errores de hecho en la 
apreciación probatoria. 
Tales errores –acota el libelista- llevaron al Juez colegiado a reconocer indebidamente 
el in dubio pro reo, a descartar el dolo eventual y a absolver a los implicados por los delitos de 
homicidio, lesiones personales y terrorismo. Solicita, en consecuencia, casar la sentencia 
demandada y proferir en su lugar fallo condenatorio contra los procesados, en calidad de 
coautores, como lo hizo el Juez de primera instancia. 
En síntesis, el Procurador Primero Delegado para la Casación Penal solicitó casar 
parcialmente la sentencia impugnada, y, en su lugar, confirmar la sentencia de primera 
instancia en lo que tiene que ver con la condena proferida contra Nicolás Rodríguez Bautista 
(Alias “Gabino”), Erlinton o Herinto Javier Chamorro Acosta (Alias “Antonio García”), Israel 
Ramírez Cepeda (Alias “Pablo Beltrán”), Víctor Orlando Cubides (Alias “Pablo Tejada”), 
Rafael Sierra Granados (Alias “Ramiro Vargas Mejía”, “Capitán Franco” y “El Viejo”), Pedro 
Elías Cañas Serrano (Alias “Oscar Santos”, “Lucas” y “El Mono”), Luis Carlos Guerrero 
Cárdenas (Alias “Lucho”), Luis Guillermo Roldán Posada (Alias “Raúl”, “Julián” y “Jhony”), 
Oscar de Jesús Giraldo Martínez (Alias “Ryan” Y “Palmer”) y Germán Enrique Fernández 
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(Alias “Jhony González” y “Margarita”), como coautores de los delitos de terrorismo, 
homicidio y lesiones personales, dejando vigente la pena privativa de la libertad y la multa allí 
impuestas por la totalidad de delitos; y oficiosamente imponerles la pena accesoria de 
interdicción de derechos y funciones públicas por el término máximo de diez (10) años, de 
conformidad con el artículo 44 del Decreto 100 de 1980.”  
Por todo lo dicho, la Corte Suprema de Justicia señaló que le asiste razón al Procurador 
Primero Delegado para la Casación Penal al conceptuar sobre las censuras de la demanda 
presentada por la Procuradora 161 Judicial Penal II, que están llamadas a prosperar; y no así 
los otros cargos de ese libelo, ni los reproches postulados por el Fiscal adscrito a la Unidad 
Nacional de Derechos Humanos.  
Por consiguiente, en tanto prospera el primer cargo del libelo allegado por la 
Procuradora 161 Judicial Penal II, se casará el fallo del Tribunal Superior de Antioquia, en el 
sentido de restaurar la pena impuesta a los implicados en la sentencia de primera instancia, con 
la corrección atinente a la duración de la pena accesoria. De ese modo, por sustracción de 
materia, la Sala no se detendrá en el estudio de los cargos de cada demanda que no alcanzaron 
la fundamentación suficiente, máxime que por sendas diferentes llegaban a la misma 
pretensión, conseguida al casarse la sentencia de segunda instancia. 
Obsérvese que, en este caso particular, frente a los cabecillas del ELN, no se trata de 
indagar cuáles eran las aspiraciones por las cuales dinamitaron la tubería, ni cuáles resultados 
perseguían, ni cuáles rechazaban por indeseables (nexo psicológico), sino de la atribución de 
esos resultados en la modalidad de dolo eventual, como lo concibe el artículo 36 del Código 
Penal  de 1980, porque en su devenir terrorista es indudable que contaron con la posibilidad de 
prever las consecuencias de los riesgos creados; y es evidente que aceptaron esos resultados, 
porque también es meridianamente claro que al desencadenarse un curso causal terrorista –
como en el presente asunto, utilizando explosivos sobre un oleoducto- no se pueden controlar 
ex ante los eslabones causales subsiguientes. 
En Machuca, una vez el petróleo crudo regado por la tubería atacada alcanzó el 
poblado, viajando por los caños repletos del hidrocarburo, ninguno de los implicados podía 
arrogarse el poder de controlar la marcha de la vida en ese corregimiento, hasta el punto de 
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evitar la tragedia. Por el contrario, la conducta desplegaba llevaba inmersa la aceptación del 
desastre previsto, porque ya lo habían contemplado como una realidad, comprobada en casos 
anteriores; esto es, muchas cosas que escapaban al control de los subversivos pudieron iniciar 
la conflagración, verbi gratia, el encendido de un fósforo por cualquier poblador, el contacto 
de los gases del hidrocarburo con la llama de una estufa casera, una chispa eléctrica, etc. 
Por ello, se reafirma, los procesados son responsables a título de dolo eventual de la 
multiplicidad de homicidios y lesiones personales que diezmaron a los habitantes de Machuca, 
toda vez que aceptaron la tragedia previéndola al menos como posible (Artículo 36 del Código 
Penal, Decreto 100 de 1980). 
Para terminar este acápite, es necesario especificar que la Corte Suprema decidió casar 
el fallo del Tribunal Superior de Antioquia, quedando finalmente vigente la sentencia 
condenatoria de primera instancia, por los delitos de rebelión, terrorismo, homicidio y lesiones 
personales, salvo en lo relacionado con la pena accesoria de interdicción de derechos y 
funciones públicas, dado que  como atinadamente lo advierte el Procurador Primero Delegado 
para la Casación Penal, en esta materia hay exceso, toda vez que por favorabilidad era 
aplicable el artículo 44 del Código Penal de 1980, vigente al tiempo de los hechos (18 de 
octubre de 1998), que establecía diez (10) años de duración máxima para la interdicción de 
derechos y funciones públicas, en vez del inciso 3° del artículo 52 del Código Penal, Ley 599 
de 2000.  
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CONCLUSIONES 
Lo analizado en esta investigación permite llegar a la idea de que es absolutamente necesario 
que el legislador se pronuncie específicamente respecto de las conductas delictivas que atentan 
contra la industria de los hidrocarburos en el Estado Social y Democrático de Derecho, de tal 
forma que se llegue a crear una conciencia jurídica en los operadores del sistema judicial en 
nuestro país, se obtenga la debida aplicación del principio de tipicidad frente a estas conductas 
y se logré la disminución de la impunidad que existe sobre la materia. 
Como pudo apreciarse en el desarrollo de este escrito, existen tipos penales que son 
adaptados por el operador judicial a las conductas antes descritas, pero que resultan ineficaces 
al momento de combatir este tipo de delincuencia por cuanto el juez debe encasillar unas 
conductas que tienen finalidades que se apartan en uno u otro sentido, de las actualmente 
utilizadas en los casos de atentados contra la industria petrolera. Por su parte, las altas cortes 
no producen fallos que suplan las deficiencias legislativas existentes, lo que genera impunidad 
frente a las conductas de los grupos al margen de la ley que atentan contra el ecosistema y la 
población indefensa ubicada en las cercanías de la infraestructura petrolera. 
Por tanto, si se hace referencia específica al caso de Machuca tratado en un acápite 
especial de esta investigación, se evidencia que el comportamiento delictivo de este grupo al 
margen de la ley va contra todos los principios constitucionales del Estado Social y 
Democrático de Derecho, es atentatorio contra la población civil que se encuentra por fuera 
del conflicto y en general, afecta todo el ecosistema por la degradación y los efectos 
contaminantes a causa de los innumerables atentados contra la industria de los hidrocarburos. 
En  estos casos de graves violaciones a los Derechos Humanos, se debe acudir a los valores y 
principios del derecho penal constitucional y del derecho penal internacional, a fin de evitar la 
impunidad, sin sacrificar el debido proceso. 
Por esta razón, la jurisprudencia tiene la misión de actualizar permanentemente el 
derecho, a fin de adaptar, metodológicamente, y con un entendimiento racional y flexible, la 
ley a las nuevas y cambiantes necesidades de la organización social. Este cometido se hace 
exigente en tratándose de la macro criminalidad y la necesidad de administrar justicia material 
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en casos complejos y difíciles como los que nos ocupan. Respecto de los casos de graves 
violaciones a los derechos a los Derechos Humanos, la jurisprudencia colombiana ha 
avanzado en el propósito de armonizar nuestro derecho público interno con los estándares 
internacionales de derechos humanos, con el fin de consolidar un nuevo derecho penal que al 
mismo tiempo sea eficaz y garantista. 
Así, en la sentencia del 15 de febrero de 2006 (Proceso No. 21.330), la Corte Suprema 
de Justicia aplicó directamente disposiciones de Derecho Internacional Humanitario que 
establecen el principio de Distinción que rige el Derecho Internacional Humanitario, el cual 
está dirigido de manera exclusiva a proteger a la población civil de los rigores y excesos que 
suelen producirse en desarrollo de los conflictos armados, pues la población civil nunca puede 
ser objetivo de la acción bélica.  
Por tanto, los actos de terrorismo orientados a provocar o mantener en estado de 
zozobra o terror a la población o a un sector de ella y que materialmente sean capaces de poner 
en peligro la vida, la integridad física de las personas o medios de comunicación, transporte, 
procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas motrices, valiéndose de medios de causar 
estragos, no están incluidos dentro del concepto de combate y, por tanto deberán ser 
considerados como terrorismo, porque inevitablemente afectan a la población civil o un sector 
de ella. En el mismo sentido, los delitos de rebelión, terrorismo, homicidio y lesiones 
personales son delitos que atentan contra la población civil, el atentado se efectuó para golpear 
la infraestructura petrolera y con ello la economía nacional, la voladura del Oleoducto Cusiana 
Coveñas, se realizó mediante la utilización de un artefacto de gran poder detonante, lo cual 
produjo la destrucción total del poliducto y el derramamiento del líquido en una considerable 
proporción. 
Además, está suficientemente demostrado que la política del ELN y demás grupos al 
margen de la ley, de realizar atentados que buscan la destrucción total y el derramamiento de 
líquidos de la infraestructura petrolera del país, generan terror en la población civil, conducta 
que encuentra adecuación típica en el artículo 343 de la Ley 599 de 2000, que define y 
sanciona los delitos de terrorismo, con independencia del delito de rebelión. Sin embargo, 
como ya se mencionó con anterioridad, es absolutamente necesario que el legislador propenda 
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por la debida aplicación de los principios constitucionales que rigen el derecho penal, evitando 
que las conductas sean incluidas en tipos penales que no se adecuen totalmente a la finalidad 
con la que se cometen, únicamente porque el operador judicial no encuentra en el 
ordenamiento una opción más específica sobre la materia. 
En síntesis, respecto de la magnitud de las conductas punibles tipificadas en los casos 
estudiados, tales como homicidio simple, lesiones personales, rebelión y terrorismo, en los 
atentados que se cometen contra la industria de los hidrocarburos, puede concluirse que dentro 
del marco constitucional del Estado Social y Democrático de Derecho, así como de la 
democracia participativa consagrada por el constituyente, la intervención activa de los 
miembros de la comunidad resulta esencial en la defensa de los intereses colectivos que se 
puedan ver afectados por las actuaciones de los grupos al margen de la ley o de los 
particulares. 
Adicionalmente, no existen datos estadísticos que precisen sobre el estudio de casos 
frente a la problemática como tal en el sistema penal, y hay dificultad en el acceso a la 
información estadística de la Fiscalía General de la Nación respecto de las conductas 
delictivas específicas del tema tratado. También es cierto que en el campo de la teoría del 
derecho existen muchos vacíos frente a esta temática y, aunque en la práctica hay materia 
prima disponible para ampliar el estudio, aún no ha sido investigada. 
Desafortunadamente en Colombia las agresiones en el marco del contexto armado se 
han incrementado como un elemento vital de presión en el conflicto armado. Los horrores de 
la guerra van más allá de la muerte, es propagar el miedo simbólico en una especia de agresión 
psicológica de poder, manifestaciones de la violencia contra una industria establecida y la 
sociedad es pasiva frente a las mismas. Así mismo, el operador judicial desconoce en la 
política criminal los atentados contra la industria de los hidrocarburos. 
Es necesario, establecer una comisión de la verdad respecto de las víctimas de las 
conductas delictivas contra la industria de los hidrocarburos, actos que califican como graves 
violaciones a los derechos humanos y el DIH, con el fin de establecer sobre justicia y verdad 
sobre los delitos específicos cometidos contra las comunidades en las zonas asentadas en la 
vecindad del tubo. 
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Básicamente, más allá de la legislación en concreto respecto de las conductas 
delictivas contra la industria de los hidrocarburos, es importante desarrollar un proceso 
académico que contribuya a extender las investigaciones basadas en la experiencia de las 
poblaciones afectadas y de las consecuencias jurídico-ambientales que se desencadenan por la 
ocurrencia de esas conductas. Consecuentemente, los jueces colegiados deben incrementar los 
desarrollos doctrinarios y jurisprudenciales que desarrollan la Ley 599 de 2000, en lo que se 
refiere a tipificar las conductas punibles dadas en los atentados contra los oleoductos dentro 
del marco de la industria de los hidrocarburos. 
A partir del pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 
caso de Barrios Altos de Perú, la Corte Constitucional Colombiana en múltiples 
pronunciamientos ha declarado que en los procesos penales el interés de las víctimas no se 
reduce al estrictamente patrimonial, sino que corresponde al derecho a una reparación más 
integral, que incluye el derecho a la verdad y el derecho a la justicia. Estos derechos, por 
supuesto, comprenden el de saber quiénes son los verdaderos autores, es decir, “los hombres 
de atrás”, y a que, en tal condición, se les sancione. 
Por su parte, la Corte Suprema de Justicia también aplicó disposiciones de derecho 
internacional humanitario para resolver el interrogante de si un homicidio cometido en 
combate por una guerrillera podía ejecutarse con finalidad terrorista; concluyendo que los 
conceptos de combate y terrorismo se excluyen. (Sala de Casación Penal, sentencia del 15 de 
febrero de 2006, radicación 21330). 
Así las cosas, la Sala de Casación Penal debería actualizar la jurisprudencia, para 
admitir la teoría de la autoría mediata a través de estructuras o aparatos organizados de poder; 
como una manera de hacer realidad los valores superiores que buscan asegurar la convivencia 
pacífica. 
Para acabar, se sugiere que se analicen y reformen los delitos contemplados en la Ley 
599 de 2000 conforme a las conductas delictivas estudiadas, de tal manera que se pueda 
obtener la especialidad en materia de los delitos contra la industria de los hidrocarburos y se 
evite la confusión en la aplicación de la ley, disminuyendo la impunidad en la materia y 
demostrando la capacidad punitiva del Estado. 
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ANEXOS 
Ilustración 1: Ataques de FARC a oleoductos dañan el medio ambiente 
 
Extractada de: http://infosurhoy.com/es/articles/saii/features/main/2011/12/12/feature-01  
Ilustración 2: Oleoductos, un viejo dolor de cabeza 
 
Extractada de: http://www.elespectador.com/noticias/nacional/oleoductos-un-viejo-dolor-de-cabeza-
articulo-330088 
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Ilustración 3: ELN habla de paz, pero atenta contra oleoducto  
 
Extractada de: http://www.semana.com/nacion/articulo/eln-habla-paz-pero-atenta-contraoleoducto 
/327264 
Ilustración 4: En tres días estaría superada emergencia por voladura de oleoducto en 
Norte de Santander  
 
Extractada de: http://www.caracol.com.co/noticias/regionales/en-tres-dias-estaria-superada-emergencia 
-por-voladura-de-oleoducto-en-norte-de-santander/20130104/nota/1819784.aspx 
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Ilustración 5: Graves afectaciones a la población y al medio ambiente por voladura de 
oleoducto en el Catatumbo 
 
Extractada de: http://www.conapcolombia.org/?attachment_id=2023 
Ilustración 6: Atentado a oleoducto colombiano causa derrames sobre ríos y acueductos  
 
Extractada de: http://www.larepublica.ec/blog/internacional/2013/01/04/atentado-a-oleoducto-
colombiano-causa-derrames-sobre-rios-y-acueductos/ 
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Ilustración 7: Terrorismo en el Piedemonte Costero de Nariño 
 
Extractada de: http://www.ricaurte-narino.gov.co/noticias.shtml?apc=ccx-1-&x=1886330 
Ilustración 8: FARC dinamitaron oleoducto del Catatumbo  
 
Extractada de: http://www.vanguardia.com/historico/34969-farc-dinamitaron-oleoducto-del-
catatumbo- 
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Ilustración 9: En 2014 van 33 atentados a oleoductos  
 
Extractado de: http://www.caracol.com.co/noticias/regionales/en-2014-van-33-atentados-a-
oleoductos/20140410/nota/2171221.aspx 
Ilustración 10: Guerra y Pobreza en Colombia  
 
Extractada de: http://www.icesi.edu.co/revistas/index.php/estudios_gerenciales/article/view/ 71/html  
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Ilustración 11: Colombia, una petroilusión  
 
Extractada de: http://revistapetroleoygas.co/colombia-una-petroilusion/ 
Ilustración 12: Acueductos en riesgo por atentado  
 
Extractado de: http://www.elmundo.com/portal/pagina.general.impresion.php?idx=209093 
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Ilustración 13: En aumento voladuras al oleoducto Caño Limón Coveñas  
 
Extractado de: http://www.lavozdelcinaruco.com/?id=7947 
Ilustración 14: Consideraciones sobre el incremento de los actos de terrorismo y 
secuestros en Colombia. Enero a Mayo  
 
Extractado de http://blogs.elespectador.com/coyuntura_internacional/2012/07/14/consideraciones  -
sobre-el-incremento-de-los-actos-de-terrorismo-y-secuestros-en-colombia-enero-a-mayo/ 
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Ilustración 15: La mancha negra no da tregua en el Putumayo  
 
Extractado de: http://www.eltiempo.com/colombia/otras-ciudades/derrame-de-petroleo-en-putumayo-
/14261555  
Ilustración 16: Oleoductos aún son blanco de ataques guerrilleros  
 
Extractado de: http://www.semana.com/imprimir/384680  
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Ilustración 17: El nuevo grupo para defender oleoductos  
 
Extractado de: http://www.semana.com/nacion/articulo/grupo-elite-fiscalia-estructuras-de-apoyo-
contra-delitos-infraestructura-petrolera-energetica/361488-3  
Ilustración 18: Oleoducto Bicentenario, nuevamente blanco de ataques  
 
Extractado de: http://www.semana.com/nacion/articulo/guerrilla-dinamito-el-oleoducto-
bicentenario/395310-3  
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Ilustración 19: Nuevo derrame de crudo en Putumayo  
 
Extractado de: http://www.semana.com/nacion/articulo/putumayo-pide-medidas-por-crisis-de-
violencia/396906-3 
Ilustración 20: Estadísticas de atentados contra la infraestructura petrolera en Colombia 
Enero 1 a Octubre 31 de 2013  
 
Extractado de: http://es.slideshare.net/donorlan/estadisticas-atentados-contra-infraestructura-petrolera-
en-colombia-a-octubre-de-2013  
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GLOSARIO 
Para efectos de ilustración a quienes por primera vez se acercan a la temática de este escrito, 
es importante traer a colación definiciones sobre la materia, algunas de ellas extractadas del 
libro Derivados del Petróleo (James H., ob cit, p. 7-16). 
 
 Ácido naftenico: Sirve para reparar sales metálicas tales como naftenos de calcio, 
cobre, zinc, plomo, cobalto, etc., que se aplican en la industria de pinturas, resinas, 
poliéster, detergentes, tenso activos y fungicida. 
 A.C.P.M. o diésel: Combustible de uso común, utilizados en buses y camiones. 
 Alquilbenceno:  Se  usa  en  la  industria  de  todo  tipo  de  detergentes,  para elaborar 
plaguicidas, ácidos sulfúricos y en la industria de curtientes. 
 Alquitrán  aromático: Materia  primaria  para  la  elaboración  de  negro  de humo que, 
a su vez, se usa en la industria de la construcción. 
 Anticlinal: Pliegue cóncavo hacia abajo. Estructura de plegamiento de la tierra. Árbol 
de navidad. Conjunto de válvulas sobre la boca del pozo que sirve para controlar 
las presiones y la extracción del petróleo. 
 Asfaltos: Se utilizan para la producción de asfaltos y como material sellante en la 
industria de la construcción. 
 Barril: Unidad de medida de volumen del petróleo, equivalente a 42 galones. Broca. 
Pieza con la cual se perfora el pozo. 
 Bases lubricantes: Es la materia  prima  de  la producción de  los aceites 
lubricantes. 
 Benceno: Sirve para fabricar ciclohexano. 
 Bencina  industrial:  Se  usa  como  materia  prima  para  la  producción  de 
disolventes alifáticos o como combustible doméstico. 
 Cabeza de pozo: Equipo pesado que va colocado en la superficie, sobre la boca del 
pozo. 
 Campo: Área donde hay varios pozos petrolíferos productores. 
 Ceras  parafinicas:  Es  la  materia  prima  para  la  producción  de  velas  y similares, 
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ceras para pisos, fósforos, papel parafinado, vaselinas, etc. 
 Ciclohexano: Es la materia prima para producir caprolactama y ácido adípico con 
destino al nylon. 
 Cocinol: Especia de gasolina para consumos domésticos. Su producción es 
mínima. 
 Combustóleo o fuel oil: Es un combustible pesado de hornos y calderas de industria. 
 Conservación ambiental: Uso prudente y sabio de los recursos naturales no renovables 
y perpetuación de los recursos naturales renovables, con el fin de vivir en  armonía  
con  la  naturaleza,  respetando  sus  leyes  y conformando  nuestras relaciones con 
ellas. 
 Contaminación ambiental: Deterioro producido en el medio ambiente (aire, agua y 
suelo) que afectan negativamente al desarrollo de la vida, por lo tanto, tendentes a 
ocasionar el desequilibrio de la naturaleza. 
 Contaminante: Sustancia,  compuesto  que  afecte  negativamente  el  equilibrio natural 
entre estos y el medio físico. 
 Contaminante Biodegradable: Compuesto o sustancia que puede ser reducido y/o 
descompuesto a sustancia inorgánica por la acción de microorganismos. 
 Crudo: El petróleo en su estado natural. 
 Derivados: Los distintos productos que se obtienen del petróleo. 
 Derrame de hidrocarburos: Cantidad suficiente de petróleo crudo o producto derivado, 
que al caer en el agua puede verse en la superficie. 
 Disolventes alifáticos: Sirve para la extracción de aceites, pinturas, pegantes y  
adhesivos; para la producción de thinner, gas para quemadores. Industriales,  
elaboración de tintas, formulación y fabricación de productos agrícolas, de caucho, 
ceras y betunes. 
 Ecosistema: Unidad natural constituida por especies variados, armónicas, 
interdependientes, en equilibrio  (balance poblacional), que ocupa  un  ambiente 
físico dado.  
 Elementos Naturales: Son los propios de la naturaleza y en cuya formación no ha 
intervenido el hombre. Comprende el aire, el agua, los suelos, la vida vegetal, la vida 
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animal. 
 Exploración: Actividad para buscar el petróleo. 
 Formación: Nombre geológico que se da al conjunto de capas de rocas sedimentarias. 
 Gas propano o GLP: Se utiliza como combustible doméstico e industrial.  
 Gasolina de aviación: Para uso  en aviones con  motores de  combustión interna. 
 Gasolina de motor corriente y extra: Para consumo en los vehículos automotores de 
combustión interna, entre otros usos. 
 Geología: Ciencia que estudia la composición de la tierra, su  naturaleza, su situación y 
los fenómenos que la han originado. 
 Geofísica: Ciencia que estudia la configuración de la tierra por métodos físicos. 
 Hidrocarburo: El petróleo y el gas natural, por tener compuestos de hidrógeno y 
carbono. 
 Machín: Equipo mecánico para succionar el petróleo del subsuelo. 
 Octanaje: Es una escala que mide la resistencia que presenta un combustible 
como la gasolina motor corriente y extra a detonar prematuramente cuando es 
comprimida dentro del cilindro de un motor. 
 Oleoducto: Tubería para transportar el petróleo. 
 Oro negro: Mote que se da al petróleo por su gran valor.  
 Ortoxileno: Es la materia prima para la producción de anhídrido ftálico.  
 Petróleo. Aceite de roca. 
 Plataforma submarina: Sitio desde donde se hace el trabajo petrolero en el mar. 
 Polietileno: Materia prima para la industria del plástico en general. 
 Pozo: Hueco profundo que se abre para buscar y producir petróleo. 
 Queroseno: Se utiliza en estufas domésticas y en equipos industriales. Es el que 
comúnmente se llama petróleo. 
 Refinería: Complejo donde se procesa el petróleo. 
 Reservas probadas: Volumen de petróleo que se sabe con certeza que hay en un 
yacimiento. 
 Roca madre: Lugar donde se formó el petróleo. 
 Roca sedimentaria: Capa subterránea constituida por sedimentos diversos.  
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 Sabotaje: Daño. Es nítida la distinción entre los delitos de sabotaje y daño. Este tiene 
una connotación rígidamente privada que hace compatible el delito y la composición  
pecuniaria, mientras que el sabotaje involucra valores superiores, como la libertad de 
trabajo y asociación, que no permiten esos acuerdos y transacciones.    
 Sinclinal: Pliegue cóncavo hacia arriba. 
 Sísmica: Uno de los más importantes métodos para buscar petróleo. 
 Tolueno: Se usa como disolventes en la fabricación de pinturas, resinas, adhesivos, 
pegantes, thinner y tintas, y como materia prima del benceno. 
 Trampa: Sitio en el subsuelo donde está atrapado el petróleo. 
 Turbo combustible o turbosina: G a s o l i n a  para aviones jet, también conocida como 
Jet-A. 
 Xilenos mezclados: Se utilizan en la industria de las pinturas, y de thinner. 
 Yacimiento: Sitio donde se encuentra el petróleo. 
